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PRESENTACIÓN
En el año de 1936, se expidió la Ley de Justicia Fiscal 
que creó al Tribunal Fiscal de la Federación, dentro de 
la que se previó la existencia del Periódico de Justicia 
Fiscal de la Federación, precursor de la actual Revista, 
publicándose su primer número en enero de 1937, en 
donde se expresó:

“Esta publicación está destinada a procurar a los par-
ticulares y a las autoridades fiscales correspondientes, 
el conocimiento de las determinaciones del Tribunal, 
que constituyen su jurisprudencia, para que puedan así 
aprovecharla en los términos que resulten de la Ley de 
Justicia Fiscal”. 

Propósito alentado por el legislador primigenio de este 
Tribunal y que continúa vigente en la actual Revista del 
TFJA, que desde entonces viene apareciendo con oportu-
na continuidad. 

A continuación, presentamos algunos de los conceptos 
que habitualmente se encontrarán en esta publicación.

JURISPRUDENCIAS
Las tesis que con ese carácter se aprueben por el Ple-
no Jurisdiccional de la Sala Superior, por reiteración de 
tres precedentes en el mismo sentido, sin que exista 
alguno en contrario, o bien, por contradicción de tesis; 
así mismo, las tesis que con ese carácter se aprueben 
por las Secciones de la Sala Superior, por reiteración de 
cinco precedentes en el mismo sentido, sin que exista 
alguno en contrario.
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PRECEDENTES
Las tesis que con ese carácter se aprueben por el Pleno 
Jurisdiccional de la Sala Superior, derivadas de resolu-
ciones aprobadas, cuando menos, por mayoría de siete 
votos a favor; así como las tesis que con ese carácter 
se aprueben por las Secciones de la Sala Superior, de-
rivadas de resoluciones aprobadas, cuando menos, por 
mayoría de cuatro votos a favor.

TESIS AISLADAS DE SALA SUPERIOR
Las tesis que con ese carácter se aprueben por el Ple-
no Jurisdiccional o las Secciones de la Sala Superior, 
derivadas de resoluciones aprobadas por una votación 
menor a la necesaria para ser consideradas como pre-
cedentes.

CRITERIOS AISLADOS DE SALA SUPERIOR
Las tesis aprobadas por las Salas Regionales, Especia-
lizadas y Auxiliares del Tribunal.



Primera Parte
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PLENO

JURISPRUDENCIA NÚM. IX-J-SS-164

REGLAMENTO INTERIOR DEL SERVICIO
DE ADMINISTRACIÓN TRIBUTARIA

COMPETENCIA MATERIAL. ES SUFICIENTE LA CITA 
DE LAS FRACCIONES IX Y XI DEL ARTÍCULO 49 DEL 
REGLAMENTO INTERIOR DEL SERVICIO DE ADMI-
NISTRACIÓN TRIBUTARIA PARA TENER POR DE-
BIDAMENTE FUNDADA LA COMPETENCIA DE LA 
AUTORIDAD QUE EMITE EL OFICIO CON EL QUE SE 
DA INICIO AL PROCEDIMIENTO SANCIONADOR.- La 
Ley Federal para la Prevención e Identificación de Opera-
ciones con Recursos de Procedencia Ilícita, prevé, para el 
cumplimiento eficaz de sus fines, dos procedimientos dis-
tintos: el de verificación y el sancionador. Si bien son inde-
pendientes, guardan una continuidad teleológica, en tanto 
se encuentran orientados a garantizar los objetivos de di-
cha legislación, razón por la cual se sujetan a la Ley Fe-
deral de Procedimiento Administrativo. En consecuencia, 
al ser el inicio del Procedimiento Sancionador, el resultado 
del diverso de verificación en el que se detectaron con-
ductas infractoras es suficiente que, en el oficio de inicio 
se invoquen las fracciones IX y XI, del artículo 49 del Re-
glamento Interior del Servicio de Administración Tributaria, 
ya que dichas disposiciones otorgan a la Administración 
General de Auditoría Fiscal Federal facultades para hacer 
del conocimiento los hechos u omisiones advertidos y, en 
su caso, imponer las sanciones correspondientes.
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Contradicción de Sentencias Núm. 212/25-18-01-2/YO 
TROS9/1306/25-PL-01-01.- Resuelta por el Pleno Jurisdic-
cional de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia 
Administrativa, en sesión de 29 de abril de 2026, por una-
nimidad de 9 votos a favor.- Magistrado Ponente: Eduardo 
Santillán Pérez.- Secretaria: Lic. Beatriz Mejía Ruíz.

(Tesis de jurisprudencia aprobada por acuerdo G/08/26)

C O N S I D E R A N D O :

[…]

QUINTO.- […]

En virtud de lo hasta aquí expuesto, este Pleno Juris-
diccional advierte que la Ley Federal para la Prevención e 
Identificación de Operaciones con Recursos de Proceden-
cia Ilícita, prevé dos procedimientos para la eficacia de sus 
fines; a saber: el procedimiento administrativo de verifica-
ción y el procedimiento administrativo de sanción y que con-
tinuarán siendo regidos por las leyes que los regulan, en el 
caso, la Ley Federal de Procedimiento Administrativo.

Al respecto, es de señalar que, si bien es cierto, el pro-
cedimiento de verificación y el procedimiento de sanción, 
son independientes y diferenciados entre sí, también lo es 
que, pueden presentar una continuidad teleológica, debido 
a su unidad de propósito.

Ahora bien, en los casos en estudio, los procedimien-
tos se encuentran encaminados a garantizar el cum-
plimiento de los particulares de las disposiciones en 
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materia de prevención e identificación de operaciones 
con recursos de procedencia ilícita.

De ahí que, el procedimiento administrativo de veri-
ficación, busca constatar el cumplimiento de los particula-
res obligados en materia de prevención e identificación de 
recursos de procedencia ilícita; por otra parte, el procedi-
miento administrativo sancionador, tiene una finalidad 
no solamente punitiva, sino también de fomento al cumpli-
miento espontáneo del sujeto sancionado, en posteriores 
ocasiones, así como el cumplimiento de terceros que, ante 
la inmediatez y eficacia de la sanción, se abstengan de 
incumplir deliberadamente las normas de la materia.

Atento a lo cual, resulta inconcuso que, los dos procedi-
mientos son un todo indisoluble que debe ser analizado 
de manera concatenada, razón por la cual resulta jurídi-
camente permisible analizar el actuar de la autoridad que 
tramitó y/o dictó la resolución en cualquiera de esos dos pro-
cedimientos, pues sus efectos jurídicos se ven reflejados 
directa e inmediatamente en la imposición de multas.

Se cita, en lo conducente, la tesis I.1o.A.E.90 A (10a.), 
de rubro: “ACUERDO DE INICIO DEL PROCEDIMIENTO 
DE IMPOSICIÓN DE SANCIONES REGULADO EN LA 
LEY FEDERAL DE PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO. 
CONSTITUYE LA RESOLUCIÓN FINAL DEL DIVERSO 
DE VERIFICACIÓN, PUES EN ÉL SE DEFINE LA SITUA-
CIÓN JURÍDICA DEL VISITADO RESPECTO DE ÉSTE.”21

21	 Tesis, Tribunales Colegiados de Circuito, publicada en la 
Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima 
Época, Libro 24, noviembre de 2015, Tomo IV, página 3440.
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Lo anterior queda corroborado, pues el inicio del pro-
cedimiento sancionador no pudo haberse emitido sin que 
antes hubiera precedido un procedimiento de verificación 
en el que se hubiera detectado la existencia de conductas 
probablemente infractoras de la Ley Federal para la Pre-
vención e Identificación de Operaciones con Recursos de 
Procedencia Ilícita.

En ese contexto, es importante señalar que el artículo 
35 de la Ley apenas citada, establece que el desarrollo 
de las visitas de verificación, así como de la imposición de 
sanciones administrativas previstas en la Ley, se sujeta-
rán a lo dispuesto en la Ley Federal de Procedimiento 
Administrativo, lo que va de la mano con la exposición de 
motivos previamente transcrita.

Por lo que, en relación con el Procedimiento de Ve-
rificación, el Capítulo Décimo Primero. De las Visitas de 
Verificación, concretamente los artículos 62 a 68 de la Ley 
Federal de Procedimiento Administrativo, establece el pro-
cedimiento de las visitas de verificación, y en términos 
generales refiere que, las autoridades administrativas, 
para comprobar el cumplimiento de las disposiciones le-
gales y reglamentarias podrán llevar a cabo visitas de ve-
rificación, mismas que deberán estar precedidas de una 
orden escrita expedida por autoridad competente.

Asimismo, se desprende que de toda visita deberá le-
vantarse un acta en la que se hagan constar, entre otros, 
los datos relativos a la actuación, esto es, los hechos o 
irregularidades observados y que los visitados podrán for-
mular manifestaciones y ofrecer pruebas, dentro de los 
cinco días, evidentemente relacionadas con los hechos 
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contenidos en el acta y con el fin de desvirtuar las obser-
vaciones detectadas.

Por otra parte, en relación con el procedimiento san-
cionador, el Título Cuarto. De las Infracciones y Sancio-
nes Administrativas. Capítulo Único, concretamente en los 
artículos 72, 73 y 74 de la Ley Federal de Procedimiento 
Administrativo, se tiene que, para imponer sanciones, la 
autoridad administrativa debe notificar al infractor el inicio 
del procedimiento, otorgando el plazo de quince días, para 
que manifieste lo que a su interés convenga y aporte las 
pruebas con las que cuente, lógicamente relativas a los 
hechos o irregularidades detectados en el procedimiento 
de verificación previamente realizado. Una vez desaho-
gadas las pruebas, dentro de los diez días siguientes se 
dictará por escrito la resolución que proceda, misma que 
deberá ser notificada.

En este orden de ideas, no debe perderse de vista 
que, conforme al artículo 72 de la Ley Federal de Proce-
dimiento Administrativo, para imponer sanciones la auto-
ridad administrativa, debe notificar al infractor el inicio del 
procedimiento, lo que implica dar a conocer los hechos y 
omisiones que se imputan, otorgando el plazo de quince 
días para que el interesado manifieste lo que a su interés 
convenga y aporte las pruebas con las que cuente, relati-
vas a los hechos o irregularidades detectados en el proce-
dimiento de verificación previamente realizado.

En otras palabras, en el oficio de inicio del procedi-
miento sancionador se dan a conocer los hechos u 
omisiones que se atribuyen al particular y que se estiman 
probablemente constitutivos de infracciones de la Ley Fe-
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deral para la Prevención e Identificación de Operaciones 
con Recursos de Procedencia Ilícita, que se detectaron con 
motivo del procedimiento de verificación, otorgando pla-
zo para que el particular manifieste lo que a su interés 
convenga y aporte las pruebas que estime pertinentes.

Se cita, en lo conducente, la tesis I.1o.A.E.175 A 
(10a.) de rubro: “PROCEDIMIENTO DE IMPOSICIÓN 
DE SANCIÓN CONTENIDO EN LA LEY FEDERAL DE 
PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO. NO PREVÉ LA 
INTERVENCIÓN DE TERCEROS INTERESADOS O CO-
ADYUVANTES”.22

Ahora bien, en la contradicción en estudio el punto me-
dular es determinar si con la cita de las fracciones IX y 
XI, del artículo 49 del Reglamento Interior del Servicio de 
Administración Tributaria, la autoridad emisora del oficio 
de Inicio del Procedimiento Administrativo Sancionador, en 
materia de la Ley Federal para la Prevención e Identifica-
ción de Operaciones con Recursos de Procedencia Ilícita, 
fundamenta debidamente su competencia material para 
tal efecto, por lo que, resulta necesario traerlas a la vista:

REGLAMENTO INTERIOR DEL SERVICIO 
DE ADMINISTRACIÓN TRIBUTARIA

“Artículo 49.- Compete a la Administración General de 
Auditoría Fiscal Federal, en materia de la Ley Federal 
para la Prevención e Identificación de Operaciones con 

22	 Tesis, Tribunales Colegiados de Circuito, publicada en la Gaceta del Se-
manario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 35, octubre de 
2016, Tomo IV, página 3009.
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Recursos de Procedencia Ilícita, su Reglamento y de-
más disposiciones jurídicas aplicables, ejercer las atri-
buciones siguientes:

(...)

IX. Dar a conocer a quienes realicen las actividades vul-
nerables establecidas en el artículo 17, con excepción 
de la fracción XIV, de la Ley Federal para la Preven-
ción e Identificación de Operaciones con Recursos de 
Procedencia Ilícita, a las entidades colegiadas y a los 
órganos concentradores, los hechos u omisiones que 
les sean imputables con motivo del ejercicio de sus fa-
cultades de verificación y hacer constar dichos hechos y 
omisiones en el acta que al efecto se levante, así como 
recibir y valorar los argumentos y pruebas que estos 
exhiban para desvirtuar dichos hechos y omisiones;

(...)

XI. Imponer sanciones derivadas del incumplimiento 
de cualquier obligación prevista en la Ley Federal para 
la Prevención e Identificación de Operaciones con Re-
cursos de Procedencia Ilícita, su Reglamento y demás 
disposiciones jurídicas aplicables por parte de quienes 
realicen las actividades vulnerables establecidas en el 
artículo 17, con excepción de la fracción XIV, de dicha 
Ley, a las entidades colegiadas o a los órganos concen-
tradores;

(...)”
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De esta manera, es evidente que el artículo 49, frac-
ción IX, del Reglamento Interior del Servicio de Adminis-
tración Tributaria, sí sustenta la competencia material 
de las autoridades emisoras de los Oficios de Inicio de 
Procedimiento Sancionador en estudio, pues precisamente 
dicha porción reglamentaria es la que les otorga facultad 
para dar a conocer a quienes realicen actividades vul-
nerables previstas en la Ley Federal para la Prevención 
e Identificación de Operaciones con Recursos de Proce-
dencia Ilícita, a las entidades colegiadas y a los órganos 
concentradores, los hechos u omisiones que les sean 
imputables con motivo del ejercicio de sus facultades 
de verificación y hacer constar dichos hechos y omisio-
nes en el acta que al efecto se levante, así como recibir 
y valorar los argumentos y pruebas que estos exhiban 
para desvirtuar dichos hechos u omisiones.

Por otra parte, la fracción XI, del artículo 49 del Regla-
mento Interior del Servicio de Administración Tributaria, 
contempla la facultad de imponer sanciones derivadas del 
incumplimiento de cualquier obligación prevista en la re-
ferida Ley, su Reglamento y demás disposiciones jurídi-
cas aplicables por parte de quienes realicen actividades 
vulnerables establecidas en el artículo 17 del mencionado 
cuerpo normativo.

Facultad sancionadora que acorde a lo dispuesto en 
la exposición de motivos de la Ley Federal para la Pre-
vención e Identificación de Operaciones con Recursos de 
Procedencia Ilícita, previamente referida, le es aplicable 
de forma supletoria, entre otros ordenamientos, la Ley Fe-
deral de Procedimiento Administrativo.
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Luego entonces, si al tenor de lo dispuesto en el ar-
tículo 72 de la legislación administrativa antes citada, la 
aplicación de sanciones requiere notificar previamente 
al infractor del inicio del procedimiento, para que éste, 
dentro de los quince días siguientes exponga lo que ha su 
derecho convenga y, en su caso aporte las pruebas con 
que cuente; ello pone de manifiesto que la facultad de apli-
car multas comprende la realización del procedimiento, al 
así prevenirlo la ley ya mencionada; pues de otra mane-
ra no habría posibilidad de imponerse las mismas a los 
infractores que lleven a cabo las actividades vulnerables 
referidas en el artículo 17 de la Ley Federal para la Pre-
vención e Identificación de Operaciones con Recursos de 
Procedencia Ilícita.

De lo hasta aquí expuesto, este Pleno Jurisdiccional 
adquiere convicción en cuanto a que, basta la cita del 
artículo 49, fracciones IX y XI, del Reglamento Interior 
del Servicio de Administración Tributaria, para tener 
por debidamente fundada la competencia de las Uni-
dades Administrativas del Servicio de Administración 
Tributaria emisoras de los oficios de Inicio del Proce-
dimiento Sancionador, contemplado en la Ley Fede-
ral para la Prevención e Identificación de Operaciones 
con Recursos de Procedencia Ilícita.

Sin que resulte óbice mencionar que, pretender que se 
explique a detalle cada una de las atribuciones con que 
cuenta la autoridad, como en el caso la imposición de san-
ciones, o bien la de inicio del procedimiento correspondien-
te, atentaría con la finalidad de la debida fundamentación 
y motivación de los actos de autoridad, pues no debemos 
perder de vista que, las facultades de la autoridad derivan 
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de la intelección de normas; al tenor de las cuales en los 
casos, se establece si tiene la atribución de aplicar san-
ciones, sólo puede llevarla a cabo una vez tramitado el 
procedimiento administrativo respectivo, que al respecto 
regulan los artículos 72 y 74 de la Ley aplicados a todos 
los procedimientos administrativos de la Administración 
Pública Federal Centralizada de la que forma parte el Ser-
vicio de Administración Tributaria órgano desconcentrado 
de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, los que 
prevén la obligación de las autoridades administrativas, en 
cuanto a que, para imponer una sanción, deben notificar 
previamente al infractor el inicio del procedimiento, en el 
que éste podrá ofrecer y desahogar pruebas.

Ejemplo de ello, ocurre con lo establecido en la jurispru-
dencia 2a./J. 25/2014 (10a.), la cual se aplica por analo-
gía, de rubro: “MULTA. LA FACULTAD PARA IMPONER LA 
SANCIÓN PREVISTA EN EL ARTÍCULO 23, FRACCIÓN 
VI DEL REGLAMENTO INTERIOR DE LA SECRETARÍA 
DE ENERGÍA, NO VIOLA EL DERECHO FUNDAMENTAL 
DE AUDIENCIA PREVIA (LEGISLACIÓN VIGENTE HAS-
TA EL 11 DE OCTUBRE DE 2012)”,23 la que sostiene que 
al facultarse al Director General de Gas L.P. de la Secre-
taría de Energía para imponer sanciones en la materia de 
su competencia, no se prevé expresamente que la referi-
da autoridad deba seguir un procedimiento administrativo 
previo a la imposición de las sanciones respectivas, lo cier-
to es que, el precepto reglamentario debe interpretarse 

23	 Jurisprudencia, emitida por la Segunda Sala de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación, con número de registro digital: 200588, consulta-
ble en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Libro 4, marzo 
de 2014, Tomo I, página 795.
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armónica y sistemáticamente con las demás normas 
que rigen ese sector energético, el cual establece que 
para la imposición de las sanciones contenidas en dicho 
numeral debe estarse a lo dispuesto en la Ley Federal de 
Procedimiento Administrativo.

Lo anterior pues, en los artículos 72 y 74, se prevé la 
obligación de las autoridades administrativas de que, 
para imponer una sanción, deben notificar previamen-
te al infractor el inicio de un procedimiento, en el que 
éste podrá ofrecer y desahogar pruebas.

Por tanto, en opinión de este Cuerpo Colegiado, con 
la cita del artículo 49, fracciones IX y XI, del Reglamento 
Interior del Servicio de Administración Tributaria, se debe 
tener por debidamente fundada la competencia de las Uni-
dades Administrativas del Servicio de Administración Tri-
butaria emisoras de los oficios de Inicio del Procedimiento 
Sancionador, contemplado en la Ley Federal para la Pre-
vención e Identificación de Operaciones con Recursos de 
Procedencia Ilícita.

En atención a las consideraciones anteriores, con fun-
damento en lo previsto por el artículo 77 segundo párrafo, 
de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Adminis-
trativo, este Pleno Jurisdiccional de la Sala Superior del 
Tribunal Federal de Justicia Administrativa, considera que 
debe prevalecer con el carácter de jurisprudencia el si-
guiente criterio:

COMPETENCIA MATERIAL. ES SUFICIENTE LA 
CITA DE LAS FRACCIONES IX Y XI DEL ARTÍCULO 
49 DEL REGLAMENTO INTERIOR DEL SERVICIO 
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DE ADMINISTRACIÓN TRIBUTARIA PARA TENER 
POR DEBIDAMENTE FUNDADA LA COMPETENCIA 
DE LA AUTORIDAD QUE EMITE EL OFICIO CON EL 
QUE SE DA INICIO AL PROCEDIMIENTO SANCIO-
NADOR. La Ley Federal para la Prevención e Identifi-
cación de Operaciones con Recursos de Procedencia 
Ilícita, prevé, para el cumplimiento eficaz de sus fines, 
dos procedimientos distintos: el de verificación y el san-
cionador. Si bien son independientes, guardan una con-
tinuidad teleológica, en tanto se encuentran orientados 
a garantizar los objetivos de dicha legislación, razón por 
la cual se sujetan a la Ley Federal de Procedimiento 
Administrativo. En consecuencia, al ser el inicio del Pro-
cedimiento Sancionador, el resultado del diverso de ve-
rificación en el que se detectaron conductas infractoras 
es suficiente que, en el oficio de inicio se invoquen las 
fracciones IX y XI, del artículo 49 del Reglamento Inte-
rior del Servicio de Administración Tributaria, ya que di-
chas disposiciones otorgan a la Administración General 
de Auditoría Fiscal Federal facultades para hacer del 
conocimiento los hechos u omisiones advertidos y, en 
su caso, imponer las sanciones correspondientes.

Por lo expuesto y con fundamento en el artículo 77 de 
la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administra-
tivo, en relación con el diverso 17, fracción II, de la Ley 
Orgánica del Tribunal Federal de Justicia Administrativa, 
el Pleno Jurisdiccional de la Sala Superior de este Órgano 
Jurisdiccional;
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R E S U E L V E :

I. Es procedente pero inexistente la contradicción 
de sentencias relacionada con aquella dictada en el jui-
cio 966/25-04-01-7-ST, del índice de la Sala Regional en 
Chihuahua de este Tribunal, respecto de las 9 sentencias 
restantes.

II. Ha resultado procedente y existente la contradic-
ción de sentencias dictadas por la Sala Regional en Ta-
maulipas, Sexta Sala Regional en la Ciudad de México, 
Sala Regional en Quintana Roo y Auxiliar, Cuarta Sala Re-
gional en Nuevo León, Cuarta Sala Regional en la Ciudad 
de México y el Pleno Jurisdiccional de la Sala Superior, 
todos de este Tribunal, precisadas en el Considerando 
Cuarto del presente fallo.

III. Se fija con carácter de jurisprudencia la tesis esta-
blecida en la parte final del último Considerando de la pre-
sente resolución.

IV. Publíquese en la Revista de este Tribunal.

V. Notifíquese.

Así lo resolvió el Pleno Jurisdiccional de la Sala Superior 
del Tribunal Federal de Justicia Administrativa, con funda-
mento en los artículos 11, fracciones I y II, 93 y Séptimo 
Transitorio del Reglamento Interior del Tribunal Federal de 
Justicia Administrativa, publicado en el Diario Oficial de la 
Federación el 17 de julio de 2020, en sesión celebrada en 
forma presencial y transmitida por medios electrónicos al 
público en general el 29 de abril de 2026, por unanimidad 
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de 9 votos a favor de los Magistrados Eduardo Santillán 
Pérez, Víctor Martín Orduña Muñoz, Carlos Chaurand Ar-
zate, Maestro Julián Alfonso Olivas Ugalde, Maestra Luz 
María Anaya Domínguez, Rafael Anzures Uribe, Rafael 
Estrada Sámano, Doctora Magda Zulema Mosri Gutiérrez, 
y José Ramón Amieva Gálvez, encontrándose ausente el 
Magistrado Guillermo Valls Esponda.

Fue Ponente en el presente asunto el Magistrado Eduar-
do Santillán Pérez, cuya ponencia quedó aprobada en sus 
términos.

Se elaboró el presente engrose el día 11 de mayo de 
2026 y con fundamento en lo dispuesto por los artículos 
54, fracción VI y 56, fracción III de la Ley Orgánica del 
Tribunal Federal de Justicia Administrativa, firma el Magis-
trado José Ramón Amieva Gálvez, Presidente del Tribunal 
Federal de Justicia Administrativa, ante la Licenciada Julia 
Arredondo Hernández, Secretaria General de Acuerdos, 
quien autoriza y da fe.



Jurisprudencia� 21
Pleno

Tribunal Federal de Justicia Administrativa
Revista Núm. 53, Julio 2026

JURISPRUDENCIA NÚM. IX-J-SS-165

LEY FEDERAL DE PROCEDIMIENTO
CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO

JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO FEDERAL. 
PROCEDE LA DEVOLUCIÓN DEL PAGO RELATIVO A 
LOS SERVICIOS PRESTADOS POR UNA EMPRESA 
PRIVADA POR CONCEPTO DE ARRASTRE, MANIO-
BRA, SERVICIO Y DEPÓSITO DE VEHÍCULOS CUANDO 
SE DECLARA LA NULIDAD DEL ACTO QUE LOS ORI-
GINÓ.- El pago por los servicios prestados por concepto 
de arrastre, maniobra, servicio y depósito vehicular tiene 
su origen en la ejecución de un acto administrativo en don-
de se determinó la medida de aseguramiento sobre el ve-
hículo de un particular. En el supuesto que, dicho acto sea 
declarado nulo y haya quedado firme, se extingue la base 
jurídica que justificó esta erogación, motivo por el cual es 
procedente la devolución de las cantidades cubiertas en 
caso de ser solicitadas por el actor. Dicha determinación 
se mantiene aun cuando el pago haya sido realizado por el 
particular a una empresa privada, ya que esta actúa como 
auxiliar en las funciones de la autoridad demandada. En 
consecuencia, la responsabilidad económica de resarcir el 
pago efectuado por el particular recae sobre la autoridad 
enjuiciada, conforme al derecho a la tutela jurisdiccional 
efectiva, reconocido en el artículo 17 constitucional, así 
como en lo dispuesto por el artículo 52, fracción V, inciso 
a) y b), de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso 
Administrativo, la restitución económica resulta necesaria 
para restablecer plenamente al particular el ejercicio de los 
derechos que le fueron vulnerados.
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Contradicción de Sentencias Núm. 2765/24-07-03-1/YO-
TRO/1259/25-PL-02-01.- Resuelta por el Pleno Jurisdic-
cional de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia 
Administrativa, en sesión de 29 de abril de 2026, por ma-
yoría de 6 votos a favor y 3 votos en contra.- Magistrado 
Ponente: Víctor Martín Orduña Muñoz.- Secretaria: Lic. 
Dulce María de Guadalupe Vázquez Bautista.

(Tesis de jurisprudencia aprobada por acuerdo G/09/26)

C O N S I D E R A N D O :

[…]

QUINTO.- […]

Bajo esta tesitura, la causa que originó la prestación de 
los servicios de arrastre, maniobra, servicio y depósito no 
radica en una relación entre el particular y la empresa pri-
vada de grúas, sino en la ejecución de la consecuencia 
jurídica originada con el levantamiento de la boleta de in-
fracción en la que se ordenó el aseguramiento del vehícu-
lo. En consecuencia, si dicho acto ha sido declarado nulo, 
la obligación de pago que de él derivó carece igualmente 
de sustento jurídico.

Sirve de apoyo a lo anterior, la tesis aislada XVI.2o.A.1 
A (12a.), publicada en la Gaceta del Semanario Judicial 
de la Federación, Libro 4, en Diciembre de 2025, Tomo II, 
Volumen 2, página 1271, cuyo rubro y contenido son del 
siguiente tenor:
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“SERVICIOS DE SALVAMENTO, ARRASTRE Y DE-
PÓSITO DE VEHÍCULOS. CUANDO SE DECLARA LA 
NULIDAD DEL ACTO QUE LOS ORIGINÓ PROCEDE 
LA DEVOLUCIÓN DEL PAGO RELATIVO.

Hechos: Una persona promovió juicio contencioso ad-
ministrativo contra la boleta de infracción emitida por la 
Guardia Nacional, la cual originó el cobro por concepto 
de arrastre y pensión por parte de la empresa particular 
concesionaria de tales servicios. El Tribunal Federal 
de Justicia Administrativa declaró su nulidad lisa y 
llana y ordenó la devolución de la cantidad pagada 
por concepto de multa, pero no de la erogada por 
los servicios de arrastre y depósito. Argumentó que 
ese cobro fue realizado por una empresa particular 
concesionaria y no por la autoridad demandada.

Criterio jurídico: Cuando en el juicio contencioso 
administrativo se declara la nulidad del acto que dio 
origen al arrastre y depósito de un vehículo, pro-
cede devolver a la persona particular el monto que 
pagó para liberarlo, aun cuando el cobro lo haya 
efectuado una empresa concesionaria privada.

Justificación: El pago de los servicios de arrastre y 
pensión deriva de la ejecución de un acto administra-
tivo que impone una medida de aseguramiento so-
bre el vehículo de la persona particular. Si tal acto 
es declarado nulo, desaparece la causa jurídica que 
justificó la erogación, por lo que debe restituírsele la 
cantidad pagada. Ello independientemente de que el 
cobro lo haya realizado una empresa particular con-
cesionaria, pues actúa en auxilio de la autoridad. 
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Por tanto, la responsabilidad patrimonial frente a la 
persona recae sobre la autoridad demandada, que fue 
quien originó la actuación viciada. Conforme al derecho 
fundamental a la tutela jurisdiccional efectiva, recono-
cido por el artículo 17 de la Constitución Federal, la 
restitución económica es indispensable para restaurar 
íntegramente a la persona particular en el goce de sus 
derechos vulnerados.

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA AD-
MINISTRATIVA DEL DÉCIMO SEXTO CIRCUITO.

Amparo directo 191/2024. Cecilia Tamayo Rojas. 10 de 
octubre de 2025. Unanimidad de votos de la Magistrada 
Laura Lizbeth Villalobos Martínez y de los Magistrados 
Erubiel Ernesto Gutiérrez Castillo y Javier Cruz Váz-
quez. Ponente: Erubiel Ernesto Gutiérrez Castillo. Se-
cretario: Alberto Carrillo Moreno.”

(Énfasis añadido).

Ahora bien, el criterio adoptado por la entonces Pri-
mera Sala Regional del Noreste de este Tribunal (ahora 
Primera Sala Regional en Nuevo León de este Tribunal), 
en la sentencia definitiva de 31 de octubre de 2024, 
emitida en el juicio 5612/24-06-01-6 resulta correcto 
y debe prevalecer, ya que reconoce de manera inte-
gral los efectos restitutorios de la devolución del pago 
realizado por la actora por los servicios prestados de 
arrastre, maniobra, servicio y depósito vehicular, deri-
vado de la nulidad de la boleta de infracción.
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En este sentido, al haber sido declarada nula la boleta 
de infracción en la sentencia que ha quedado firme, por 
encontrarse indebidamente fundada en cuanto a la com-
petencia material de la autoridad emisora, los pagos rea-
lizados por la actora por concepto de arrastre, maniobra, 
servicio y depósito vehicular, al constituir una consecuen-
cia directa de dicho acto, o bien derivar de él, apoyarse en 
el mismo o estar condicionados por éste, resultan igual-
mente ilegales por vicio en su origen.

Resulta aplicable la jurisprudencia 252103 emitida por 
el Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del 
Primer Circuito, publicada en el Semanario Judicial de la 
Federación, Séptima Época, 121-126 Sexta Parte, Mate-
ria(s): Común, Página: 280, misma que es del tenor si-
guiente: 

“ACTOS VICIADOS, FRUTOS DE. Si un acto o diligen-
cia de la autoridad está viciado y resulta inconstitucio-
nal, todos los actos derivados de él, o que se apoyen 
en él, o que en alguna forma estén condicionados por 
él, resultan también inconstitucionales por su origen, y 
los tribunales no deben darles valor legal, ya que de ha-
cerlo, por una parte alentarían prácticas viciosas, cuyos 
frutos serían aprovechables por quienes las realizan y, 
por otra parte, los tribunales se harían en alguna forma 
partícipes de tal conducta irregular, al otorgar a tales 
actos valor legal.” 

En este orden de ideas, al desaparecer la causa que 
justificaba la afectación del particular, no puede tras-
ladarse a la actora la carga económica derivada de un 
acto ilegal. Por el contrario, corresponde a la autoridad 
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enjuiciada restituir las cantidades indebidamente ero-
gadas o, en su caso, cubrir directamente los costos 
generados por los servicios prestados por el conce-
sionario.

De esta manera, se garantiza una distribución equitati-
va de las cargas derivadas de la actuación administrativa 
irregular de la autoridad enjuiciada. 

En esta tesitura, importa tener en cuenta el contenido 
del artículo 17 constitucional, en relación con el artículo 
52, fracción V, incisos a) y b), de la Ley Federal de Proce-
dimiento Contencioso Administrativo, que en la parte que 
interesa, señalan:

CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS 
UNIDOS MEXICANOS

“ARTÍCULO 17. Ninguna persona podrá hacerse justi-
cia por sí misma, ni ejercer violencia para reclamar su 
derecho. 

Toda persona tiene derecho a que se le administre justi-
cia por tribunales que estarán expeditos para impartirla 
en los plazos y términos que fijen las leyes, emitiendo 
sus resoluciones de manera pronta, completa e impar-
cial. Su servicio será gratuito, quedando, en consecuen-
cia, prohibidas las costas judiciales. Las leyes preverán 
las cuantías y supuestos en materia tributaria en las 
cuales tanto los Tribunales Administrativos como las 
Juezas y Jueces de Distrito y Tribunales de Circuito del 
Poder Judicial de la Federación o, en su caso, la Supre-
ma Corte de Justicia de la Nación, deberán resolver en 
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un máximo de seis meses, contados a partir del conoci-
miento del asunto por parte de la autoridad competente. 
En caso de cumplirse con el plazo señalado y que no 
se haya dictado sentencia, el órgano jurisdiccional que 
conozca del asunto deberá dar aviso inmediato al Tri-
bunal de Disciplina Judicial y justificar las razones de 
dicha demora o, en su caso, dar vista al órgano interno 
de control tratándose de Tribunales Administrativos.

(…)”

LEY FEDERAL DE PROCEDIMIENTO 
CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO

“ARTÍCULO 52. La sentencia definitiva podrá:

(…)

V. Declarar la nulidad de la resolución impugnada y, 
además: 

a) Reconocer al actor la existencia de un derecho sub-
jetivo y condenar al cumplimiento de la obligación co-
rrelativa.

b) Otorgar o restituir al actor en el goce de los derechos 
afectados.

(…)”

Por su parte, el artículo 17 constitucional establece, en 
lo que atañe al tema en estudio, que toda persona tiene 
derecho a que se le administre justicia por tribunales que 
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estarán expeditos para impartirla en los plazos y términos 
que fijen las leyes, emitiendo sus resoluciones de manera 
pronta, completa e imparcial. Su servicio será gratuito, que-
dando, en consecuencia, prohibidas las costas judiciales.

Así, tenemos que el artículo constitucional de referencia 
que contempla el derecho a la tutela judicial efectiva con-
sagra los siguientes principios: 1) de justicia pronta; 2) de 
justicia completa; 3) de justicia imparcial; y 4) de justicia 
gratuita. Siendo destacable que las autoridades que se en-
cuentran obligadas a la observancia de la totalidad de los 
derechos que la integran son todas aquellas que realizan 
actos materialmente jurisdiccionales, esto es, las que en 
su ámbito de competencia tienen la atribución necesaria 
para dirimir un conflicto suscitado entre diversos sujetos 
de derecho, independientemente de que se trate de órga-
nos judiciales, o bien, solo materialmente jurisdiccionales.

Sobre el tema, se ha destacado igualmente que la su-
premacía normativa de la Constitución no se manifiesta 
sólo en su aptitud de servir como parámetro de validez de 
todas las demás normas jurídicas, sino también en la exi-
gencia de que tales normas, a la hora de ser aplicadas, se 
interpreten de acuerdo con los preceptos constitucionales, 
dado que a su eficacia normativa directa se añade su efi-
cacia como marco de referencia o criterio dominante en la 
interpretación de las restantes normas. 

De ahí que el juez ha de procurar, siempre que sea po-
sible, huir del vacío que se produce cuando se niega va-
lidez a una norma y, en el caso concreto, de ser posibles 
varias interpretaciones, debe preferirse aquella que salve 
la aparente contradicción.



Jurisprudencia� 29
Pleno

Tribunal Federal de Justicia Administrativa
Revista Núm. 53, Julio 2026

En ese tenor, cobra relevancia el principio pro perso-
na, que a su vez se relaciona con la interpretación con-
forme, acorde con lo cual debe acudirse a la norma más 
amplia o a la interpretación más extensiva cuando se trata 
de reconocer derechos fundamentales e inversamente, 
a la norma o a la interpretación más restringida si se bus-
ca establecer restricciones permanentes al ejercicio de los 
derechos o de su suspensión extraordinaria. De ahí que, 
ante la existencia de varias posibilidades de solución a un 
mismo problema, obliga a optar por la que protege en tér-
minos más amplios.

Principios de interpretación conforme y pro persona que 
no vulneran el principio de equidad procesal de las partes, 
ya que no debe confundirse la interpretación de una norma 
de conformidad con la Constitución, con su aplicación en 
beneficio exclusivo de una de las partes. En el entendido 
que la interpretación que se haga no puede realizarse a 
partir de atribuir a la norma un significado que no tiene 
conforme a alguno de los métodos de interpretación jurí-
dica, ya que en ese caso la norma sujeta a escrutinio ya 
no será la misma, sino que habría sido cambiada por otra.

Al respecto, se cita la jurisprudencia 37/2017 de la Pri-
mera Sala del Alto Tribunal del País, localizable en la pá-
gina 239 del Libro 42, Mayo de 2017, Tomo I, de la Gaceta 
del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, 
que es del contenido siguiente:

“INTERPRETACIÓN CONFORME. NATURALEZA Y 
ALCANCES A LA LUZ DEL PRINCIPIO PRO PERSO-
NA.- A juicio de esta Primera Sala de la Suprema Corte 
de Justicia de la Nación, la supremacía normativa de 
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la Constitución no se manifiesta sólo en su aptitud de 
servir como parámetro de validez de todas las demás 
normas jurídicas, sino también en la exigencia de que 
tales normas, a la hora de ser aplicadas, se interpreten 
de acuerdo con los preceptos constitucionales; de for-
ma que, en caso de que existan varias posibilidades de 
interpretación de la norma en cuestión, se elija aquella 
que mejor se ajuste a lo dispuesto en la Constitución. 
En otras palabras, esa supremacía intrínseca no sólo 
opera en el momento de la creación de las normas, 
cuyo contenido ha de ser compatible con la Constitu-
ción en el momento de su aprobación, sino que se pro-
longa, ahora como parámetro interpretativo, a la fase 
de aplicación de esas normas. A su eficacia normativa 
directa se añade su eficacia como marco de referencia 
o criterio dominante en la interpretación de las restantes 
normas. Este principio de interpretación conforme de to-
das las normas del ordenamiento con la Constitución, 
reiteradamente utilizado por esta Suprema Corte de 
Justicia de la Nación, es una consecuencia elemental 
de la concepción del ordenamiento como una estructura 
coherente, como una unidad o contexto. Es importante 
advertir que esta regla interpretativa opera con carácter 
previo al juicio de invalidez. Es decir, que antes de con-
siderar a una norma jurídica como constitucionalmen-
te inválida, es necesario agotar todas las posibilidades 
de encontrar en ella un significado que la haga com-
patible con la Constitución y que le permita, por tanto, 
subsistir dentro del ordenamiento; de manera que sólo 
en el caso de que exista una clara incompatibilidad o 
una contradicción insalvable entre la norma ordinaria y 
la Constitución, procedería declararla inconstitucional. 
En esta lógica, el intérprete debe evitar en la medida de 
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lo posible ese desenlace e interpretar las normas de tal 
modo que la contradicción no se produzca y la norma 
pueda salvarse. Así el juez ha de procurar, siempre que 
sea posible, huir del vacío que se produce cuando se 
niega validez a una norma y, en el caso concreto, de ser 
posibles varias interpretaciones, debe preferirse aque-
lla que salve la aparente contradicción. Ahora bien la 
interpretación de las normas conforme a la Constitución 
se ha fundamentado tradicionalmente en el principio de 
conservación de ley, que se asienta a su vez en el princi-
pio de seguridad jurídica y en la legitimidad democrática 
del legislador. En el caso de la ley, fruto de la volun-
tad de los representantes democráticamente elegidos, 
el principio general de conservación de las normas se 
ve reforzado por una más intensa presunción de vali-
dez. Los tribunales, en el marco de sus competencias, 
sólo pueden declarar la inconstitucionalidad de una ley 
cuando no resulte posible una interpretación conforme 
con la Constitución. En cualquier caso, las normas son 
válidas mientras un tribunal no diga lo contrario. Asimis-
mo, hoy en día, el principio de interpretación conforme 
de todas las normas del ordenamiento a la Constitución, 
se ve reforzado por el principio pro persona, contenido 
en el artículo 1o. de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, el cual obliga a maximizar la interpre-
tación conforme en aquellos escenarios en los cuales, di-
cha interpretación permita la efectividad de los derechos 
fundamentales de las personas frente al vacío legisla-
tivo que puede provocar una declaración de inconstitu-
cionalidad de la norma.”

En términos de lo dispuesto por el artículo 52, fracción V, 
inciso b), de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso 



32� Jurisprudencia
Pleno

Tribunal Federal de Justicia Administrativa
Revista Núm. 53, Julio 2026

Administrativo, cuando se declara la nulidad de la resolu-
ción impugnada, la autoridad jurisdiccional se encuentra 
facultada para otorgar o restituir al actor en el goce de los 
derechos afectados.

En este sentido, cuando la sentencia que declaró la nu-
lidad de la boleta de infracción que dio origen al arrastre, 
maniobra, servicio y depósito vehicular, quedó firme, es 
procedente que este Tribunal devuelva el pago por con-
cepto de dichos servicios en caso de ser solicitado por el 
actor, de lo contrario se permitiría que el particular realice 
el pago del costo de los servicios prestados, implicando 
trasladarle las consecuencias negativas de una actuación 
ilegal que no le es imputable y la cual fue declarada nula, 
lo anterior debe ser así para ajustarse a los principios 
de legalidad y seguridad jurídica e impartición de justicia 
pronta y expedita. 

Asimismo, el criterio que se adopta en el presente 
caso encuentra sustento en el derecho fundamental a la 
tutela jurisdiccional efectiva, reconocido en el artículo 17 
constitucional, así como en lo dispuesto por el artículo 52, 
fracción V, inciso b), de la Ley Federal de Procedimiento 
Contencioso Administrativo; este derecho no se colma con 
la mera emisión de una sentencia declarativa de nulidad, 
exige la adopción de medidas eficaces encaminadas a 
restituir plenamente al gobernado en el goce de los dere-
chos que le fueron vulnerados.

Por tanto, la restitución de las cantidades pagadas 
por concepto de servicios de arrastre, maniobra, ser-
vicio y depósito vehicular deben devolverse por parte 
de la autoridad enjuiciada, ya que es una consecuen-



Jurisprudencia� 33
Pleno

Tribunal Federal de Justicia Administrativa
Revista Núm. 53, Julio 2026

cia jurídica necesaria de la declaración de nulidad de 
la boleta de infracción que les dio origen. Negar dicha 
restitución implicaría mantener subsistente una afectación 
económica derivada de un acto ilegal.

En consecuencia, este Órgano Jurisdiccional con-
cluye que debe prevalecer el criterio sostenido por la 
entonces Primera Sala Regional del Noreste de este 
Tribunal (ahora Primera Sala Regional en Nuevo León de 
este Tribunal), en la sentencia definitiva de 31 de oc-
tubre de 2024, emitida en el juicio 5612/24-06-01-6, en 
cuanto a reconocer el derecho de la parte actora a la de-
volución de las cantidades erogadas por concepto de ser-
vicios de arrastre, maniobra, servicio y depósito vehicular, 
al haber quedado acreditado que dichos pagos carecen de 
sustento jurídico al derivar de un acto administrativo decla-
rado nulo en la sentencia que quedó firme.

En tal virtud, resulta procedente condenar a la autoridad 
demandada a restituir dichas cantidades, a fin de lograr 
una reparación integral del daño causado y restablecer a 
la parte actora en el pleno goce de sus derechos.

Conforme a las anteriores consideraciones, debe pre-
valecer con el carácter de jurisprudencia, de acuerdo con 
lo dispuesto por el segundo párrafo del artículo 77 de la 
Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo, 
el siguiente criterio adoptado por este Pleno Jurisdiccional:

JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO FEDERAL. 
PROCEDE LA DEVOLUCIÓN DEL PAGO RELATIVO A 
LOS SERVICIOS PRESTADOS POR UNA EMPRESA 
PRIVADA POR CONCEPTO DE ARRASTRE, MANIO-
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BRA, SERVICIO Y DEPÓSITO DE VEHÍCULOS CUAN-
DO SE DECLARA LA NULIDAD DEL ACTO QUE LOS 
ORIGINÓ. El pago por los servicios prestados por con-
cepto de arrastre, maniobra, servicio y depósito vehicular 
tiene su origen en la ejecución de un acto administrati-
vo en donde se determinó la medida de aseguramiento 
sobre el vehículo de un particular. En el supuesto que, 
dicho acto sea declarado nulo y haya quedado firme, se 
extingue la base jurídica que justificó esta erogación, 
motivo por el cual es procedente la devolución de las 
cantidades cubiertas en caso de ser solicitadas por 
el actor. Dicha determinación se mantiene aun cuando el 
pago haya sido realizado por el particular a una empre-
sa privada, ya que esta actúa como auxiliar en las fun-
ciones de la autoridad demandada. En consecuencia, la 
responsabilidad económica de resarcir el pago efectua-
do por el particular recae sobre la autoridad enjuiciada, 
conforme al derecho a la tutela jurisdiccional efectiva, 
reconocido en el artículo 17 constitucional, así como en 
lo dispuesto por el artículo 52, fracción V, inciso a) y b), 
de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Ad-
ministrativo, la restitución económica resulta necesaria 
para restablecer plenamente al particular el ejercicio de 
los derechos que le fueron vulnerados.

En mérito de lo expuesto, y con fundamento en los 
artículos 77 de la Ley Federal de Procedimiento Conten-
cioso Administrativo, con relación al diverso 17, fracción II, 
de la Ley Orgánica del Tribunal Federal de Justicia Admi-
nistrativa, se
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R E S U E L V E :

I.- Es existente la contradicción de sentencias que 
ha sido denunciada, por tanto;

II.- Debe tenerse como Jurisprudencia el texto aproba-
do como tal en la presente resolución.

III.- Publíquese en la Revista de este Tribunal. 

IV.- NOTIFÍQUESE.

Así lo resolvió el Pleno Jurisdiccional de la Sala Superior 
del Tribunal Federal de Justicia Administrativa, con funda-
mento en los artículos 11, fracciones I y II, 93 y Séptimo 
Transitorio del Reglamento Interior del Tribunal Federal de 
Justicia Administrativa, publicado en el Diario Oficial de la 
Federación el 17 de julio de 2020, en sesión celebrada en 
forma presencial y transmitida por medios electrónicos al 
público en general el día 29 de abril de 2026, por mayoría 
de 06 votos a favor de los Magistrados Eduardo Santillán 
Pérez, Víctor Martín Orduña Muñoz, Carlos Chaurand Ar-
zate, Mtro. Julián Alfonso Olivas Ugalde, Rafael Anzures 
Uribe, Rafael Estrada Sámano; y 03 votos en contra, por 
parte de los Magistrados Mtra. Luz María Anaya Domín-
guez, con un voto razonado de la Dra. Magda Zulema 
Mosri Gutiérrez, quien reservó su derecho para formular 
voto particular; y José Ramón Amieva Gálvez. Encontrán-
dose ausente el Magistrado Guillermo Valls Esponda.

Fue ponente en el presente asunto el Magistrado Víctor 
Martín Orduña Muñoz, cuya ponencia fue aprobada.
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Se elaboró el presente engrose el día 07 de mayo de 
2026, y con fundamento en lo dispuesto por los artículos 
54, fracción VI, y 56, fracción III, de la Ley Orgánica del 
Tribunal Federal de Justicia Administrativa, firma el Magis-
trado José Ramón Amieva Gálvez, Presidente del Tribunal 
Federal de Justicia Administrativa, ante la Lic. Julia Arre-
dondo Hernández, Secretaria General de Acuerdos, quien 
da fe.

VOTO PARTICULAR QUE FORMULA LA C. MAGISTRA-
DA MAGDA ZULEMA MOSRI GUTIÉRREZ EN LA CON-
TRADICCIÓN DE SENTENCIAS NÚM. 2765/24-07-03-1/
YOTRO/1259/25-PL-02-01

Con fundamento en el penúltimo párrafo del artículo 49 
de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Adminis-
trativo, y por apartarme del criterio mayoritario sustentado 
en la presente resolución, la suscrita emite voto particular 
razonado en los términos siguientes.

I. Naturaleza jurídica de los servicios auxiliares al 
autotransporte federal. Régimen de permisos, no de 
concesiones.

Respetuosamente, considero que la conclusión alcan-
zada por la mayoría descansa sobre una premisa que no 
encuentra sustento en el régimen jurídico federal aplicable 
a los servicios auxiliares al autotransporte federal.

En efecto, el proyecto parte de la idea de que los ser-
vicios de arrastre, arrastre y salvamento y depósito de ve-
hículos son prestados por empresas concesionarias 
que actúan en auxilio de la administración pública y cuya 
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intervención se encuentra subordinada a las determinacio-
nes de la autoridad administrativa. A partir de esa carac-
terización, concluye que, una vez declarada la nulidad de 
la boleta de infracción que motivó el retiro del vehículo, 
desaparece la causa jurídica que justificó la prestación de 
tales servicios, lo que conduce a trasladar a la autoridad 
el costo económico correspondiente.

No comparto esa premisa.

El examen de la Ley de Caminos, Puentes y Autotrans-
porte Federal, de su Reglamento y del proceso legislati-
vo que dio origen a ambos ordenamientos revela que el 
legislador federal no diseñó un régimen de concesio-
nes para la prestación de los servicios auxiliares al 
autotransporte, sino un sistema basado en permisos 
administrativos otorgados a particulares para desarrollar 
una actividad especializada sometida a regulación técnica 
y supervisión estatal.

Esta conclusión encuentra sustento, en primer término, 
en el artículo 8 de la Ley de Caminos, Puentes y Autotrans-
porte Federal, el cual dispone que se requiere permiso 
otorgado por la Secretaría de Infraestructura, Comunica-
ciones y Transportes para operar y explotar los servicios 
auxiliares.

La elección de dicha figura jurídica no puede conside-
rarse accidental ni carente de consecuencias normativas. 
Cuando el legislador federal estimó necesario sujetar una 
actividad al régimen de concesiones así lo estableció ex-
presamente. En cambio, tratándose de los servicios au-
xiliares al autotransporte federal optó deliberadamente 
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por una figura jurídica distinta, consistente en el otor-
gamiento de permisos administrativos.

La diferencia es relevante.

La concesión supone la habilitación de un particular 
para explotar bienes o actividades respecto de las cuales 
el Estado conserva una posición jurídica originaria espe-
cialmente calificada. Por ello, la actuación del concesio-
nario suele vincularse con el desarrollo de actividades de 
interés público sujetas a un régimen jurídico específico 
que reconoce amplias facultades de dirección, vigilancia y 
control por parte del Estado.

El permiso, por el contrario, constituye un acto adminis-
trativo habilitante que autoriza a un particular para desa-
rrollar una actividad regulada por el ordenamiento jurídico, 
sin que ello implique la transferencia de potestades esta-
tales ni la delegación de funciones públicas.

Por esa razón, los prestadores de servicios auxilia-
res al autotransporte federal no actúan como conce-
sionarios investidos de atribuciones públicas delegadas 
por el Estado, sino como particulares permisionarios auto-
rizados para desarrollar una actividad especializada den-
tro de un sector regulado.

La propia estructura de la Ley confirma esa conclusión.

El Título I regula los caminos y puentes; el Título II el au-
totransporte federal; y el Título III los servicios auxiliares. 
Esta diferenciación normativa revela que el legislador 
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concibió a los servicios auxiliares como una categoría 
jurídica específica dentro del sistema federal de co-
municaciones y transportes, dotada de una regulación 
propia y diferenciada.

La autonomía conceptual de dichos servicios también 
se aprecia en las definiciones contenidas en el artículo 2 
de la Ley, que los identifica expresamente como activida-
des auxiliares al autotransporte federal, diferenciándolos 
tanto de la infraestructura carretera como de la prestación 
del propio servicio de transporte.

La interpretación anterior se ve corroborada por el 
proceso legislativo que dio origen a la Ley de Caminos, 
Puentes y Autotransporte Federal. Del examen de la inicia-
tiva presentada por el Ejecutivo Federal, así como de los 
dictámenes emitidos por las Comisiones legislativas, se 
advierte que uno de los objetivos centrales de la reforma 
consistió en reorganizar jurídicamente el sector federal 
de comunicaciones y transportes mediante la diferen-
ciación de tres ámbitos específicos: la infraestructura 
carretera, el autotransporte federal y los servicios auxi-
liares vinculados a dicha actividad.

Tal diferenciación normativa revela que el Congreso no 
concibió a los servicios auxiliares como una simple pro-
longación de la potestad administrativa ni como una con-
secuencia accesoria de las medidas de control vehicular 
adoptadas por la autoridad. Por el contrario, los configu-
ró como una categoría regulatoria autónoma, sujeta 
a mecanismos propios de autorización, supervisión y 
operación.
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Esta decisión legislativa resulta incompatible con la pre-
misa asumida por la mayoría, consistente en equiparar a 
los prestadores de servicios auxiliares con concesionarios 
que actúan como una extensión funcional de la adminis-
tración pública.

En ningún momento se advierte la intención de equi-
parar a los prestadores de servicios auxiliares con conce-
sionarios encargados del ejercicio de funciones públicas. 
Por el contrario, el modelo adoptado parte de la participa-
ción de particulares autorizados mediante permisos para 
desarrollar actividades complementarias al autotransporte 
federal bajo condiciones previamente definidas por la le-
gislación y la autoridad reguladora.

Esta precisión resulta indispensable para el análisis de la 
contradicción que nos ocupa. Si la naturaleza jurídica de 
los prestadores de servicios auxiliares no es concesional, 
sino permisionaria, pierde sustento una de las premisas 
fundamentales sobre las cuales la mayoría construye la 
obligación de restitución a cargo del Estado.

En efecto, la idea de que la autoridad administrativa 
debe asumir el costo económico derivado de la prestación 
de los servicios auxiliares descansa, en buena medida, 
en la concepción de que el permisionario actúa como una 
prolongación funcional de la administración pública. Em-
pero, esa caracterización no encuentra apoyo en el mode-
lo regulatorio diseñado por el legislador federal.

Por ello, antes de examinar los efectos que la nulidad de 
la boleta de infracción produce respecto de las cantidades 
pagadas por concepto de arrastre, arrastre y salvamento 
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o depósito vehicular, resulta necesario analizar la manera 
en que el propio ordenamiento jurídico federal regula tales 
actividades y la autonomía normativa que les reconoce.

II. Los servicios auxiliares al autotransporte federal 
constituyen una actividad regulada autónomamente.

A partir de la naturaleza jurídica previamente analizada, 
considero necesario examinar la manera en que el ordena-
miento federal regula los servicios auxiliares al autotrans-
porte, pues ello permite advertir que la prestación de tales 
actividades no depende exclusivamente de la existencia o 
validez de una boleta de infracción.

La conclusión contraria, asumida por la mayoría, supo-
ne que los servicios de arrastre, arrastre y salvamento y 
depósito carecen de sustento jurídico propio y que su exis-
tencia se encuentra enteramente condicionada a la sub-
sistencia del acto administrativo que motivó su ejecución.

El régimen federal revela una realidad normativa distinta.

Los servicios auxiliares al autotransporte federal se en-
cuentran regulados mediante un conjunto de disposicio-
nes específicas que disciplinan su prestación, establecen 
requisitos para su operación, determinan las obligaciones 
de los permisionarios y prevén mecanismos de supervi-
sión y control por parte de la autoridad competente.

El artículo 2 del Reglamento de los Servicios Auxiliares 
al Autotransporte Federal de Arrastre, de Arrastre y Salva-
mento y de Depósito de Vehículos dispone expresamente 
que dicho ordenamiento tiene por objeto regular la presta-
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ción de esos servicios y el otorgamiento de los permisos 
correspondientes.

Desde esta perspectiva, la fuente normativa que sus-
tenta la existencia jurídica de tales actividades no se en-
cuentra en una boleta de infracción determinada, sino en 
el propio sistema regulatorio diseñado por el legislador y 
desarrollado por el reglamento federal.

La autonomía regulatoria de estos servicios se aprecia 
con claridad en las distintas modalidades previstas por el 
Reglamento. Los artículos 16, 17 y 18 establecen catego-
rías diferenciadas de permisos para la prestación de servi-
cios de arrastre, de arrastre y salvamento y de depósito de 
vehículos, previendo para cada supuesto requisitos espe-
cíficos de operación y alcances particulares.

De igual manera, el Reglamento regula de manera de-
tallada las condiciones bajo las cuales deben prestarse los 
servicios, las características técnicas de los equipos au-
torizados, las obligaciones de los permisionarios, los me-
canismos de control administrativo y las condiciones de 
operación de los establecimientos destinados al depó-
sito de vehículos.

Particular relevancia reviste el artículo 33, conforme al 
cual el servicio de depósito comprende la guarda y cus-
todia del vehículo desde su ingreso al establecimiento 
autorizado hasta su devolución a quien legalmente corres-
ponda. Esta disposición pone de manifiesto que la activi-
dad desarrollada por el permisionario no se agota en el 
simple retiro físico del vehículo, sino que implica la presta-
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ción continua de un servicio expresamente regulado por el 
ordenamiento jurídico.

Lo mismo ocurre respecto del régimen económico de 
dichos servicios. Los artículos 50, 53 y 54 del Reglamento 
prevén un sistema tarifario específico aplicable a las activi-
dades efectivamente desarrolladas por los permisionarios. 
La existencia de tarifas autorizadas constituye un elemen-
to particularmente significativo, pues evidencia que el pro-
pio régimen jurídico federal reconoce que la prestación de 
estos servicios genera costos operativos inherentes a su 
ejecución, los cuales se encuentran sujetos a una regula-
ción específica en cuanto a su determinación y cobro.

Todo lo anterior permite advertir que los servicios auxi-
liares no constituyen una simple consecuencia accesoria 
de la infracción administrativa ni una manifestación mate-
rial de la potestad sancionadora del Estado. Por el con-
trario, se trata de actividades reguladas autónomamente 
por el ordenamiento jurídico federal, sujetas a permisos 
específicos, obligaciones propias y un régimen tarifario in-
dependiente. Precisamente por ello, la boleta de infracción 
no puede ser considerada la única fuente jurídica de la 
prestación del servicio.

La boleta explica la circunstancia fáctica que motiva la 
intervención del permisionario; no obstante, la existencia, 
regulación y operación del servicio encuentran sustento en 
un régimen normativo distinto y autónomo.

La diferencia no es menor.
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Si se acepta que la boleta constituye la única fuente 
jurídica de la prestación del servicio, entonces la declara-
ción de nulidad de dicho acto conduciría necesariamente 
a la desaparición de todos los efectos jurídicos y econó-
micos asociados a la actividad desarrollada por el permi-
sionario.

Pero si se reconoce, como lo hace la legislación fede-
ral, que los servicios auxiliares poseen un régimen jurídico 
propio, la conclusión necesariamente cambia.

En ese supuesto, la nulidad de la boleta de infracción 
afecta la validez del acto administrativo emitido por la au-
toridad, pero no elimina automáticamente la regulación ju-
rídica que sustenta la prestación de los servicios auxiliares 
ni las consecuencias derivadas de una actividad efectiva-
mente realizada al amparo de dicho régimen normativo.

Esta distinción resulta fundamental para resolver la con-
tradicción que nos ocupa, pues permite comprender que la 
invalidez del acto administrativo y la subsistencia jurídica 
de los servicios auxiliares constituyen cuestiones concep-
tualmente distintas que no deben confundirse.

Precisamente a partir de esa diferencia es posible exa-
minar el alcance que la nulidad de la boleta produce res-
pecto de los hechos materiales consumados derivados de 
la prestación efectiva de dichos servicios.

III. La nulidad de la boleta de infracción no extingue 
los efectos materiales ya producidos con motivo de la 
prestación de los servicios auxiliares.
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Reconocida la existencia de un régimen jurídico autó-
nomo para la prestación de los servicios auxiliares al auto-
transporte federal, corresponde analizar el alcance que la 
declaración de nulidad de la boleta de infracción produce 
respecto de las actividades efectivamente desarrolladas 
por los permisionarios.

La mayoría sostiene que, una vez declarada la nulidad 
de la boleta de infracción, desaparece la causa jurídica 
que justificó el retiro del vehículo y, por consecuencia, tam-
bién el motivo que sustentó la prestación de los servicios 
de arrastre, arrastre y salvamento y depósito.

Desde mi perspectiva, dicha conclusión confunde dos 
planos jurídicos distintos: la invalidez del acto administrati-
vo emitido por la autoridad y la realidad material derivada 
de los hechos efectivamente acontecidos.

Es cierto que la nulidad priva de eficacia jurídica al acto 
administrativo impugnado. Ese es, precisamente, uno de 
los efectos naturales de toda declaración de invalidez. No 
obstante, de ello no se sigue que la nulidad tenga la vir-
tud de borrar acontecimientos ya consumados o de trans-
formar retroactivamente en inexistentes actividades que 
efectivamente fueron realizadas.

La nulidad opera sobre actos jurídicos, no sobre hechos 
materiales. Por ello, aunque la boleta de infracción pier-
da eficacia jurídica como consecuencia de la sentencia, 
subsiste el hecho de que un vehículo fue retirado de la 
circulación, trasladado mediante equipo especializado, 
sometido a maniobras de carga o salvamento, ingresado 
a un establecimiento autorizado y mantenido bajo guarda 
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y custodia durante un determinado periodo. Ninguno de 
esos acontecimientos desaparece por virtud de la declara-
toria de nulidad. Todos ellos forman parte de una realidad 
material efectivamente acontecida.

Tampoco desaparecen los recursos humanos, ma-
teriales y técnicos empleados para la prestación de los 
servicios correspondientes. La utilización de grúas, ope-
radores, instalaciones autorizadas, personal de custodia, 
equipo especializado y demás elementos necesarios para 
el desarrollo de dichas actividades constituye una realidad 
objetiva que no puede considerarse inexistente por el solo 
hecho de que posteriormente se declare inválida la boleta 
de infracción que motivó la intervención inicial.

La importancia de esta distinción radica en que la argu-
mentación mayoritaria parece asumir que la nulidad pro-
duce una suerte de efecto expansivo capaz de eliminar 
simultáneamente el acto administrativo, la regulación jurí-
dica aplicable al servicio y los hechos materiales derivados 
de su ejecución. Empero, ninguna de esas consecuencias 
se sigue necesariamente de la declaración de invalidez.

La nulidad ciertamente afecta la eficacia jurídica del 
acto emitido por la autoridad. Lo que no hace es suprimir 
la realidad de una actividad efectivamente desarrollada al 
amparo de un régimen normativo autónomo. Precisamen-
te por ello, no puede afirmarse que la declaración de 
nulidad transforme automáticamente en indebidos to-
dos los efectos económicos asociados a la prestación 
material de los servicios auxiliares.
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La existencia de una actividad efectivamente realizada 
constituye un dato jurídicamente relevante que no desa-
parece con la invalidez del acto administrativo que motivó 
su ejecución.

En este punto conviene destacar que el problema so-
metido a consideración de este Pleno no consiste en de-
terminar si la autoridad actuó legal o ilegalmente al emitir 
la boleta de infracción. Esa cuestión queda resuelta con la 
propia declaración de nulidad. Lo que debe dilucidarse 
es una cuestión distinta: si la invalidez de dicho acto ge-
nera, por sí sola, el derecho a obtener la devolución de 
cantidades pagadas por servicios que efectivamente fue-
ron prestados por particulares permisionarios al amparo 
de un régimen jurídico específico.

En mi opinión, la respuesta debe ser negativa.

La existencia material de los servicios prestados impide 
sostener que la nulidad de la boleta produzca automática-
mente la desaparición de todas las consecuencias jurídi-
cas y económicas asociadas a su ejecución.

La cuestión relativa a quién debe soportar finalmente 
esas consecuencias constituye un problema diverso que 
exige identificar una fuente normativa específica capaz 
de justificar la obligación restitutoria correspondiente. Y 
precisamente esa fuente jurídica no puede encontrarse en 
la simple declaración de nulidad de la boleta de infracción.

La relevancia de esta precisión se advierte con mayor 
claridad al examinar la construcción jurisprudencial en la 
que la mayoría sustenta la solución adoptada, elaborada 
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a partir de legislación local del Estado de Querétaro y pos-
teriormente trasladada al ámbito federal sin atender a las 
diferencias normativas existentes entre ambos sistemas.

IV. Imposibilidad de extrapolar al ámbito federal una 
solución construida a partir de legislación local.

La conclusión alcanzada por la mayoría encuentra sus-
tento fundamental en la tesis de rubro: “SERVICIOS DE 
SALVAMENTO, ARRASTRE Y DEPÓSITO DE VEHÍCU-
LOS. CUANDO SE DECLARA LA NULIDAD DEL ACTO 
QUE LOS GENERÓ PROCEDE LA DEVOLUCIÓN DEL 
PAGO RELATIVO”.

Sin embargo, considero que la utilización de dicho crite-
rio exige un análisis previo que el proyecto omite realizar. 
Antes de trasladar una solución jurisprudencial al ámbito 
federal resulta indispensable identificar el problema jurí-
dico concreto que resolvió el órgano jurisdiccional que la 
emitió, las disposiciones normativas interpretadas y las 
premisas que justificaron la conclusión alcanzada.

Sólo a partir de ese ejercicio puede determinarse si la 
ratio decidendi desarrollada en aquel asunto resulta com-
patible con el sistema jurídico cuya interpretación actual-
mente se pretende realizar. En el caso, ese análisis no fue 
efectuado.

La tesis invocada no surgió de la interpretación de la 
Ley de Caminos, Puentes y Autotransporte Federal. Tam-
poco derivó del estudio del Reglamento de los Servicios 
Auxiliares al Autotransporte Federal de Arrastre, de Arras-
tre y Salvamento y de Depósito de Vehículos. Menos aún 



Jurisprudencia� 49
Pleno

Tribunal Federal de Justicia Administrativa
Revista Núm. 53, Julio 2026

tuvo como fundamento el proceso legislativo que dio ori-
gen a dichos ordenamientos.

Al contrario, el criterio invocado por la mayoría encuen-
tra su fundamento en la interpretación del artículo 40 de 
la Ley de Servicios Auxiliares del Transporte Público del 
Estado de Querétaro.

Esta precisión resulta indispensable, pues la ejecutoria 
correspondiente no derivó de una regla general sobre los 
efectos de la nulidad administrativa, sino de la interpreta-
ción de un régimen normativo específico que regulaba ex-
presamente las consecuencias jurídicas de la prestación 
de esos servicios.

En efecto, la discusión jurídica surgió precisamente por-
que el legislador local previó consecuencias específicas 
respecto de los pagos efectuados por servicios de arras-
tre, salvamento y depósito cuando el acto administrativo 
que motivó su prestación era posteriormente revocado o 
declarado nulo.

Por ello, la ratio decidendi de aquella ejecutoria se en-
cuentra indisolublemente vinculada al contexto normati-
vo que justificó su emisión. Consecuentemente, la fuerza 
persuasiva del criterio no puede desvincularse del artículo 
40 que le sirvió de fundamento ni trasladarse automática-
mente a un régimen jurídico diverso que carece de una 
disposición equivalente. Precisamente porque la Ley de 
Caminos, Puentes y Autotransporte Federal y su Regla-
mento no contienen una norma semejante, la solución 
construida para resolver aquel problema local no puede 
extrapolarse mecánicamente al ámbito federal.
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En otras palabras, el legislador queretano reguló de ma-
nera específica el problema jurídico relativo a la perma-
nencia o desaparición de las consecuencias económicas 
derivadas de la nulidad del acto que originó el servicio. 
Precisamente a partir de esa disposición normativa fue 
posible construir la argumentación que posteriormente dio 
origen a la tesis invocada por la mayoría. Por ello, la ra-
tio decidendi de dicho criterio se encuentra íntimamente 
vinculada con el contexto normativo dentro del cual fue 
emitido.

El problema consiste en que ese contexto normativo 
no existe en el régimen federal aplicable a los servicios 
auxiliares al autotransporte. Ni la Ley de Caminos, Puen-
tes y Autotransporte Federal ni el Reglamento de los Ser-
vicios Auxiliares contienen una disposición equivalente al 
artículo 40 de la legislación queretana. Tampoco prevén 
una regla específica destinada a regular los efectos pa-
trimoniales derivados de la nulidad de una infracción res-
pecto de los pagos efectuados por concepto de arrastre, 
arrastre y salvamento o depósito de vehículos.

Esta diferencia no puede considerarse irrelevante.

Por el contrario, constituye precisamente el elemento 
que impide trasladar automáticamente la solución elabora-
da para resolver un problema normativo local a un sistema 
jurídico federal construido sobre bases legislativas distin-
tas. Lo anterior no implica afirmar que la ejecutoria emiti-
da respecto de la legislación queretana sea incorrecta. La 
cuestión es distinta.
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Aun suponiendo que la interpretación realizada en aquel 
asunto sea plenamente válida dentro del ordenamiento ju-
rídico local que examinó, ello no basta para concluir que la 
misma solución deba prevalecer en un régimen normativo 
diferente que carece de la disposición legal que dio origen 
al problema interpretativo originalmente resuelto.

En otras palabras, la mayoría adopta la conclusión al-
canzada en aquella ejecutoria, pero prescinde del presu-
puesto normativo que permitió construirla. Y precisamente 
por ello termina atribuyendo al régimen federal consecuen-
cias jurídicas que no se desprenden de las disposiciones 
que efectivamente regulan los servicios auxiliares al auto-
transporte federal.

La diferencia entre ambos sistemas jurídicos resulta to-
davía más evidente si se recuerda que el modelo federal 
descansa sobre la existencia de particulares permisiona-
rios que desarrollan actividades reguladas autónomamen-
te, mientras que la construcción utilizada por la mayoría 
se elaboró para resolver una problemática específica deri-
vada de una legislación local que regulaba expresamente 
los efectos de la nulidad respecto de los pagos asociados 
a dichos servicios.

Por ello, la simple invocación de la tesis referida no re-
sulta suficiente para justificar la conclusión alcanzada en 
la presente contradicción. Era indispensable demostrar 
previamente que las premisas normativas que sustentaron 
aquella solución también se encuentran presentes en el 
régimen federal. Al no hacerlo, el proyecto termina extra-
polando una respuesta construida para un problema jurídi-
co distinto y utilizándola como fundamento para establecer 
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una regla de alcance general dentro de un sistema norma-
tivo que no contempla los mismos presupuestos.

Es precisamente a partir de esa traslación metodológica 
que surge una de las premisas más relevantes del criterio 
mayoritario: la figura del denominado “usuario directo del 
servicio”, utilizada para justificar la obligación restitutoria a 
cargo del Estado.

V. Inexistencia de la figura del “usuario directo” en 
el régimen federal.

La mayoría sostiene que, una vez declarada la nulidad 
de la boleta de infracción que motivó el retiro del vehículo, 
la autoridad administrativa adquiere la condición de “usua-
rio directo” de los servicios de arrastre, arrastre y salva-
mento y depósito, razón por la cual debe asumir el costo 
económico correspondiente y restituir al particular las can-
tidades erogadas por tales conceptos.

Respetuosamente, no comparto esa conclusión.

En mi opinión, la figura del denominado “usuario direc-
to” no encuentra sustento en el régimen jurídico federal 
que regula los servicios auxiliares al autotransporte. Ni la 
Ley de Caminos, Puentes y Autotransporte Federal ni el 
Reglamento de los Servicios Auxiliares al Autotransporte 
Federal de Arrastre, de Arrastre y Salvamento y de De-
pósito de Vehículos contemplan esa categoría jurídica. 
Tampoco existe disposición alguna que establezca que la 
nulidad posterior de una infracción administrativa produz-
ca una sustitución subjetiva en la obligación económica 
derivada de la prestación de dichos servicios.
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En otras palabras, el ordenamiento federal no prevé 
una regla conforme a la cual la autoridad administrativa 
pase a ocupar la posición jurídica que originalmente co-
rrespondía al propietario, poseedor o interesado respecto 
del vehículo retirado de circulación.

La ausencia de una disposición de esa naturaleza resul-
ta particularmente significativa. La obligación de asumir el 
costo de un servicio constituye una consecuencia patrimo-
nial que requiere fundamento expreso en el ordenamiento 
jurídico. No puede presumirse. No puede inferirse a partir 
de consideraciones de conveniencia. Y tampoco puede 
construirse exclusivamente mediante una operación inter-
pretativa desvinculada de las disposiciones que regulan la 
materia.

La autoridad administrativa ordena o ejecuta una me-
dida derivada del ejercicio de sus facultades legales; sin 
embargo, ello no significa que se convierta, por ese solo 
hecho, en destinataria jurídica de todos los servicios mate-
riales que eventualmente se desarrollen como consecuen-
cia de dicha actuación.

La prestación del servicio auxiliar responde a un régi-
men normativo propio. El permisionario actúa al amparo 
de una autorización administrativa específica. El servicio 
se presta conforme a reglas previamente establecidas por 
la Ley y el Reglamento. Y la contraprestación correspon-
diente se encuentra regulada mediante un sistema tarifario 
expresamente previsto por el ordenamiento jurídico. Nada 
de ello cambia automáticamente como consecuencia de la 
declaración de nulidad de la boleta de infracción.
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La mayoría parece asumir que, si el particular deja de 
ser considerado responsable de la infracción administra-
tiva, necesariamente debe desaparecer también la obli-
gación económica asociada a los servicios auxiliares y 
trasladarse a la autoridad que ordenó la medida. Sin em-
bargo, esa conclusión constituye precisamente el punto 
que requiere demostración.

La nulidad de la boleta explica por qué deja de subsis-
tir el acto administrativo. Lo que no explica es por qué la 
autoridad debe convertirse en sujeto obligado al pago de 
servicios prestados por un tercero permisionario.

La figura del “usuario directo” termina funcionando, así, 
como una construcción destinada a explicar una conse-
cuencia previamente asumida, pero no como una cate-
goría jurídica derivada del régimen federal aplicable. Aun 
aceptando, para efectos argumentativos, que la nulidad de 
la boleta de infracción elimina la causa jurídica que justi-
ficó la medida administrativa inicialmente adoptada, sub-
siste una interrogante que el proyecto no responde: ¿Qué 
disposición de la Ley de Caminos, Puentes y Autotrans-
porte Federal o de su Reglamento convierte a la autoridad 
administrativa en sujeto obligado al pago de servicios au-
xiliares prestados por un tercero permisionario?

La respuesta no se encuentra en ninguno de esos or-
denamientos.

Precisamente porque no existe una disposición que 
así lo establezca, tampoco puede afirmarse válidamente 
que la autoridad adquiera la calidad de “usuario directo” 
del servicio como consecuencia automática de la nulidad 
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del acto administrativo. Aceptar lo contrario implicaría 
crear, por vía interpretativa, una obligación patrimonial que 
el legislador federal no previó.

Ello resulta particularmente problemático si se conside-
ra que la conclusión alcanzada por la mayoría constituye 
el presupuesto necesario para ordenar la devolución re-
clamada.

En efecto, la restitución económica sólo puede imponer-
se a la autoridad si previamente se demuestra la existen-
cia de una obligación jurídica a su cargo. Sin embargo, esa 
obligación no puede derivarse de una figura que carece de 
reconocimiento legal expreso dentro del régimen federal 
aplicable. Por ello, considero que la noción de “usuario 
directo” resulta insuficiente para justificar la traslación 
al Estado del costo económico derivado de servicios 
auxiliares efectivamente prestados por particulares 
permisionarios.

Precisamente porque dicha categoría carece de susten-
to normativo, corresponde examinar si la obligación resti-
tutoria puede encontrarse en alguna otra fuente jurídica, 
particularmente en los principios de tutela judicial efectiva 
y reparación integral invocados por la mayoría para soste-
ner la devolución ordenada.

VI. La tutela judicial efectiva no constituye una fuen-
te autónoma de obligaciones patrimoniales.

La mayoría sostiene que la devolución de las cantida-
des erogadas por concepto de arrastre, arrastre y salva-
mento y depósito de vehículos encuentra sustento en los 
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principios de tutela judicial efectiva y reparación integral 
derivados del artículo 17 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, así como en los efectos res-
titutorios previstos en el artículo 52 de la Ley Federal de 
Procedimiento Contencioso Administrativo.

Comparto, desde luego, que la nulidad de un acto ad-
ministrativo no debe traducirse en una declaración mera-
mente formal desprovista de consecuencias prácticas para 
el gobernado. Asimismo, coincido en que la tutela judicial 
efectiva exige que las resoluciones jurisdiccionales sean 
aptas para restablecer el orden jurídico vulnerado y otor-
gar una protección real a los derechos afectados. Empero, 
de tales premisas no se sigue necesariamente la proce-
dencia de la devolución ordenada por la mayoría.

La tutela judicial efectiva constituye un principio de pro-
tección jurisdiccional; no una fuente autónoma e ilimitada 
de obligaciones patrimoniales a cargo del Estado. La tu-
tela judicial efectiva garantiza la existencia de remedios 
jurídicos aptos para proteger los derechos de los gober-
nados; sin embargo, no sustituye las fuentes normativas 
de las obligaciones patrimoniales ni autoriza a los órganos 
jurisdiccionales a crear cargas económicas que el legisla-
dor no previó.

Por ello, la identificación de una afectación patrimonial 
no basta, por sí sola, para justificar la imposición de una 
obligación restitutoria a cargo de la autoridad. Resulta in-
dispensable identificar la disposición jurídica que expre-
samente autorice esa consecuencia, exigencia que deriva 
del propio principio de legalidad que rige la actuación ad-
ministrativa y jurisdiccional.
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Por ello, aun cuando la reparación de una afecta-
ción económica constituya una finalidad legítima, la 
imposición de una obligación restitutoria exige identificar 
previamente la disposición normativa que la sustenta. Y 
precisamente ahí radica la principal dificultad de la solu-
ción adoptada. Ni la Ley de Caminos, Puentes y Autotrans-
porte Federal ni el Reglamento de los Servicios Auxiliares 
al Autotransporte Federal de Arrastre, de Arrastre y Salva-
mento y de Depósito de Vehículos establecen que la nuli-
dad posterior de una boleta de infracción genere el deber 
de reembolsar cantidades pagadas a particulares permi-
sionarios por servicios efectivamente prestados.

Tampoco el artículo 52 de la Ley Federal de Procedi-
miento Contencioso Administrativo crea, por sí mismo, 
obligaciones sustantivas a cargo de la autoridad. Dicho 
precepto regula los efectos de las sentencias dictadas por 
este Tribunal y faculta al órgano jurisdiccional para resti-
tuir derechos afectados y reconocer situaciones jurídicas 
individualizadas; sin embargo, esas facultades deben ejer-
cerse dentro del marco normativo que regula la relación 
jurídica controvertida.

En otras palabras, la sentencia puede declarar, reco-
nocer o restituir derechos previamente existentes en el 
ordenamiento jurídico, pero no crear obligaciones patrimo-
niales que el legislador no previó.

La mayoría parte de la premisa de que el particular no 
debe soportar las consecuencias económicas derivadas 
de una actuación administrativa posteriormente declarada 
ilegal. Aun si se aceptara esa afirmación, todavía subsis-
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tiría una cuestión jurídica diversa: determinar quién debe 
asumir finalmente esa carga patrimonial y cuál es la norma 
que así lo dispone.

La respuesta no puede obtenerse exclusivamente me-
diante la invocación de principios generales. Requiere la 
identificación de una fuente jurídica concreta que autorice 
la consecuencia restitutoria pretendida. Sin embargo, esa 
fuente normativa no aparece en el régimen federal que re-
gula los servicios auxiliares al autotransporte.

Por ello, la sola existencia de una afectación patri-
monial no basta para concluir que la autoridad deman-
dada deba responder económicamente por cantidades 
que nunca ingresaron a su patrimonio y que fueron 
percibidas por particulares permisionarios en contra-
prestación por servicios efectivamente desarrollados.

VII. Criterio que debió prevalecer.

El verdadero problema jurídico consiste en determinar 
si la declaración de nulidad de la boleta de infracción cons-
tituye, por sí sola, una fuente normativa suficiente para 
imponer al Estado la obligación de devolver cantidades 
pagadas a particulares permisionarios por concepto de 
servicios auxiliares efectivamente prestados.

Desde mi perspectiva, la respuesta debe ser negativa.

La nulidad elimina la eficacia jurídica del acto adminis-
trativo que motivó el retiro del vehículo; empero, no mo-
difica la naturaleza jurídica de los servicios auxiliares al 
autotransporte federal, no extingue el régimen normativo 
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que regula su prestación, no transforma en inexistentes los 
hechos materiales efectivamente acontecidos y tampoco 
convierte automáticamente a la autoridad administrativa 
en deudora de los costos derivados de dichos servicios.

Por ello, la procedencia de una restitución económica 
de esa naturaleza exige identificar una disposición legal 
que expresamente imponga a la autoridad la obligación 
correspondiente. Esa disposición no se encuentra en la 
Ley de Caminos, Puentes y Autotransporte Federal, en el 
Reglamento de los Servicios Auxiliares al Autotransporte 
Federal de Arrastre, de Arrastre y Salvamento y de De-
pósito de Vehículos, ni en los principios de tutela judicial 
efectiva y reparación integral invocados por la mayoría.

La ausencia de una fuente normativa específica impide 
concluir que la nulidad de la boleta genere, por sí sola, el 
derecho a obtener la devolución de las cantidades eroga-
das por concepto de arrastre, arrastre y salvamento, ma-
niobras o depósito de vehículos.

En suma, la nulidad de la boleta de infracción elimina 
la eficacia jurídica del acto administrativo que motivó el 
retiro del vehículo; sin embargo, no transforma auto-
máticamente en indebidos los pagos efectuados por 
servicios auxiliares prestados al amparo de un régimen 
jurídico autónomo, ni traslada al Estado la obligación 
económica correspondiente en ausencia de una dis-
posición legal que expresamente así lo establezca.

Consecuentemente, estimo que el criterio que debió 
prevalecer consiste en reconocer que la declaración de 
nulidad de la boleta de infracción no produce automática-
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mente la traslación al Estado de los costos derivados de 
servicios auxiliares prestados por particulares permisiona-
rios al amparo de un régimen jurídico autónomo.

Por tales consideraciones, respetuosamente me aparto 
del criterio aprobado por la mayoría.

MAG. MAGDA ZULEMA MOSRI GUTIÉRREZ
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SEGUNDA SECCIÓN

JURISPRUDENCIA NÚM. IX-J-2aS-110

CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN

FE DE HECHOS NOTARIAL.- NO ES UNA PRUEBA IDÓ-
NEA PARA DEMOSTRAR LA LOCALIZACIÓN DEL CON-
TRIBUYENTE EN SU DOMICILIO FISCAL.- En primer 
término, la idoneidad de una prueba ha sido identificada con 
la suficiencia para obtener un resultado previamente determi-
nado o determinable, esto es, una prueba será más idónea 
que otra en la medida de que aporte elementos suficientes 
para demostrar al juzgador el hecho que se pretende demos-
trar. Bajo ese orden de ideas debe señalarse que la actividad 
del fedatario no genera actos de autoridad, pues no actúa 
unilateralmente para crear, modificar o extinguir por sí o ante 
sí situaciones jurídicas que afectan la esfera legal de los par-
ticulares, sino que solo da fe de los hechos que describe en 
sus actas. Por tales motivos, una fe de hechos no es una 
prueba idónea para demostrar la localización de un contribu-
yente en su domicilio fiscal, dado que los notarios públicos 
no son autoridades, máxime que en sus funciones no está 
comprendida la verificación del domicilio fiscal. No es óbice 
que los notarios públicos estén dotados, por ley, de fe públi-
ca, y tengan la función de dar certeza jurídica, en virtud de 
que el criterio expuesto no desconoce dicha fe pública, sino 
se refiere a que dentro de sus funciones no se encuentra 
la verificación del domicilio fiscal, puesto que ello le corres-
ponde a la autoridad fiscal conforme al procedimiento pre-
visto en el artículo 41-B del Código Fiscal de la Federación.

(Tesis de jurisprudencia aprobada por acuerdo G/S2/16/2026)
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PRECEDENTES:

VIII-P-2aS-68
Juicio Contencioso Administrativo Núm. 1079/15-16-01-5/ 
2296/16-S2-07-04.- Resuelto por la Segunda Sección de 
la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Adminis-
trativa, en sesión de 14 de marzo de 2017, por mayoría de 
4 votos a favor y 1 voto en contra.- Magistrada Ponente: 
Magda Zulema Mosri Gutiérrez.- Secretario: Lic. Juan Car-
los Perea Rodríguez.
(Tesis aprobada en sesión de 20 de abril de 2017)
R.T.F.J.A. Octava Época. Año II. No. 10. Mayo 2017. p. 237

VIII-P-2aS-646
Juicio Contencioso Administrativo Núm. 2493/18-21-01-2- 
OT/540/19-S2-10-04.- Resuelto por la Segunda Sección de 
la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Administra-
tiva, en sesión realizada a distancia el 6 de agosto de 2020, 
por unanimidad de 5 votos a favor.- Magistrado Ponente: 
Carlos Mena Adame.- Secretario: Lic. Michael Flores Rivas.
(Tesis aprobada en sesión a distancia de 6 de agosto de 
2020)
R.T.F.J.A. Octava Época. Año V. No. 46. Septiembre 2020. p. 276

VIII-P-2aS-669
Juicio Contencioso Administrativo Núm. 6527/18-07-01-8/ 
280/19-S2-10-04.- Resuelto por la Segunda Sección de la 
Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Administrativa, 
en sesión realizada a distancia el 15 de octubre de 2020, por 
unanimidad de 5 votos a favor.- Magistrado Ponente: Car-
los Mena Adame.- Secretaria: Lic. Rosalía Álvarez Salazar.
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(Tesis aprobada en sesión a distancia de 15 de octubre de 
2020)
R.T.F.J.A. Octava Época. Año V. No. 48. Noviembre 2020. p. 276

IX-P-2aS-378
Juicio Contencioso Administrativo Núm. 433/18-07-01-6/ 
337/24-S2-06-04.- Resuelto por la Segunda Sección de la 
Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Administra-
tiva, en sesión de 20 de junio de 2024, por unanimidad 
de 4 votos a favor.- Magistrada Ponente: Luz María Anaya 
Domínguez.- Secretaria: Lic. Lilia López García.
(Tesis aprobada en sesión de 20 de junio de 2024)
R.T.F.J.A. Novena Época. Año III. No. 32. Agosto 2024. p. 365

IX-P-2aS-637
Juicio Contencioso Administrativo Núm. 75/24-EC2-01-2/ 
278/25-S2-10-04.- Resuelto por la Segunda Sección de la 
Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Administrati-
va, en sesión de 18 de febrero de 2026, por unanimidad de 
4 votos a favor.- Magistrado Ponente: Carlos Mena Ada-
me.- Magistrada encargada del engrose: Magda Zulema 
Mosri Gutiérrez.- Secretario: Lic. Heber Aram García Piña.
(Tesis aprobada en sesión de 18 de febrero de 2026)
R.T.F.J.A. Novena Época. Año V. No. 50. Abril 2026. p. 212

Así lo acordó la Segunda Sección de la Sala Superior 
del Tribunal Federal de Justicia Administrativa, en la sesión 
pública ordinaria el diez de junio de dos mil veintiséis.- Fir-
man, la Magistrada Maestra Luz María Anaya Domínguez, 
Presidenta de la Segunda Sección y el Licenciado Aldo 
Gómez Garduño, Secretario Adjunto de Acuerdos de la 
Segunda Sección, quien da fe.
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JURISPRUDENCIA NÚM. IX-J-2aS-111

LEY FEDERAL DE PROCEDIMIENTO
CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO

CONFLICTO DE COMPETENCIA POR RAZÓN DE MA-
TERIA. ES IMPROCEDENTE CUANDO DERIVA DE LA 
DETERMINACIÓN DE RECONDUCCIÓN DE VÍA REA-
LIZADA EN TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 58-19, FRAC-
CIÓN III, DE LA LEY FEDERAL DE PROCEDIMIENTO 
CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO.- Conforme a lo pre-
visto en el artículo 30, párrafos cuarto y quinto, de la Ley 
Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo, el 
conflicto de competencia por materia entre las Salas de 
este Tribunal se suscita cuando se presenta un asunto 
en una Sala Regional que por materia corresponda a una 
Sala Especializada. Así, el procedimiento previsto implica 
que la primera se declarará incompetente y comunicará su 
resolución a la que en su opinión corresponde conocer del 
juicio, enviándole los autos; y si esta última decide recha-
zar el conocimiento del caso, entonces someterá el asun-
to al conocimiento de la Sección de la Sala Superior del 
Tribunal Federal de Justicia Administrativa que por turno 
corresponda, para que se decida dicho conflicto compe-
tencial. Por su parte, en la reconducción de vía de un juicio 
de resolución exclusiva de fondo, es el Magistrado Instruc-
tor de la Sala Especializada, quien examina la proceden-
cia y, de advertir que en la demanda solo se plantearon 
conceptos de impugnación de forma o procedimiento, la 
remite a la Oficialía de Partes Común para que se ingrese 
como juicio en la vía tradicional, lo anterior en términos 
del artículo 58-19, fracción III, de la Ley Federal de Proce-
dimiento Contencioso Administrativo. Consecuentemente 
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resulta improcedente el conflicto competencial por materia 
que se plantea por una Sala Regional cuando tiene como 
antecedente la determinación de reconducción de la vía 
del Magistrado Instructor de la Sala Especializada, porque 
la remisión del asunto que este efectúa obedece al pro-
cedimiento especial previsto para la reconducción de la 
vía; e incluso, se trata de una determinación realizada solo 
por el Magistrado Instructor y no por todos los Magistrados 
integrantes del Órgano Colegiado, tal y como lo exige el 
numeral 30, cuarto párrafo, de la Ley Federal de Procedi-
miento Contencioso Administrativo.

(Tesis de jurisprudencia aprobada por acuerdo G/S2/17/2026)

PRECEDENTES:

VIII-P-2aS-461
Conflicto de Competencia por Razón de Materia Núm. 
122/18-ERF-01-7/987/19-17-05-7/199/19-S2-06-06.- 
Resuelto por la Segunda Sección de la Sala Superior del 
Tribunal Federal de Justicia Administrativa, en sesión de 
23 de mayo de 2019, por mayoría de 4 votos a favor y 1 
voto en contra.- Magistrado Ponente: Juan Manuel Jimé-
nez Illescas.- Secretario: Lic. Aldo Blanquel Vega.
(Tesis aprobada en sesión de 23 de mayo de 2019)
R.T.F.J.A. Octava Época. Año IV. No. 36. Julio 2019. p. 206

VIII-P-2aS-554
Conflicto de Competencia por Razón de Materia Núm. 
14420/19-17-09-4/46/19-ERF-01-3/1266/19-S2-06-06.- 
Resuelto por la Segunda Sección de la Sala Superior del 
Tribunal Federal de Justicia Administrativa, en sesión de 
29 de octubre de 2019, por mayoría de 4 votos a favor y 1 
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voto en contra con voto particular del Magistrado Alfredo 
Salgado Loyo.- Magistrado Ponente: Juan Manuel Jimé-
nez Illescas.- Secretario: Lic. David Alejandro Alpide Tovar.
(Tesis aprobada en sesión de 29 de octubre de 2019)
R.T.F.J.A. Octava Época. Año IV. No. 41. Diciembre 2019. p. 183

IX-P-2aS-245
Conflicto de Competencia por Razón de Materia Núm. 
3035/22-01-01-5/156/22-ERF-01-8/29654/22-17-10-
3/563/23-S2-06-06[09].- Resuelto por la Segunda Sección 
de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Admi-
nistrativa, en sesión de 17 de agosto de 2023, por una-
nimidad de 4 votos a favor.- Magistrado Ponente: Alfredo 
Salgado Loyo.- Secretario: Lic. Galdino Orozco Parejas.
(Tesis aprobada en sesión de 17 de agosto de 2023)
R.T.F.J.A. Novena Época. Año II. No. 22. Octubre 2023. p. 178

IX-P-2aS-510
Conflicto de Competencia por Razón de Materia Núm. 
111/24-ERF-01-9/25085/24-17-02-4/14/25-S2-08-06.- Re-
suelto por la Segunda Sección de la Sala Superior del Tri-
bunal Federal de Justicia Administrativa, en sesión de 13 
de febrero de 2025, por unanimidad de 4 votos a favor.- 
Magistrado Ponente: Rafael Estrada Sámano.- Secretaria: 
Mtra. Elizabeth Camacho Márquez.
(Tesis aprobada en sesión de 13 de febrero de 2025)
R.T.F.J.A. Novena Época. Año IV. No. 39. Marzo 2025. p. 171

IX-P-2aS-639
Conflicto de Competencia por Razón de Materia Núm. 
116/25-ERF-01-3/19518/25-17-07-7/1435/25-S2-08-06.- 
Resuelto por la Segunda Sección de la Sala Superior del 
Tribunal Federal de Justicia Administrativa, en sesión de 
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18 de febrero de 2026, por unanimidad de 4 votos a favor.- 
Magistrado Ponente: Rafael Estrada Sámano.- Secretaria: 
Lic. Emma Aguilar Orihuela.
(Tesis aprobada en sesión de 18 de febrero de 2026)
R.T.F.J.A. Novena Época. Año V. No. 50. Abril 2026. p. 218

Así lo acordó la Segunda Sección de la Sala Superior 
del Tribunal Federal de Justicia Administrativa, en la sesión 
pública ordinaria el diez de junio de dos mil veintiséis.- Fir-
man, la Magistrada Maestra Luz María Anaya Domínguez, 
Presidenta de la Segunda Sección y el Licenciado Aldo 
Gómez Garduño, Secretario Adjunto de Acuerdos de la 
Segunda Sección, quien da fe.
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JURISPRUDENCIA NÚM. IX-J-2aS-112

LEY FEDERAL DE PROCEDIMIENTO
CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO

IMPUESTO GENERAL DE IMPORTACIÓN. RESULTA 
ILEGAL LA DETERMINACIÓN DE SU BASE GRAVA-
BLE CUANDO LA AUTORIDAD OPTA POR DETERMI-
NAR EL VALOR DE LAS MERCANCÍAS CON BASE EN 
LA CONSULTA REALIZADA A UNA PÁGINA DE INTER-
NET Y ES OMISA EN CERTIFICAR EL CONTENIDO 
DE LA MISMA.- Conforme a lo dispuesto por el artículo 
7, punto 1, inciso c), del artículo VII del Acuerdo General 
sobre aranceles aduaneros y comercio de 1994, el valor 
en aduana de las mercancías importadas puede determi-
narse sobre la base de los datos disponibles en el país de 
importación, tal como puede ser una página de internet. 
En esa tesitura, si la autoridad fiscal opta por determinar el 
valor de las mercancías, con base en la consulta realizada 
a una página de internet, debe otorgar seguridad jurídica 
al particular, precisando los siguientes elementos: 1. La 
página de internet donde se obtuvo la información; 2. La 
fecha de consulta; 3. El contenido de la referida página de 
internet; 4. Certificar el contenido de la misma y; 5. Esta-
blecer los elementos que sirvieron como base para valorar 
las mercancías. De modo tal que, la omisión de certificar 
la página de internet en la que se basó la autoridad para 
la determinación del impuesto que nos ocupa, trae como 
consecuencia que la información utilizada para tal efecto, 
no pueda considerarse bajo criterios razonables y compa-
tibles con los principios y disposiciones del artículo 7 del 
GAAT; en la medida en que no se acredita su existencia, 
veracidad ni disponibilidad para su posterior consulta. Lo 
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cual torna ilegal la determinación de la base gravable del 
impuesto general de importación, por estar insuficiente-
mente motivada. No obsta el hecho de que el artículo 210 
del Código Federal de Procedimientos Civiles (de aplica-
ción supletoria a la Ley Federal de Procedimiento Con-
tencioso Administrativo), indique que se reconoce como 
prueba la información generada o comunicada que cons-
te en medios electrónicos; ya que el párrafo segundo del 
mismo precepto legal, señala que para valorar la fuerza 
probatoria de la información obtenida de páginas de inter-
net, se estimará primordialmente la fiabilidad del método 
en que haya sido generada y, en su caso, si es posible 
atribuir a las personas obligadas el contenido de la infor-
mación relativa y ser accesible para su ulterior consulta.

(Tesis de jurisprudencia aprobada por acuerdo G/S2/18/2026)

PRECEDENTES:

IX-P-2aS-155
Juicio Contencioso Administrativo Núm. 2756/21-04-01- 
7-OT/1972/21-S2-06-03.- Resuelto por la Segunda Sec-
ción de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia 
Administrativa, en sesión de 12 de enero de 2023, por 
unanimidad de 4 votos a favor.- Magistrado Ponente: Juan 
Manuel Jiménez Illescas.- Secretaria: Lic. Lourdes Alejan-
dra Fernández Ortega.
(Tesis aprobada en sesión de 2 de febrero de 2023)
R.T.F.J.A. Novena Época. Año II. No. 15. Marzo 2023. p. 168

IX-P-2aS-306
Juicio Contencioso Administrativo Núm. 5107/22-04-01-1/ 
1050/23-S2-07-03[10].- Resuelto por la Segunda Sección 
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de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Admi-
nistrativa, en sesión de 18 de enero de 2024, por unanimi-
dad de 4 votos a favor.- Magistrado Ponente: Carlos Mena 
Adame.- Secretaria: Lic. Gabriela Mendoza Flores.
(Tesis aprobada en sesión de 18 de enero de 2024)
R.T.F.J.A. Novena Época. Año III. No. 26. Febrero 2024. p. 456

IX-P-2aS-359
Juicio Contencioso Administrativo Núm. 855/23-EC1-01-
6/54/24-S2-08-04.- Resuelto por la Segunda Sección de 
la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Adminis-
trativa, en sesión de 2 de mayo de 2024, por unanimidad 
de 4 votos a favor.- Magistrado Ponente: Rafael Estrada 
Sámano.- Secretaria: Mtra. Elizabeth Camacho Márquez.
(Tesis aprobada en sesión de 2 de mayo de 2024)
R.T.F.J.A. Novena Época. Año III. No. 30. Junio 2024. p. 153

IX-P-2aS-642
Juicio Contencioso Administrativo Núm. 2737/24-05-02-5/ 
760/25-S2-07-01[06].- Resuelto por la Segunda Sección 
de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Admi-
nistrativa, en sesión de 25 de febrero de 2026, por unani-
midad de 4 votos a favor.- Magistrada Ponente: Luz María 
Anaya Domínguez.- Secretaria: Lic. Julia Arredondo Her-
nández.- Secretaria encargada del engrose: Lic. Patricia 
Vázquez Salazar.
(Tesis aprobada en sesión de 25 de febrero de 2026)
R.T.F.J.A. Novena Época. Año V. No. 50. Abril 2026. p. 227

IX-P-2aS-643
Juicio Contencioso Administrativo Núm. 437/25-02-01-2/ 
747/25-S2-08-01.- Resuelto por la Segunda Sección de la 
Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Administra-
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tiva, en sesión de 25 de febrero de 2026, por unanimidad 
de 4 votos a favor.- Magistrado Ponente: Rafael Estrada 
Sámano.- Secretaria: Mtra. Elizabeth Camacho Márquez.
(Tesis aprobada en sesión de 25 de febrero de 2026)
R.T.F.J.A. Novena Época. Año V. No. 50. Abril 2026. p. 227

Así lo acordó la Segunda Sección de la Sala Superior 
del Tribunal Federal de Justicia Administrativa, en la sesión 
pública ordinaria el diez de junio de dos mil veintiséis.- Fir-
man, la Magistrada Maestra Luz María Anaya Domínguez, 
Presidenta de la Segunda Sección y el Licenciado Aldo 
Gómez Garduño, Secretario Adjunto de Acuerdos de la 
Segunda Sección, quien da fe.



Segunda Parte
Precedentes de Sala Superior



Precedente� 73
Pleno

Tribunal Federal de Justicia Administrativa
Revista Núm. 53, Julio 2026

PLENO

LEY DE FISCALIZACIÓN Y RENDICIÓN
DE CUENTAS DE LA FEDERACIÓN

IX-P-SS-525

REQUERIMIENTO DE PRUEBAS EN EL PROCEDI-
MIENTO PARA EL FINCAMIENTO DE RESPONSABILI-
DADES RESARCITORIAS. LA DIRECCIÓN GENERAL 
DE RESPONSABILIDADES A LOS RECURSOS FEDE-
RALES EN ESTADOS Y MUNICIPIOS SE ENCUENTRA 
OBLIGADA A REALIZARLO RESPECTO DE AQUE-
LLAS PRUEBAS QUE TENGA POR OFRECIDAS Y AD-
MITIDAS.- En términos de los numerales 57 de la Ley de 
Fiscalización y Rendición de Cuentas de la Federación 
publicado en el Diario Oficial de la Federación el 29 de 
mayo de 2009, el 90 del Código Federal de Procedimien-
tos Civiles, el 50 de la Ley Federal de Procedimiento Ad-
ministrativo y el 41, fracción XI del Reglamento Interior de 
la Auditoría Superior de la Federación; en el procedimien-
to resarcitorio, el presunto responsable puede ofrecer las 
pruebas que a su derecho convengan y, aquellas admitidas 
deben ser desahogadas con anterioridad a la formulación 
de alegatos, existiendo la posibilidad de señalar nuevo 
día y hora para la continuación de la audiencia, dentro de 
los siguientes diez días naturales, a fin de resolver sobre 
la admisión de pruebas y, dentro de los siguientes veinte 
días naturales, para su desahogo a partir de la admisión, 
plazo que puede ser ampliado el tiempo necesario a juicio 
de la autoridad. Asimismo, los terceros están obligados a 
prestar auxilio a los tribunales en las averiguaciones de 
la verdad, debiendo exhibir los documentos y cosas que 
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tengan en su poder cuando sean requeridos para ello, te-
niendo los tribunales la facultad de compeler a los terceros 
para que cumplan con dicha obligación. En este sentido, 
la Dirección General de Responsabilidades a los Recursos 
Federales en Estados y Municipios puede solicitar, en el 
ámbito de su competencia, información y documentación 
a las entidades fiscalizadas, así como a servidores públi-
cos, proveedores, contratistas y prestadores de servicios 
que tengan relación con las operaciones celebradas con 
aquellos, para contar, durante el procedimiento para el 
fincamiento de responsabilidades resarcitorias, con los 
elementos de juicio que considere necesarios para la 
emisión de la resolución. En consecuencia, si el actor 
ofrece durante el procedimiento para el fincamiento de 
responsabilidades resarcitorias, en el momento procesal 
oportuno para ello, un escrito de solicitud de copias que es 
admitido como prueba por la autoridad; resulta evidente 
que la autoridad se encuentra constreñida a ejercer sus 
facultades de requerimiento de información y documenta-
ción, con la finalidad de que las copias solicitadas, que 
ya han sido ofrecidas y admitidas, obren en el expediente 
respectivo; sin que sea indispensable para ello que el pre-
sunto responsable informe a la autoridad instructora del 
procedimiento la imposibilidad para obtener por sí mismo 
tales probanzas, pues basta con que el actor manifiesta de 
manera indubitable y clara su voluntad para ofrecer dichas 
pruebas y que la autoridad tenga por admitidas las mis-
mas, para que esta última se encuentre obligada a acordar 
lo conducente, dentro del límite de sus facultades.
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PRECEDENTE:

VIII-P-SS-546
Juicio Contencioso Administrativo Núm. 19997/19-17-03-
5/392/20-PL-09-04.- Resuelto por el Pleno Jurisdiccional 
de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Admi-
nistrativa, en sesión realizada a distancia el 3 de marzo de 
2021, por mayoría de 10 votos a favor y 1 voto en contra.- 
Magistrado Ponente: Alfredo Salgado Loyo.- Secretaria: 
Lic. Sofía Azucena de Jesús Romero Ixta.
(Tesis aprobada en sesión a distancia de 3 de marzo de 
2021)
R.T.F.J.A. Octava Época. Año VI. No. 52. Marzo 2021. p. 121

REITERACIÓN QUE SE PUBLICA:

IX-P-SS-525
Juicio Contencioso Administrativo Núm. 821/18-03-01-7/ 
1471/21-PL-06-04.- Resuelto por el Pleno Jurisdiccional de 
la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Adminis-
trativa, en sesión de 29 de abril de 2026, por unanimidad 
de 9 votos a favor.- Magistrada Ponente: Luz María Anaya 
Domínguez.- Secretaria: Mtra. Patricia Vázquez Salazar.
(Tesis aprobada en sesión de 29 de abril de 2026)
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CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN

IX-P-SS-526

REGLA 2.12.3 DE LA RESOLUCIÓN MISCELÁNEA 
FISCAL PARA 2019. LA INFORMACIÓN OBTENIDA SI-
GUIENDO LA OPCIÓN 2 CONTEMPLADA EN LA MISMA, 
ES IDÓNEA PARA RESOLVER SOBRE LA INTEGRIDAD 
Y AUTORÍA DE UNA RESOLUCIÓN.- Si en un juicio con-
tencioso administrativo la parte demandante sostiene la 
ilegalidad de una resolución, argumentando que carece de 
firma autógrafa porque, al seguir los pasos establecidos 
en las opciones 1 y 2 previstas en la Regla 2.12.3 de la Re-
solución Miscelánea Fiscal para 2019, no pudo comprobar 
su integridad y autoría; en ese caso, es procedente que el 
secretario o secretaria de acuerdos de la Sala Superior, 
con fundamento en el artículo 58, fracciones IV y VI, de 
la Ley Orgánica del Tribunal Federal de Justicia Adminis-
trativa, compruebe la integridad y autoría del documento 
siguiendo la opción 2 prevista en dicha Regla Miscelánea, 
asentando el día y la hora en que lo realizó, a efecto de 
resolver lo que en derecho corresponda conforme al resul-
tado obtenido. Lo anterior porque, por una parte, el artículo 
17-I del Código Fiscal de la Federación vigente en 2019, 
establece que la integridad y autoría del documento im-
preso que contenga la impresión del sello resultado de la 
firma electrónica avanzada y amparada por un certificado 
vigente a la fecha del acto administrativo, será verificable 
mediante el método de remisión al documento original con 
clave pública del autor; y, por otra, la citada Regla 2.12.3, 
prevé los pasos a seguir como opción 1 y 2, con los cua-
les los contribuyentes podrán comprobar la integridad y 
autoría de los actos administrativos que consten en do-
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cumentos impresos o digitales firmados con la e-firma o 
sello digital de los servidores públicos competentes. En tal 
contexto normativo, si la opción 2 establece como primer 
paso ingresar al Portal del Servicio de Administración Tri-
butaria, el cual se ubica en su página oficial de internet, es 
claro que la información ahí contenida constituye un hecho 
notorio; por tanto, de conformidad con el primer párrafo del 
artículo 50 de la Ley Federal de Procedimiento Contencio-
so Administrativo, dicha información puede ser invocada 
como sustento de la sentencia que dicte el órgano juris-
diccional.

PRECEDENTES:

IX-P-SS-226
Juicio Contencioso Administrativo Núm. 14/20-20-01-1/ 
129/22-PL-06-04.- Resuelto por el Pleno Jurisdiccional de 
la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Adminis-
trativa, en sesión de 29 de junio de 2022, por mayoría de 
9 votos a favor y 1 voto en contra.- Magistrado Ponente: 
Juan Manuel Jiménez Illescas.- Secretario: Lic. Galdino 
Orozco Parejas.
(Tesis aprobada en sesión de 26 de abril de 2023)
R.T.F.J.A. Novena Época. Año II. No. 18. Junio 2023. p. 129

IX-P-SS-454
Juicio Contencioso Administrativo Núm. 3902/21-03-02-
4/1554/24-PL-10-04.- Resuelto por el Pleno Jurisdiccional 
de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Admi-
nistrativa, en sesión de 26 de marzo de 2025, por unanimi-
dad de 8 votos a favor.- Magistrado Ponente: Carlos Mena 
Adame.- Secretario: Lic. Rey David Soriano Arrieta.
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(Tesis aprobada en sesión de 26 de marzo de 2025)
R.T.F.J.A. Novena Época. Año IV. No. 41. Mayo 2025. p. 100

REITERACIÓN QUE SE PUBLICA:

IX-P-SS-526
Juicio Contencioso Administrativo Núm. 201/24-20-01-1/ 
50/25-PL-07-04.- Resuelto por el Pleno Jurisdiccional de 
la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Adminis-
trativa, en sesión de 29 de abril de 2026, por mayoría de 
7 votos a favor y 2 votos en contra.- Magistrado Ponente: 
Rafael Anzures Uribe.- Secretaria: Lic. María Vianey Palo-
mares Guadarrama.
(Tesis aprobada en sesión de 29 de abril de 2026)
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CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN

IX-P-SS-527

NOTIFICACIÓN POR BUZÓN TRIBUTARIO. PARA SU 
LEGALIDAD NO ES NECESARIO QUE SE INDIQUE EL 
NOMBRE DEL FUNCIONARIO QUE PARTICIPA EN SU 
ELABORACIÓN Y, LOS FUNDAMENTOS DE SU COM-
PETENCIA.- Los artículos 17-K y 134, fracción I, del Có-
digo Fiscal de la Federación, prevén las formalidades que 
deben de seguirse al efectuar la notificación de los actos 
administrativos por buzón tributario, indicándose que le 
será enviado al contribuyente un aviso mediante el meca-
nismo de comunicación elegido y, de no abrir el documen-
to digital dentro de los tres días a partir del día siguiente al 
del envío del aviso, la notificación se tendrá por realizada 
al cuarto día; en caso de que, con anterioridad a dicho 
plazo, el destinatario del documento se autentifique en el 
medio al que le fue enviado el aviso, mediante el uso de 
su firma electrónica avanzada, se generará la constancia 
de notificación electrónica correspondiente. De conformi-
dad con lo anterior, en este tipo de notificación la comu-
nicación se realiza de forma sistematizada sin que exista 
contacto físico alguno entre la autoridad hacendaria y el 
contribuyente y, sin que se prevean como requisitos el in-
dicar el nombre y los fundamentos de la competencia del 
funcionario que interviene en la emisión de las constancias 
de notificación; por lo que, la ausencia de dichos datos no 
genera su ilegalidad, al no trascender tales elementos a 
la esfera jurídica del particular. Máxime que, tales cons-
tancias no constituyen una declaración de voluntad de la 
administración ni una decisión de la autoridad, sino única-
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mente los documentos en los que consta la comunicación 
de aquellas.

PRECEDENTES:

IX-P-SS-493
Juicio Contencioso Administrativo Núm. 7244/22-06-03-
5/1790/24-PL-07-04[06].- Resuelto por el Pleno Jurisdic-
cional de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia 
Administrativa, en sesión de 24 de septiembre de 2025, 
por mayoría de 5 votos a favor, 3 votos con los puntos 
resolutivos y 1 voto en contra.- Magistrada Ponente: Luz 
María Anaya Domínguez.- Secretaria: Mtra. Sofía Azucena 
de Jesús Romero Ixta.
(Tesis aprobada en sesión de 22 de octubre de 2025)
R.T.F.J.A. Novena Época. Año V. No. 48. Enero-Febrero 2026. 
p. 247

IX-P-SS-521
Juicio Contencioso Administrativo Núm. 2596/20-01-01-
9/1405/24-PL-02-04.- Resuelto por el Pleno Jurisdiccional 
de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Admi-
nistrativa, en sesión de 8 de abril de 2026, por unanimidad 
de 10 votos a favor.- Magistrado Ponente: Víctor Martín 
Orduña Muñoz.- Secretaria: Lic. Cinthya Yoselin Vergara 
Monter.
(Tesis aprobada en sesión de 8 de abril de 2026)
R.T.F.J.A. Novena Época. Año V. No. 52. Junio 2026. p. 375
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REITERACIÓN QUE SE PUBLICA:

IX-P-SS-527
Juicio Contencioso Administrativo Núm. 22/24-06-01-8/ 
891/25-PL-06-04.- Resuelto por el Pleno Jurisdiccional de 
la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Adminis-
trativa, en sesión de 20 de mayo de 2026, por unanimidad 
de 8 votos a favor.- Magistrada Ponente: Luz María Ana-
ya Domínguez.- Secretaria: Mtra. Sofía Azucena de Jesús 
Romero Ixta.
(Tesis aprobada en sesión de 20 de mayo de 2026)
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PROCESAL

IX-P-SS-528

QUEJA, RESULTA IMPROCEDENTE CUANDO NO HA 
TRANSCURRIDO EL PLAZO LEGAL ESTABLECIDO 
PARA DAR CUMPLIMIENTO A LA SENTENCIA.- El ar-
tículo 239-B, fracción I, inciso b), del Código Fiscal de la 
Federación, dispone que en los casos de sentencia firme, 
la parte afectada podrá ocurrir en queja, por una sola vez 
ante la Sala del Tribunal que dictó la sentencia, cuando la 
autoridad omita dar cumplimiento a la misma, para lo cual 
deberá haber transcurrido el plazo previsto en la Ley. Por 
su parte, el artículo 239, antepenúltimo párrafo del Código 
citado establece que la sentencia deberá cumplirse en un 
plazo de cuatro meses contados a partir de que la senten-
cia quede firme; por lo tanto, si la queja se interpone antes 
de cumplirse el término citado, la misma resulta improce-
dente.

PRECEDENTES:

IV-P-SS-16
Queja No. 100(19)1/98/(14)-P-5/97/1457/95.- Resuelto por el 
Pleno de la Sala Superior del Tribunal Fiscal de la Fede-
ración, en sesión de 23 de septiembre de 1998, por una-
nimidad de 10 votos a favor.- Magistrado Ponente: Jorge 
Alberto García Cáceres.- Secretario: Lic. César Edgar 
Sánchez Vázquez.
(Tesis aprobada en sesión de 23 de septiembre de 1998)
R.T.F.F. Cuarta Época. Año II. No. 8. Marzo 1999. p. 7
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IX-P-SS-266
Queja relativa al Juicio Contencioso Administrativo Núm. 
1160/16-20-01-2/4107/17-PL-04-04-QC.- Resuelta por el 
Pleno Jurisdiccional de la Sala Superior del Tribunal Fede-
ral de Justicia Administrativa, en sesión de 21 de junio de 
2023, por unanimidad de 9 votos a favor.- Magistrado Po-
nente: Carlos Chaurand Arzate.- Secretaria: Lic. Paloma 
Márquez Escamilla.
(Tesis aprobada en sesión de 21 de junio de 2023)
R.T.F.J.A. Novena Época. Año II. No. 21. Septiembre 2023. p. 205

REITERACIÓN QUE SE PUBLICA:

IX-P-SS-528
Juicio Contencioso Administrativo Núm. 15539/14-17-10- 
2/983/17-PL-10-04-QC[07].- Resuelto por el Pleno Jurisdic-
cional de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia 
Administrativa, en sesión de 27 de mayo de 2026, por una-
nimidad de 10 votos a favor.- Magistrado Ponente: Rafael 
Anzures Uribe.- Secretaria: Lic. Hiliana Mayrani Espinosa 
Rayas.
(Tesis aprobada en sesión de 27 de mayo de 2026)
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LEY ADUANERA

IX-P-SS-529

DECRETO POR EL QUE SE ESTABLECE EL IMPUES-
TO GENERAL DE IMPORTACIÓN PARA LA REGIÓN 
FRONTERIZA Y LA FRANJA FRONTERIZA NORTE. 
CORRESPONDE AL CONTRIBUYENTE ACREDITAR LA 
ENAJENACIÓN DE LOS BIENES.- El Decreto por el que 
se establece el impuesto general de importación para la 
Región Fronteriza y la Franja Fronteriza Norte publicado 
en el Diario Oficial de la Federación el 24 de diciembre de 
2008 y sus modificaciones, tiene como objeto establecer el 
impuesto general de importación para la región fronteriza 
y la franja fronteriza norte, por lo que las personas que 
se dediquen a actividades de comercialización, prestación 
de servicios de restaurantes, hoteles, esparcimiento, cul-
turales, recreativos, deportivos, educativos, investigación, 
médicos y asistencia social, alquiler de bienes muebles, y 
servicios prestados a las empresas, según la clasificación 
del Catálogo de Claves de Actividades para Efectos Fis-
cales; ubicadas en la franja o región antes referidas y que 
cuenten con registro como empresa de la frontera, podrán 
realizar importaciones en los términos del Decreto de mé-
rito, para ello deberán cumplir lo dispuesto en su artículo 
6, fracción III, el cual establece como obligación del contri-
buyente acreditar la enajenación de los bienes en la región 
fronteriza o franja fronteriza norte. En ese orden de ideas, 
resulta inconcuso que la carga de la prueba para demos-
trar las operaciones de mérito son de la impetrante y no 
de la autoridad, esto es, le corresponde a la parte actora 
acreditar haber consumido y enajenado las mercancías 
importadas al amparo del referido Decreto, el cual deberá 
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realizarse exclusivamente en la franja fronteriza o en la re-
gión fronteriza norte, de ahí que si no se cumple con ello, 
la autoridad válidamente puede presumir que la mercancía 
importada bajo el amparo del Decreto de mérito fue enaje-
nada en el interior del país.

PRECEDENTE:

IX-P-SS-227
Juicio Contencioso Administrativo Núm. 184/20-20-01-3/ 
817/22-PL-04-04.- Resuelto por el Pleno Jurisdiccional de 
la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Adminis-
trativa, en sesión de 26 de octubre de 2022, por unani-
midad de 11 votos a favor.- Magistrado Ponente: Carlos 
Chaurand Arzate.- Secretario: Lic. Juan Arcos Solís.
(Tesis aprobada en sesión de 26 de abril de 2023)
R.T.F.J.A. Novena Época. Año II. No. 18. Junio 2023. p. 139

REITERACIÓN QUE SE PUBLICA:

IX-P-SS-529
Juicio Contencioso Administrativo Núm. 702/23-EC1-01-2/ 
1497/24-PL-07-04.- Resuelto por el Pleno Jurisdiccional de 
la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Adminis-
trativa, en sesión de 27 de mayo de 2026, por unanimidad 
de 10 votos a favor.- Magistrado Ponente: Rafael Anzures 
Uribe.- Secretaria: Lic. Lourdes Cervantes Santillán.
(Tesis aprobada en sesión de 27 de mayo de 2026)
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PRIMERA SECCIÓN

LEY FEDERAL DE PROCEDIMIENTO
CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO

IX-P-1aS-252

CONFLICTO DE COMPETENCIA POR RAZÓN DE MA-
TERIA.- ES IMPROCEDENTE EL PLANTEADO CON 
POSTERIORIDAD A LA ACEPTACIÓN DEL CONOCI-
MIENTO DEL ASUNTO, CON INDEPENDENCIA DE QUE 
NO SE HAYA DECRETADO EL CIERRE DE INSTRUC-
CIÓN.- De conformidad con el penúltimo y último párrafo 
del artículo 30 de la Ley Federal de Procedimiento Conten-
cioso Administrativo, cuando se presente un asunto en una 
Sala Regional que por materia corresponda conocer a una 
Sala Especializada, la primera se declarará incompetente 
y comunicará su resolución a la que en su opinión corres-
ponde conocer del juicio, enviándole los autos. La Sala 
requerida decidirá de plano, dentro de las cuarenta y ocho 
horas siguientes a la fecha de recepción del expediente, si 
acepta o no el conocimiento del asunto; si la Sala lo acep-
ta, comunicará su resolución a la requirente y a las partes; 
en caso de no aceptarlo, se tramitará el incidente de in-
competencia respectivo. Bajo dicho supuesto, si una Sala 
declina la competencia por razón de materia para conocer 
de un asunto y en consecuencia remite el juicio a la Sala 
que estime competente, esta última contará con el término 
de cuarenta y ocho horas para aceptar o no la competen-
cia, para lo cual deberá analizar exhaustivamente el con-
tenido de la resolución impugnada; ahora bien, si derivado 
del análisis realizado acepta la competencia del asunto y 
continua con el procedimiento respectivo hasta otorgar el 
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término legal a las partes para formular sus alegatos, es 
improcedente que en esa etapa procesal declare carecer 
de competencia material para conocer del asunto some-
tido a su potestad, ya que jurídicamente no está en con-
diciones de hacerlo, al haber transcurrido el plazo para 
ello, pues solo cuenta con un término de cuarenta y ocho 
horas, para decidir de plano si acepta o no el conocimien-
to del asunto de conformidad con el último párrafo del 
artículo 30 de la Ley Federal de Procedimiento Contencio-
so Administrativo. Sostener lo contrario implicaría que la 
Sala pueda revocar su propia determinación propiciando 
que se tenga la oportunidad de declinar la competencia 
durante el desarrollo del juicio de nulidad en cualquier eta-
pa en que se encuentre, causando un daño al promovente 
al entorpecer la impartición de justicia pronta y expedita 
consagrada en el artículo 17 de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos. Por tanto, resulta impro-
cedente el conflicto de competencia por materia plantea-
do con posterioridad a la aceptación del conocimiento del 
asunto, con independencia de que no se haya decretado 
el cierre de instrucción.

PRECEDENTES:

VIII-P-1aS-303
Conflicto de Competencia por Razón de Materia Núm. 
94/17-09-01-6/1009/17-EAR-01-11/2517/17-S1-02-06.- 
Resuelto por la Primera Sección de la Sala Superior del 
Tribunal Federal de Justicia Administrativa, en sesión de 
14 de noviembre de 2017, por unanimidad de 5 votos a 
favor.- Magistrada Ponente: Nora Elizabeth Urby Genel.- 
Secretaria: Lic. Brenda Virginia Alarcón Antonio.
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(Tesis aprobada en sesión de 23 de enero de 2018)
R.T.F.J.A. Octava Época. Año III. No. 19. Febrero 2018. p. 78

VIII-P-1aS-699
Conflicto de Competencia por Razón de Materia Núm. 
2989/18-11-02-6/3336/18-EAR-01-2/1628/19-S1-04-06.- 
Resuelto por la Primera Sección de la Sala Superior del 
Tribunal Federal de Justicia Administrativa, en sesión de 
6 de febrero de 2020, por unanimidad de 5 votos a favor.- 
Magistrado Ponente: Carlos Chaurand Arzate.- Secretaria: 
Lic. Paloma Márquez Escamilla.
(Tesis aprobada en sesión de 6 de febrero de 2020)
R.T.F.J.A. Octava Época. Año V. No. 44. Marzo 2020. p. 263

VIII-P-1aS-735
Conflicto de Competencia por Materia Núm. 3862/19- 
17-01-8/1139/19-EPI-01-8/1474/19-S1-04-06.- Resuelto 
por la Primera Sección de la Sala Superior del Tribunal Fe-
deral de Justicia Administrativa, en sesión de 10 de marzo 
de 2020, por unanimidad de 5 votos a favor.- Magistrado 
Ponente: Carlos Chaurand Arzate.- Secretaria: Lic. Ma. 
Delfina Moreno Flores.
(Tesis aprobada en sesión de 10 de marzo de 2020)
R.T.F.J.A. Octava Época. Año V. No. 45. Abril-Agosto 2020. p. 452

VIII-P-1aS-806
Conflicto de Competencia por Materia Núm. 2118/19-18- 
01-9/126/20-EC1-01-1/626/20-S1-02-06.- Resuelto por la 
Primera Sección de la Sala Superior del Tribunal Federal 
de Justicia Administrativa, en sesión realizada a distancia 
el 23 de febrero de 2021, por unanimidad de 5 votos a 
favor.- Magistrada Ponente: Nora Elizabeth Urby Genel.- 
Secretaria: Lic. Brenda Virginia Alarcón Antonio.
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(Tesis aprobada en sesión a distancia de 23 de febrero de 
2021)
R.T.F.J.A. Octava Época. Año VI. No. 51. Febrero 2021. p. 338

REITERACIÓN QUE SE PUBLICA:

IX-P-1aS-252
Conflicto de Competencia por Materia Núm. 1908/24-02- 
01-1/1148/25-EAR-01-12/420/26-S1-05-06.- Resuelto por 
la Primera Sección de la Sala Superior del Tribunal Fe-
deral de Justicia Administrativa, en sesión de 26 de mayo 
de 2026, por unanimidad de 5 votos a favor.- Magistrado 
Ponente: Julián Alfonso Olivas Ugalde.- Secretaria: Lic. 
Norma Hortencia Chávez Domínguez.
(Tesis aprobada en sesión de 26 de mayo de 2026)
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SEGUNDA SECCIÓN

LEY FEDERAL DE PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO

IX-P-2aS-677

LEY FEDERAL DE PROCEDIMIENTO ADMINISTRATI-
VO. LA NOTIFICACIÓN DE LA RESOLUCIÓN IMPUG-
NADA POSTERIOR AL PLAZO SEÑALADO EN EL 
ARTÍCULO 39 NO IMPLICA LA ILEGALIDAD DE LA 
MISMA.- Del precepto legal en cita se desprende, en la 
parte que interesa, que toda notificación deberá efectuar-
se en el plazo máximo de diez días, a partir de la emisión 
de la resolución o acto que se notifique; en ese tenor, si en 
el juicio contencioso administrativo federal queda acredita-
do que la notificación de la resolución impugnada se prac-
ticó fuera del plazo señalado, ello no irroga agravio alguno 
a la parte actora, toda vez que esa situación no implica 
la ilegalidad de la notificación; máxime que, el artículo de 
mérito se trata de una norma imperfecta al no establecer 
sanción alguna en caso de incumplimiento por parte de la 
autoridad administrativa.

Juicio Contencioso Administrativo Núm. 20491/24-17-02- 
9/1542/25-S2-07-03.- Resuelto por la Segunda Sección de 
la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Adminis-
trativa, en sesión de 11 de marzo de 2026, por unanimidad 
de 4 votos a favor.- Magistrado Ponente: Rafael Anzures 
Uribe.- Secretaria: Lic. María Angélica Padilla Bañuelos.
(Tesis aprobada en sesión de 14 de mayo de 2026)
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TRATADO DE LIBRE COMERCIO
 DE AMÉRICA DEL NORTE

IX-P-2aS-678

VERIFICACIÓN DE ORIGEN. NOTIFICACIÓN REALI-
ZADA A LA EMPRESA EXPORTADORA Y/O PRODUC-
TORA DE LOS BIENES A TRAVÉS DE SERVICIOS DE 
MENSAJERÍA.- De la interpretación conjunta y armóni-
ca al artículo 506 1 (a) del Tratado de Libre Comercio de 
América del Norte y las Reglas 39, fracción II, 46, 47 y 48 
de la Resolución por la que se establecen las reglas de 
carácter general relativas a la aplicación de las disposicio-
nes en materia aduanera del Tratado de Libre Comercio 
de América del Norte, se desprende que para determinar 
si un bien que se importe a un territorio proveniente del 
territorio de otro Estado parte del Tratado con el carác-
ter de originario, la otra parte podrá, a través de su au-
toridad aduanera, verificar el origen de dicho bien, entre 
otros procedimientos, mediante cuestionarios dirigidos al 
exportador o productor en el territorio de la otra parte; pre-
cisando que, dichos cuestionarios deben ser notificados 
por correo certificado con acuse de recibo, o bien por cual-
quier otro medio que haga constar la recepción de dichos 
documentos por el productor o exportador. En ese sentido, 
si la autoridad aduanera opta por notificar el inicio de la 
verificación de origen, el aviso de intención de negar el 
trato arancelario preferencial y la resolución definitiva en 
materia de verificación de origen, mediante correo a través 
del uso de servicios de mensajería con acuse de recibo y, 
para acreditar tal cuestión en el juicio contencioso admi-
nistrativo federal, ofrece como prueba copia certificada las 
guías electrónicas emitidas por las empresas de mensaje-
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ría, para que tal actuación se estime legal, en dichas guías 
se debe hacer mención del nombre y acuse de recepción 
de la persona facultada para ello, en caso contrario, debe 
estimarse que dichas documentales no demuestran que 
se haya efectuado la notificación a la empresa exportado-
ra y/o productora de la mercancía.

Juicio Contencioso Administrativo Núm. 20491/24-17-02-
9/1542/25-S2-07-03.- Resuelto por la Segunda Sección de 
la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Adminis-
trativa, en sesión de 11 de marzo de 2026, por unanimidad 
de 4 votos a favor.- Magistrado Ponente: Rafael Anzures 
Uribe.- Secretaria: Lic. María Angélica Padilla Bañuelos.
(Tesis aprobada en sesión de 14 de mayo de 2026)

LEY FEDERAL DE PROCEDIMIENTO
CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO

IX-P-2aS-679

VERIFICACIÓN DE ORIGEN. SUPUESTO EN QUE SE 
CONVALIDA LA NOTIFICACIÓN DE LAS ACTUACIO-
NES DEL PROCEDIMIENTO CUANDO LA EMPRESA 
PRODUCTORA Y/O EXPORTADORA DE LOS BIENES 
CONTESTA LOS REQUERIMIENTOS DE LA AUTORI-
DAD ADUANERA.- De conformidad con el artículo 51, 
fracciones II y III, segundo párrafo, inciso d) de la Ley Fe-
deral de Procedimiento Contencioso Administrativo, se 
considera que los vicios en el procedimiento no afectan 
las defensas del particular ni trascienden al sentido de 
la resolución impugnada, entre otros supuestos, cuando 
existan irregularidades en los citatorios, en las notificacio-
nes de requerimientos de solicitudes de datos, informes 
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o documentos, o en los propios requerimientos, siempre 
y cuando el particular desahogue los mismos exhibiendo 
oportunamente la información y documentación solicita-
dos. Por tanto, si en el juicio contencioso administrativo 
federal la parte actora, exportadora y/o productora de los 
bienes objeto de verificación, aduce la ilegal notificación 
del inicio de la verificación, del aviso de intención de negar 
el trato arancelario preferencial y de la resolución defini-
tiva en materia de verificación de origen, y del análisis a 
las constancias que obran en autos se advierte que ésta 
contestó los requerimientos formulados por la autoridad 
aduanera en los oficios que contienen dichas actuaciones 
e incluso manifestó la fecha en que fue notificada de los 
mismos, se tiene que la notificación se convalida con di-
chas respuestas y, en consecuencia, la trasgresión a las 
formalidades de la notificación no trasciende a la legalidad 
de la resolución impugnada, puesto que se tiene por cum-
plida la pretensión de la autoridad aduanera consistente 
en darle a conocer a la empresa exportadora y/o produc-
tora las actuaciones del procedimiento de verificación de 
origen.

Juicio Contencioso Administrativo Núm. 20491/24-17-02-
9/1542/25-S2-07-03.- Resuelto por la Segunda Sección de 
la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Adminis-
trativa, en sesión de 11 de marzo de 2026, por unanimidad 
de 4 votos a favor.- Magistrado Ponente: Rafael Anzures 
Uribe.- Secretaria: Lic. María Angélica Padilla Bañuelos.
(Tesis aprobada en sesión de 14 de mayo de 2026)
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C O N S I D E R A N D O :

[…]

SÉPTIMO.- […]

Una vez establecidos los antecedentes del caso, es ne-
cesario traer a la vista lo dispuesto por los artículos 506 1 
(a) del Tratado de Libre Comercio de América del Norte, 
así como las Reglas 39, fracción II, 46, 47 y 48 de la Re-
solución por la que se establecen las reglas de carácter 
general relativas a la aplicación de las disposiciones en 
materia aduanera del Tratado referido, las cuales se trans-
criben a continuación:

[N.E. Se omite transcripción]

De la interpretación conjunta y armónica de los precep-
tos legales en cita se desprende que para determinar si un 
bien que se importe a un territorio proveniente del territorio 
de otro Estado parte del Tratado con el carácter de origina-
rio, la otra parte podrá, a través de su autoridad aduanera, 
verificar el origen, entre otros, mediante cuestionarios di-
rigidos al exportador o productor en el territorio de la otra 
parte; tal y como aconteció en el presente caso.

Dichos cuestionarios deben ser notificados por correo 
certificado con acuse de recibo, o bien por cualquier otro 
medio que haga constar la recepción de dichos documen-
tos por el productor o exportador.

Precisado lo anterior, resulta claro que con la exhibición 
de las guías electrónicas emitidas por ********** y **********, 
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así como de su respectivo documento rendido por la em-
presa de mensajería en referencia, no se demuestra que 
los oficios 110-05-04-00-00-2023-0752 de 17 de marzo de 
2023 (inicio de verificación de origen), 110 05 04 00 00 
2023-1511 de 22 de junio de 2023 (aviso de intención de 
negar el trato arancelario preferencial) y 110 05 04 00 00 
2023-2112 de 24 de octubre de 2023 (resolución definitiva 
en materia de verificación de origen), hubieran sido notifi-
cados a la ahora demandante, en términos de la anterior-
mente transcrita Regla 46, fracción I, de la Resolución por 
la que se establecen las reglas de carácter general relati-
vas a la aplicación de las disposiciones en materia adua-
nera del Tratado de Libre Comercio de América del Norte.

Ello es así, toda vez que, en las guías electrónicas pre-
viamente digitalizadas, se hacen constar los datos para el 
envío de los oficios en estudio a ********** (aquí parte acto-
ra), dirigidos a los domicilios ********** y **********.

Asimismo, en las guías electrónicas referidas consta la 
fecha de recepción, no obstante, no obra el nombre ni 
acuse de recepción de la persona que recibió los do-
cumentos en cuestión.

Por lo que, resulta claro para esta Segunda Sección 
que con la exhibición de las copias certificadas de las 
guías electrónicas rendidas por las empresas de mensa-
jería ********** y ********** no se demuestra que los oficios 
110-05-04-00-00-2023-0752 de 17 de marzo de 2023 (ini-
cio de verificación de origen), 110 05 04 00 00 2023-1511 
de 22 de junio de 2023 (aviso de intención de negar el trato 
arancelario preferencial) y 110 05 04 00 00 2023-2112 de 
24 de octubre de 2023 (resolución definitiva en materia 
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de verificación de origen), se hayan notificado a la em-
presa actora, en términos de la Regla 46 fracción I 
de la Resolución por la que se establecen las reglas de 
carácter general relativas a la aplicación de las dis-
posiciones en materia aduanera del Tratado de Libre 
Comercio de América del Norte publicada en el Diario 
Oficial de la Federación.

Lo anterior, en razón de que el artículo 506(1)(a) del 
Tratado de Libre Comercio de América del Norte, prevé el 
procedimiento de verificación de origen a través de cues-
tionarios dirigidos a los exportadores o productores 
y las Reglas 39, fracción II 46, 47 y 48 de la Resolución 
que establece las reglas de carácter general relativas a la 
aplicación de las disposiciones en materia aduanera del 
Tratado de Libre Comercio de América del Norte, se tie-
ne la notificación del cuestionario dirigido a un exportador 
para verificar el origen de un bien, así como el aviso de 
intención de negar el trato arancelario preferencial, puede 
realizarse por cualquiera de los medios mencionados en 
la fracción I de la Regla 46; esto es, por correo certifi-
cado con acuse de recibo o cualquier otro medio que 
haga constar la recepción de dicho documento por el 
exportador o productor.

Por lo que, si en el caso la autoridad demandada para 
demostrar que la notificación de los oficios 110-05-04-00-
00-2023-0752 de 17 de marzo de 2023 (inicio de verifi-
cación de origen), 110 05 04 00 00 2023-1511 de 22 de 
junio de 2023 (aviso de intención de negar el trato aran-
celario preferencial) y 110 05 04 00 00 2023-2112 de 24 
de octubre de 2023 (resolución definitiva en materia de 
verificación de origen), se realizó conforme a lo estableci-
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do en la fracción I de la Regla 46 citada, exhibió las guías 
y los documentos rendidos por la empresa de mensajería 
********** y ********** antes digitalizados, esta Juzgadora 
estima que los mismos resultan INSUFICIENTES para ha-
cer constar la recepción de los oficios citados en líneas 
anteriores, pues bien, de dichas documentales no se ad-
vierte que exista alguna firma o sello recepción de la 
guía en cita, por parte de persona facultada para ello, 
lo que tornaría ilegal dicha notificación; sin embargo, esta-
mos ante la presencia de una ilegalidad no invalidante.

En efecto, en el caso, la transgresión a las formalidades 
de las notificaciones cuestionadas no trasciende a la le-
galidad de las resoluciones impugnadas, toda vez que, al 
tenor de lo dispuesto por el artículo 51, segundo párrafo, 
inciso d) de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso 
Administrativo, cualquier vicio de ilegalidad quedó con-
validado, desde el momento en que la hoy accionante dio 
respuesta a los cuestionamientos formulados por la 
autoridad demandada, presentando diversa informa-
ción y documentación.

Se afirma lo anterior, toda vez que así se desprende de 
la propia resolución originalmente recurrida, contenida en 
el oficio 110 05 04 00 00 2023-2112 de 24 de octubre de 
2023, en donde se observa que, en efecto, la hoy actora 
proporcionó información y documentación relacionada 
con el origen de los bienes objeto de la verificación, 
lo que incluso se asentó en los antecedentes del presente 
Considerando.

En esa virtud, la Administración de Auditoría de Opera-
ciones de Comercio Exterior “4” de la Administración Cen-
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tral de Auditoría de Operaciones de Comercio Exterior de 
la Administración General de Auditoría de Comercio Exte-
rior del Servicio de Administración Tributaria, instauró a la 
empresa hoy actora un procedimiento de verificación de 
origen contenido en el oficio 110-05-04-00-00-2023-0752 
de 17 de marzo de 2023, a fin de que proporcionara in-
formación y documentación mediante la cual acreditara el 
origen de los bienes objeto de verificación, oficio que le 
fue notificado el 23 de marzo de 2023, mediante servicio 
especializado de mensajería, al cual la hoy actora dio 
contestación a través de correo electrónico que envió 
a dicha autoridad, proporcionando diversa información y 
documentación.

Posteriormente, en atención a la información y docu-
mentación remitida por la hoy a actora, la ahora autoridad 
demandada emitió el oficio 110 05 04 00 00 2023-1511 de 
22 de junio de 2023, mediante el cual comunicó el avi-
so de intención de negar el trato arancelario preferencial 
aplicado a los bienes sujetos a verificación; oficio que fue 
notificado a la accionante el 28 de junio de 2023, al cual la 
hoy actora dio contestación a través de correo electró-
nico que envió a la enjuiciada, adicionando información 
y documentación a la ya presentada.

De esta manera, derivado del estudio y análisis de la 
información proporcionada por la hoy actora durante el 
procedimiento de verificación de origen, la Administra-
ción de Auditoría de Operaciones de Comercio Exterior 
“4” de la Administración Central de Auditoría de Operacio-
nes de Comercio Exterior de la Administración General de 
Auditoría de Comercio Exterior del Servicio de Administra-
ción Tributaria, procedió a emitir la resolución definitiva 
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en materia de verificación de origen, contenida en el ofi-
cio 110 05 04 00 00 2023-2112 de 24 de octubre de 2023.

Asimismo, respecto al oficio citado, correspondien-
te a la resolución definitiva en materia de verificación 
de origen, se advierte que en la página 2 de su escri-
to de recurso de revocación (visible a foja 214 del ex-
pediente administrativo relativo al recurso de revocación 
RR 08/2024) manifestó haber sido notificada el 7 de 
diciembre de 2023, fecha que coincide con el acuse de 
recibo que obra en el expediente y que fue analizado 
en párrafos anteriores.

Bajo tales consideraciones, resulta inconcuso que con 
independencia de las irregularidades cometidas en las 
diligencias de notificación de los oficios 110-05-04-00-00-
2023-0752 de 17 de marzo de 2023 (inicio de verificación 
de origen), 110 05 04 00 00 2023-1511 de 22 de junio de 
2023 (aviso de intención de negar el trato arancelario pre-
ferencial) y 110 05 04 00 00 2023-2112 de 24 de octubre 
de 2023 (resolución definitiva en materia de verificación de 
origen), respectivamente; LAS NOTIFICACIONES CON-
TROVERTIDAS SE CONVALIDAN CON LA RESPUES-
TA POR PARTE DE ********** A LOS REQUERIMIENTOS 
FORMULADOS POR LA AUTORIDAD DEMANDADA EN 
LOS OFICIOS DE REFERENCIA.

Lo anterior, en virtud de que se tiene por cumplida la 
pretensión de la autoridad aduanera hoy demandada; 
consistente en darle a conocer a la empresa exportado-
ra/productora el inicio del procedimiento de verificación 
de origen, mediante cuestionario escrito y posteriormente 
la intención de negar el trato arancelario preferencial 
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aplicado a la mercancía exportada por la enjuiciante a Mé-
xico, durante el periodo comprendido del 1 de enero al 31 
de diciembre de 2019.

En este orden de ideas, si bien es cierto existió un vi-
cio de ilegalidad en las notificaciones cuestionadas, dicho 
vicio no trasciende a la legalidad de las resoluciones im-
pugnadas, toda vez que, como se adelantó, al tenor de lo 
dispuesto por el artículo 51, segundo párrafo, inciso d) de 
la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrati-
vo, cualquier vicio de ilegalidad quedó convalidado, desde 
el momento en que la hoy accionante dio respuesta a los 
cuestionamientos formulados por la autoridad deman-
dada, así como, también presentó información y docu-
mentación relacionada con los bienes amparados con 
los certificados de origen por ella expedidos.

Al efecto, se reproduce el contenido del artículo 51, frac-
ciones II y III, segundo párrafo, inciso d) de la Ley Federal 
de Procedimiento Contencioso Administrativo:

[N.E. Se omite transcripción]

A mayor abundamiento, no obsta a la conclusión de 
esta Juzgadora que la accionante del juicio de nulidad en 
su escrito de demanda señale que la notificación de los 
oficios referidos no puede considerarse como legal porque 
se vulneraron los derechos de debido proceso, seguridad 
jurídica y tutela jurisdiccional; pues en ningún momento 
manifiesta no haber conocido el contenido de los ci-
tados oficios, aunado a que, respecto a la resolución 
definitiva en materia de verificación de origen, en su 
escrito de recurso de revocación manifestó haber sido 
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notificada el 7 de diciembre de 2023, fecha que coincide 
con el acuse de recibo que obra en el expediente admi-
nistrativo; manifestación que en opinión de este Órgano 
Colegiado constituye una confesión expresa de su par-
te, en términos del artículo 46, fracción I de la Ley Federal 
de Procedimiento Contencioso Administrativo; aunado a 
que, atendiendo a las formalidades del procedimiento, 
es que se resuelve una ilegalidad no invalidante, pues 
así lo dispone expresamente el artículo 51, fracciones 
II y III, segundo párrafo, inciso d) de la Ley Federal de 
Procedimiento Contencioso Administrativo.

Siendo inconcuso que, en el caso, con independencia 
de la ilegalidad en las notificaciones de los oficios en co-
mento, se cumplió con la finalidad de toda notificación, 
a saber, que el interesado conociera el contenido del 
cuestionario y proporcionara la información y docu-
mentación relacionada con el origen de los bienes su-
jetos a verificación.

Sirve de apoyo el precedente VII-P-1aS-1247, susten-
tado por la Primera Sección de la Sala Superior de este 
Tribunal, con el cual esta Segunda Sección coincide, publi-
cado en la Revista de este Órgano Jurisdiccional, Séptima 
Época, Año V, Número 52, de Noviembre de 2015, página 
500, cuyo rubro y contenido es del siguiente tenor:

“CONVALIDACIÓN DE NOTIFICACIONES EN EL 
PROCEDIMIENTO DE VERIFICACIÓN DE ORIGEN. 
SE ACTUALIZA CUANDO EL PRODUCTOR Y/O EX-
PORTADOR CONTESTA EL CUESTIONARIO DE 
VERIFICACIÓN DE ORIGEN O EL CUESTIONARIO 
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SUBSECUENTE CON AVISO DE INTENCIÓN DE NE-
GAR EL TRATO ARANCELARIO PREFERENCIAL.” 
[N.E. Se omite transcripción]

Por otra parte, los Magistrados integrantes de esta Se-
gunda Sección estiman que devienen INFUNDADOS los 
argumentos de la actora por los que señaló que la auto-
ridad excedió el plazo para notificar el procedimiento de 
verificación de origen.

Al respecto, resulta necesario conocer el contenido del 
artículo 39 de la Ley Federal de Procedimiento Administra-
tivo, mismo que se transcribe a continuación:

[N.E. Se omite transcripción]

De dicho numeral se desprende que, toda notificación 
deberá efectuarse en el plazo máximo de diez días, a 
partir de la emisión de la resolución o acto que se notifi-
que y deberá contener el texto íntegro del acto, así como 
el fundamento legal en que se apoye con la indicación si 
es o no definitivo en la vía administrativa y, en su caso, la 
expresión del recurso administrativo que contra la misma 
proceda, órgano ante el cual hubiera de presentarse y pla-
zo para su interposición.

En ese tenor, se tiene que en el caso la resolución im-
pugnada se emitió el 24 de octubre de 2023, siendo que 
su notificación aconteció hasta el 7 de diciembre de 2023, 
como se resolvió con antelación, esto es, transcurrió más 
de un mes entre la fecha de emisión de la resolución y su 
notificación.
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Sin embargo, esta Juzgadora determina que el hecho 
de que la notificación se haya practicado fuera del pla-
zo de los diez días a partir de la emisión de la resolución 
originalmente recurrida, ello no irroga agravio alguno a la 
accionante, toda vez que esa situación no implica la ile-
galidad de la notificación, máxime que se trata de una 
norma imperfecta al no establecer sanción alguna en 
caso de incumplimiento por parte de la autoridad ad-
ministrativa.

[…]

Por lo expuesto y con fundamento en los artículos 49, 
50 y 52, fracción I de la Ley Federal de Procedimiento 
Contencioso Administrativo, en relación con el artículo 18, 
fracción IX de la Ley Orgánica del Tribunal Federal de Jus-
ticia Administrativa, se 

R E S U E L V E

I. Se configuró la resolución confirmativa ficta impug-
nada, de acuerdo con los razonamientos expuestos en el 
Considerando Segundo de esta sentencia.

II. La parte actora no probó su pretensión, en conse-
cuencia;

III. Se reconoce la validez de la resolución impugnada, 
así como de la originalmente recurrida, las cuales han que-
dado descritas en el Resultando primero del presente fallo.

IV. NOTIFÍQUESE.
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Así lo resolvió la Segunda Sección de la Sala Supe-
rior del Tribunal Federal de Justicia Administrativa, con 
fundamento en los artículos 11, fracciones I y II y 93 del 
Reglamento Interior del Tribunal Federal de Justicia Ad-
ministrativa, en sesión celebrada de manera presencial y 
trasmitida por medios electrónicos al público en general el 
11 de marzo de 2026, por unanimidad de 4 votos en favor 
de la ponencia, de las Magistradas y los Magistrados, Dra. 
Magda Zulema Mosri Gutiérrez, Rafael Estrada Sámano, 
Rafael Anzures Uribe y Mtra. Luz María Anaya Domínguez.

Fue ponente en el presente asunto el Magistrado Rafael 
Anzures Uribe.

Se elaboró el presente engrose el 19 de marzo de 
2026, con fundamento en lo dispuesto por los artículos 55, 
fracción III y 57, fracción III de la Ley Orgánica del Tribunal 
Federal de Justicia Administrativa, firman el Magistrado 
Ponente Rafael Anzures Uribe y la Magistrada Maestra 
Luz María Anaya Domínguez, Presidenta de la Segunda 
Sección de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justi-
cia Administrativa, ante el Licenciado Aldo Gómez Gardu-
ño Secretario Adjunto de Acuerdos, quien autoriza y da fe.

De conformidad con lo dispuesto por los artículos 115 de la Ley Ge-
neral de Transparencia y Acceso a la Información Pública, fueron su-
primidos de este documento la denominación o razón social o nombre 
comercial de la parte actora y de terceros, los domicilios, información 
considerada legalmente como confidencial, por actualizar lo señalado 
en dichos supuestos normativos.
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LEY DE COMERCIO EXTERIOR

IX-P-2aS-680

CUOTAS COMPENSATORIAS. ELEMENTOS PARA SU 
DETERMINACIÓN Y EXIGENCIAS PARA SU IMPOSI-
CIÓN PARA CUMPLIR CON EL PRINCIPIO DE LEGALI-
DAD.- De la interpretación sistemática de los artículos 28, 
29, 30, 31, 62 y 64 de la Ley de Comercio Exterior, así como 
de los artículos 6.8 y 9.1 del Acuerdo Antidumping, se des-
prende que la determinación de cuotas compensatorias 
requiere la acreditación concurrente de los siguientes 
elementos: a) la existencia de discriminación de pre-
cios o subvención; b) la existencia de daño a la rama de 
producción nacional; y c) la relación causal entre ambos. 
Asimismo, la autoridad investigadora debe calcular el mar-
gen de discriminación de precios con base en información 
suficiente y verificable, ya sea de manera individual o, en 
su caso, mediante la mejor información disponible cuando 
los exportadores no comparezcan o no aporten elementos 
adecuados. En ese sentido, la imposición, no imposición 
o determinación del monto de la cuota compensatoria, in-
cluso cuando ésta sea inferior al margen de discriminación 
de precios, debe encontrarse debidamente fundada y mo-
tivada, lo que implica que la autoridad exponga de manera 
clara las razones por las cuales selecciona la información 
utilizada, justifica la inexistencia de margen en ciertos ca-
sos o determina que una cuota menor resulta suficiente 
para eliminar el daño. Por tanto, se cumple con el principio 
de legalidad cuando del análisis integral de la resolución 
se advierte que la autoridad valoró la información disponi-
ble, explicó la metodología empleada y justificó razonada-
mente la medida adoptada para contrarrestar los efectos 
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de las prácticas desleales, aun cuando determine no impo-
ner cuotas compensatorias a determinados exportadores 
o fijarlas en un nivel inferior al margen calculado.

Juicio Contencioso Administrativo tramitado mediante 
el Sistema de Justicia en Línea Versión 2.0. Núm. 0111- 
2021-02-E-09-04-01-02-L-CE-0175-2025.- Resuelto por la 
Segunda Sección de la Sala Superior del Tribunal Fede-
ral de Justicia Administrativa, en sesión de 26 de marzo 
de 2026, por unanimidad de 4 votos a favor.- Magistrado 
Ponente: Rafael Anzures Uribe.- Secretario: Lic. Alfonso 
Johnas Ham González.
(Tesis aprobada en sesión de 21 de mayo de 2026)

LEY DE COMERCIO EXTERIOR

IX-P-2aS-681

CUOTAS COMPENSATORIAS. ES FACULTAD DE LA 
SECRETARÍA DE ECONOMÍA FIJARLAS EN UN MON-
TO INFERIOR AL MARGEN DE DISCRIMINACIÓN DE 
PRECIOS, SIEMPRE QUE SEA SUFICIENTE PARA ELI-
MINAR EL DAÑO.- De la interpretación de los artículos 
62 de la Ley de Comercio Exterior y 9.1 del Acuerdo Anti-
dumping, se desprende que si bien las cuotas compensa-
torias tienen como referencia el margen de discriminación 
de precios determinado en la investigación, la autoridad 
investigadora cuenta con la facultad discrecional de fijar-
las en un monto inferior, siempre que dicho nivel resulte 
suficiente para eliminar el daño a la rama de producción 
nacional. Lo anterior obedece a la naturaleza correctiva 
de dichas medidas, cuyo propósito no es sancionar al 
importador, sino restablecer condiciones equitativas de 
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competencia en el mercado. En ese sentido, la Secretaría 
de Economía no se encuentra obligada a imponer cuotas 
equivalentes al margen de discriminación de precios, sino 
únicamente a justificar, mediante una debida fundamenta-
ción y motivación, que la cuota inferior fijada cumple con la 
finalidad de neutralizar los efectos lesivos de las importa-
ciones en condiciones de prácticas desleales. Por tanto, la 
determinación de una cuota compensatoria menor al mar-
gen de discriminación de precios es legal, siempre que la 
autoridad exponga las razones y elementos técnicos que 
sustenten que dicha medida es idónea y suficiente para 
eliminar el daño causado.

Juicio Contencioso Administrativo tramitado mediante 
el Sistema de Justicia en Línea Versión 2.0. Núm. 0111- 
2021-02-E-09-04-01-02-L-CE-0175-2025.- Resuelto por la 
Segunda Sección de la Sala Superior del Tribunal Fede-
ral de Justicia Administrativa, en sesión de 26 de marzo 
de 2026, por unanimidad de 4 votos a favor.- Magistrado 
Ponente: Rafael Anzures Uribe.- Secretario: Lic. Alfonso 
Johnas Ham González.
(Tesis aprobada en sesión de 21 de mayo de 2026)

LEY DE COMERCIO EXTERIOR

IX-P-2aS-682

CUOTAS COMPENSATORIAS. SU NATURALEZA ES 
CORRECTIVA Y NO PUNITIVA.- De conformidad con lo 
dispuesto en los artículos 1°, 28, 29 y 62 de la Ley de 
Comercio Exterior, así como 9.1 del Acuerdo Antidumping, 
las cuotas compensatorias constituyen medidas de políti-
ca comercial cuya finalidad es corregir los efectos lesivos 
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ocasionados por las importaciones realizadas en condicio-
nes de prácticas desleales de comercio internacional, ya 
sea por discriminación de precios o por subvenciones, y 
restablecer condiciones equitativas de competencia en el 
mercado nacional. En ese sentido, dichas cuotas no tienen 
una naturaleza sancionadora o punitiva, sino correctiva, 
por lo que su imposición debe limitarse al monto estric-
tamente necesario para neutralizar el daño causado a 
la rama de producción nacional, sin inhibir indebidamente la 
competencia ni generar barreras artificiales al comercio. 
Por tanto, la autoridad investigadora se encuentra facul-
tada para determinar cuotas compensatorias, inclusive en 
rangos inferiores al margen de discriminación de precios, 
siempre que justifique que dicho monto resulta suficiente 
para eliminar el daño, en atención al principio de propor-
cionalidad que rige este tipo de medidas.

Juicio Contencioso Administrativo tramitado mediante 
el Sistema de Justicia en Línea Versión 2.0. Núm. 0111- 
2021-02-E-09-04-01-02-L-CE-0175-2025.- Resuelto por la 
Segunda Sección de la Sala Superior del Tribunal Fede-
ral de Justicia Administrativa, en sesión de 26 de marzo 
de 2026, por unanimidad de 4 votos a favor.- Magistrado 
Ponente: Rafael Anzures Uribe.- Secretario: Lic. Alfonso 
Johnas Ham González.
(Tesis aprobada en sesión de 21 de mayo de 2026)
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C O N S I D E R A N D O :

[…]

QUINTO.- […]

En primer término, es necesario precisar que las litis a 
dilucidar en el presente considerando se circunscriben en 
determinar si la resolución originalmente recurrida consis-
tente en la “RESOLUCIÓN Final de la investigación anti-
dumping sobre las importaciones de productos planos de 
acero inoxidable originarias de la República Popular China 
y del Taipéi Chino, independientemente del país de proce-
dencia.” publicada en el Diario Oficial de la Federación el 
01 de octubre de 2020, se encuentra debidamente funda-
da y motivada en cuanto a lo siguiente: 

a) Si la autoridad demandada justificó la aplicación de 
la cuota compensatoria, ya que la misma resultó en menor 
proporción frente al margen de discriminación de precios 
respecto a las importaciones de productos planos de ace-
ro inoxidable originarias de la República Popular China.

b) Si la enjuiciada tomó en consideración la mejor infor-
mación disponible para no imponer cuotas compensato-
rias respecto de las importaciones originarias de Taiwán.

Las y los Magistrados integrantes de esta Segunda 
Sección de la Sala Superior, determinan que son INFUN-
DADOS los argumentos expuestos en los conceptos de 
impugnación en análisis, toda vez que la imposición de las 
cuotas compensatorias del producto importado de la Re-
pública Popular China, así como la no imposición respecto 
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de las importadas de Taiwán se encuentran ajustadas a 
derecho.

Previo a resolver las litis planteadas, resulta convenien-
te precisar el procedimiento del que emana la resolución 
originalmente recurrida (Sic) Diario Oficial de la Federa-
ción el 01 de octubre de 2020, consistente en los artículos 
que enseguida se reproducen:

[N.E. Se omite transcripción]

De las disposiciones jurídicas transcritas, se colige 
que la Ley de Comercio Exterior busca —entre otras 
cuestiones— regular y promover el comercio exterior, in-
tegrar adecuadamente la economía mexicana con la in-
ternacional, así como defender la planta productiva de 
prácticas desleales del comercio internacional; es de-
cir, de la importación de mercancías en condiciones de 
discriminación de precios o de subvenciones en el país 
exportador, ya sea el de origen o el de procedencia, que 
causen daño a una rama de producción nacional de mer-
cancías idénticas o similares.

Precisándose en la norma que quienes importen mer-
cancías en condiciones de prácticas desleales de comer-
cio internacional estarán obligadas al pago de cuotas 
compensatorias, las que se definen como las que se 
aplican a las mercancías importadas en condiciones 
de discriminación de precios, esto es, introducción 
de mercancías al territorio nacional a un precio infe-
rior a su valor normal o de subvención en su país de 
origen.
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También, se desprende que la determinación de la 
existencia de discriminación de precios o de subven-
ciones, del daño, de la relación causal entre ambos, 
así como el establecimiento de cuotas compensato-
rias se realizará a través de una investigación confor-
me al procedimiento administrativo previsto en esta 
ley y sus disposiciones reglamentarias.

De la misma manera, se establece que la Secretaría 
de Economía está facultada para determinar las cuo-
tas compensatorias, mismas que serán equivalentes, 
a la diferencia entre el valor normal y el precio de ex-
portación respecto de los casos de discriminación de 
precios.

Añade que las cuotas compensatorias podrán ser 
menores al margen de discriminación de precios, 
siempre y cuando sean suficientes para desalentar la 
importación de mercancías en condiciones de prácti-
cas desleales de comercio internacional.

[…]

Por otro lado, respecto al argumento señalado en el nu-
meral ii consistente en que la aplicación de una cuota com-
pensatoria menor al margen de discriminación de precios 
transgrede lo establecido en los artículos 3 y 9.1 del Acuer-
do Antidumping, pues dicha cuota debe ser suficiente para 
eliminar el daño a la producción nacional, deviene INFUN-
DADO, ya que la enjuiciada se encuentra facultada para la 
imposición de cuotas compensatorias, aún y cuando estas 
resulten menores al margen de discriminación de precios, 
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siempre y cuando sean suficientes para desalentar la im-
portación de mercancías en condiciones de prácticas des-
leales de comercio internacional.

Lo anterior, pues como punto de partida se debe tener 
presente lo que se entiende por cuota compensatoria y 
prácticas desleales de comercio internacional y discrimi-
nación de precios, lo cual quedó definido por el legisla-
dor en los artículos 3, fracción III, 28, 62 y 63, de la Ley 
de Comercio Exterior, mismos que por economía procesal 
no se transcriben, pues se insertaron con anterioridad; sin 
embargo, del contenido de estos se advierte lo siguiente:

•	 Cuotas compensatorias: se definen como el apro-
vechamiento aplicado a las mercancías importadas en 
condiciones de discriminación de precios.

Su objetivo es neutralizar los efectos negativos sobre la 
producción nacional causados por prácticas desleales 
de comercio internacional, específicamente el dumping 
(discriminación de precios).

•	 Prácticas desleales de comercio internacional: 
consisten en la importación de mercancías en condicio-
nes de discriminación de precios ya sea el de origen o 
el de procedencia, que causen daño a una rama de pro-
ducción nacional de mercancías idénticas o similares 
en los términos del artículo 39 de esta Ley.

•	 Discriminación de precios: consiste en la intro-
ducción de mercancías al territorio nacional a un precio 
inferior a su valor normal.
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En ese sentido, las cuotas compensatorias tienen como 
propósito contrarrestar las importaciones realizadas en 
condiciones de dumping (discriminación de precios) a fin 
de proporcionar a la rama de producción nacional la ga-
rantía de competir con sus símiles existentes en otros paí-
ses, y no la de desalentar la importación de mercancías 
como lo pretende la parte actora.

Ello, pues las cuotas compensatorias emanan de la 
normatividad internacional como lo es el Acuerdo So-
bre Subvenciones y Medidas Compensatorias, de la que 
los Estados Unidos Mexicanos forma parte al haberse 
adherido al Acuerdo General Sobre Aranceles Aduaneros 
y Comercio (GATT, por sus siglas en idioma inglés General 
Agreement of Tariffs and Trade), por lo que, la imposición 
de dichas cuotas, no obedece, ni constituye un procedi-
miento para dirimir casos particulares pues por su naturale-
za y trascendencia para la economía nacional, comprende 
una indagatoria de interés público, al tener como principal 
objeto proteger la producción nacional frente a prácticas 
de comercio que resulten nocivas para la misma, a través de 
una investigación que puede o no, desenlazar con la impo-
sición de las referidas cuotas compensatorias.

Por otro lado, resulta necesario imponerse del conteni-
do de los artículos 3 y 9.1 del Acuerdo Antidumping, mis-
mos que son del literal siguiente:

[N.E. Se omite transcripción]

De lo transcrito se advierte que el artículo 3 del Acuer-
do Antidumping, establece los criterios y metodología que 
deben seguir las autoridades investigadoras para determi-
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nar la existencia de daño importante, amenaza de daño o 
retraso en la creación de una rama de producción nacional 
como consecuencia de importaciones objeto de dumping.

La determinación debe basarse en pruebas positivas y 
en un examen objetivo del volumen de las importaciones 
investigadas, su efecto en los precios internos y la reper-
cusión en la rama de producción nacional.

En cuanto al volumen, se analiza si existe un aumento 
significativo en términos absolutos o relativos. Respecto a 
los precios, debe examinarse si hay subvaloración signi-
ficativa, depresión de precios o contención de aumentos. 
Ningún factor aislado es determinante.

Cuando se investigan importaciones de varios países, 
la autoridad puede evaluar sus efectos acumulativamente, 
siempre que el margen de dumping no sea de minimis, el 
volumen no sea insignificante y las condiciones de compe-
tencia lo justifiquen.

La evaluación de la repercusión en la rama nacional 
debe considerar todos los factores económicos pertinen-
tes (ventas, beneficios, producción, participación de mer-
cado, empleo, productividad, inversión, flujo de efectivo, 
entre otros), sin que alguno sea decisivo por sí mismo.

Debe demostrarse una relación causal entre las impor-
taciones objeto de dumping y el daño. Además, la auto-
ridad está obligada a analizar otros factores distintos al 
dumping que puedan estar causando daño, evitando atri-
buirles indebidamente los efectos de esos otros factores 
(principio de no atribución).
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La amenaza de daño debe basarse en hechos clara-
mente previsibles e inminentes, no en conjeturas, consi-
derando factores como el crecimiento de importaciones, la 
capacidad exportadora disponible, los efectos previsibles 
en precios y las existencias.

Por su parte, el artículo 9.1 del citado acuerdo establece 
que, aun cuando se hayan cumplido todos los requisitos 
para imponer un derecho antidumping, la decisión de es-
tablecerlo es facultativa para el Miembro Importador.

Asimismo, la autoridad puede fijar el derecho en un 
nivel igual o inferior al margen de dumping calculado. 
Se considera deseable que el derecho sea inferior al mar-
gen cuando ese nivel menor sea suficiente para eliminar 
el daño a la rama de producción nacional (principio del 
“derecho inferior” o lesser duty rule).

En ese contexto, como puede apreciarse, el artículo 3 
del Acuerdo Antidumping sólo establece la metodología a 
seguir para determinar el daño a la industria.

No obstante, como puede corroborarse, el artículo 9.1 
del Acuerdo Antidumping, establece que la autoridad se 
encuentra facultada para establecer o no la cuota com-
pensatoria, la cual puede ser igual o inferior al margen de 
discriminación de precios.

En conclusión, la autoridad demandada al emitir la re-
solución originalmente recurrida determinó un margen de 
discriminación de precios respecto a las importaciones ori-
ginarias de China, conforme a lo siguiente:
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•	 ********** (proveniente de China): 1.97 USD/kg

•	 Otras exportadoras de China: 1.53 USD/kg

Por lo que, impuso una cuota compensatoria definiti-
va para todas las exportadoras de China la consisten-
te en 0.63 USD/kg, misma que resulta menor al margen 
de discriminación de precios.

A este respecto, el hecho de que la cuota compensa-
toria resultara en menor proporción frente al margen de 
discriminación de precios calculado por la autoridad resul-
ta ajustado a derecho, pues como ya se analizó, de con-
formidad con los artículos 9.1 del Acuerdo Antidumping y 
62 de la Ley de Comercio Exterior ésta se encuentra fa-
cultada para determinar dichas cuotas, no sólo en igual 
medida que el margen de discriminación de precios, sino 
que también puede ser inferior a este, de ahí lo infundado 
del argumento sustentado por la actora.

Finalmente, es inoperante el argumento iii, consistente 
en que la autoridad no motiva ni justifica la determinación 
de aplicar una cuota compensatoria menor al margen de 
discriminación de precios y porque la misma es suficien-
te para eliminar el daño, al partir de una premisa falsa, 
pues como ya se precisó, en los puntos 501 y 502 de la 
resolución originalmente recurrida, la autoridad sí motivó y 
justificó la imposición de la cuota menor frente al cálculo 
del dumping, pues a su juicio consideró como precio no 
lesivo el precio promedio ponderado de las importaciones 
de otros orígenes durante el periodo analizado, en razón 
a que este ubicaría al precio de las importaciones de pro-
ductos planos de acero inoxidable originarias de China a 
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un nivel que le permite competir en términos leales en el 
mercado nacional.

Es aplicable la jurisprudencia 2a./J. 108/2012 (10a.), 
sustentada por la Segunda Sala de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación, publicada en el Semanario Judicial 
de la Federación y su Gaceta, Libro XIII, Octubre de 2012, 
Tomo 3, página 1326, del contenido literal siguiente:

“AGRAVIOS INOPERANTES. LO SON AQUELLOS 
QUE SE SUSTENTAN EN PREMISAS FALSAS.” [N.E. 
Se omite transcripción]

Maxime que la actora no controvierte el cálculo del mar-
gen de discriminación de precios o bien que debata por 
qué la imposición de la cuota compensatoria menor frente 
al margen de dumping no es suficiente para contrarrestar 
el daño a la industria nacional, pues únicamente sostiene 
que la enjuiciada no justificó por qué dicha cuota resultó en 
menor proporción al margen de discriminación de precios, 
situación que sí aconteció en la especie.

RESOLUCIÓN A LA LITIS b)

Ahora bien, este Cuerpo Colegiado procede al análi-
sis de la litis planteada en el inciso b), consistente en de-
terminar si la enjuiciada tomó en consideración la mejor 
información disponible para no imponer cuotas compensa-
torias respecto de las importaciones originarias de Taiwán, 
para lo cual resulta indispensable imponerse del contenido 
de los puntos 306 a 352 y 501 a 505 de la RESOLUCIÓN 
Final de la investigación antidumping sobre las importacio-
nes de productos planos de acero inoxidable originarias 
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de la República Popular China y del Taipéi Chino, inde-
pendientemente del país de procedencia, publicada en el 
Diario Oficial de la Federación el 01 de octubre de 2020, 
los cuales son del contenido literal siguiente:

[…]

En ese contexto, de lo anteriormente analizado, se tiene 
que la mejor información disponible (también denominada 
“hechos de que se tenga conocimiento”) es una facultad 
procesal consistente en que, cuando una parte:

•	 No comparece,
•	 No proporciona información necesaria,
•	 La entrega incompleta, incorrecta o extemporánea-

mente, u
•	 Obstaculiza la investigación.

La autoridad puede resolver con base en la información 
que razonablemente tenga a su alcance.

Por ello, es que debe tenerse en cuenta que:

1.	No es una sanción automática: No implica castigar 
a la parte, sino evitar que la investigación quede pa-
ralizada.

2.	Debe ser razonable y objetiva: La autoridad debe 
utilizar información verificable, pertinente y disponi-
ble en el expediente (datos oficiales, información de 
otras empresas comparecientes, publicaciones es-
pecializadas, estadísticas, etc.).
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3.	Debe privilegiarse información específica y verifi-
cable: El Anexo II exige que, cuando sea posible, se 
utilice información contrastada y no arbitraria.

4.	Su finalidad es completar vacíos probatorios, no 
presumir dumping.

En síntesis, es una regla de integración probatoria que 
permite continuar la investigación sin depender totalmente 
de la cooperación de todas las partes.

Asimismo, para la imposición de las cuotas compensa-
torias, debe acreditarse lo siguiente:

•	 Existencia de dumping (margen positivo superior a 
de minimis).

•	 Daño a la rama de producción nacional.
•	 Relación causal.

Por lo que, si al aplicar la mejor información disponible 
no se acredita margen de dumping, no se actualiza el pri-
mer presupuesto jurídico.

Por otro lado, debe tenerse que la mejor información 
disponible puede arrojar margen cero o de minimis, por lo 
que, el uso de esta figura no garantiza que el resultado sea 
un margen positivo, ya que la comparación entre:

•	 Valor normal (obtenido de información disponible ra-
zonable), y

•	 Precio de exportación (también determinado con in-
formación disponible),
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No arroja diferencia o la diferencia es de minimis, en-
tonces:

•	 No existe discriminación de precios jurídicamente re-
levante, y por tanto;

•	 No procede cuota compensatoria.

En consecuencia, como ya se señaló en párrafos ante-
riores, la cuota compensatoria es una medida correctiva y 
no punitiva, pues solo puede imponerse cuando se acredi-
ten plenamente los elementos legales, por lo que, no pue-
de presumirse dumping por falta de cooperación.

Por tanto, aun cuando se utilice la mejor información 
disponible, la autoridad:

•	 Debe realizar la comparación técnica.
•	 Debe respetar el estándar probatorio.
•	 No puede imponer cuota si el resultado es negativo.

Así, la mejor información disponible no altera la carga 
sustantiva de prueba, pues la figura sustituye información 
faltante, pero:

•	 No elimina la obligación de demostrar dumping.
•	 No permite invertir automáticamente la conclusión.
•	 No autoriza imponer cuota por simple falta de com-

parecencia.

Debido a lo anterior, si la información razonablemente 
disponible no demuestra discriminación de precios, la Se-
cretaría está jurídicamente obligada a no imponer cuota.
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Por lo expuesto, es que este Órgano Colegiado, llega 
a la conclusión de que la determinación de la autoridad 
de no imponer cuota compensatoria respecto de las de-
más empresas exportadoras de Taiwán, debido a que 
tomó en cuenta la mejor información disponible, siendo 
esta la obtenida del Sistema de Estadísticas del Comercio 
Exterior de México (SIC-M), así como de los pedimentos 
de importación y su documentación anexa referente a las 
operaciones de importación del producto objeto de inves-
tigación, los cuales fueron aportados en el procedimiento, 
se encuentra ajustado a derecho, pues la autoridad basó 
su determinación en documentación que demuestra ope-
raciones reales y no en suposiciones o presunciones.

Se estima lo anterior, pues para determinar no impo-
ner cuota compensatoria respecto de las demás empresas 
exportadoras de Taiwán la autoridad se allegó de docu-
mentación e información específica de transacciones de 
venta reales, información que no controvierte la actora, así 
como que manifieste que desconoció esa información; por 
lo que, dicha información no se encuentra en debate.

Pues como ya se precisó, la autoridad al valorar la in-
formación y documentación con la cual se acreditan ope-
raciones reales llegó a la conclusión de que no existía 
discriminación de precios o bien, existía un margen mini-
mis, por lo que la determinación de no aplicar cuota com-
pensatoria, no sólo se encuentra dentro de sus facultades, 
sino es una obligación.

Ello, toda vez que para la imposición de una cuota com-
pensatoria deben concurrir 3 elementos, esto es:
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•	 Existencia de dumping (margen positivo superior al 
de minimis).

•	 Daño a la rama de producción nacional.
•	 Relación causal.

Consecuentemente, si la autoridad estimó que no exis-
tió discriminación de precios o bien que este era minimis, 
es que no procedía la determinación de una cuota com-
pensatoria para las demás empresas exportadoras de Tai-
wán, es por ello, que este Órgano Colegiado llega a la 
conclusión de que la resolución originalmente recurrida se 
encuentra ajustada a derecho en cuanto a la no imposición 
de cuotas compensatorias respecto de las demás empre-
sas exportadoras de Taiwán, al no satisfacer los elemen-
tos de las cuotas compensatorias.

Maxime que la actora es omisa en controvertir la infor-
mación en que se basó la autoridad para determinar la 
existencia de estas.

Ello es así, pues de conformidad con el artículo 81, del 
Código Federal de Procedimientos Civiles, de aplicación 
supletoria a la ley de la materia, le corresponde a la parte 
actora acreditar los extremos de su pretensión y por tanto, 
en el procedimiento administrativo origen de la resolución 
originalmente recurrida, debió demostrar la existencia de 
discriminación de precios, lo cual es un elemento esencial 
para la imposición de cuotas compensatorias.

No es óbice a lo anterior, el argumento de la actora en 
el sentido de que sirve como hecho notorio, lo resuelto por 
la enjuiciada en las diversas resoluciones finales de inves-
tigaciones antidumping, publicadas en el Diario Oficial de 
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la Federación los días, 10 de junio de 2021, 5 de octubre 
de 2020, 27 de diciembre de 2019, 1 de julio de 2019, en 
las cuales se resolvió imponer cuotas compensatorias res-
pecto de diversos productos diferentes al investigado en la 
resolución aquí impugnada, esto es el consistente en pro-
ductos planos de acero inoxidable originarias de la Repú-
blica Popular China y del Taipéi Chino; sin embargo, tales 
determinaciones no son aplicables al caso en concreto.

Lo anterior, ya que, en el presente asunto, esta Segun-
da Sección resolvió ajustada a derecho la decisión de la 
autoridad demandada de no imponer cuota compensato-
ria respecto de las demás empresas de Taiwán, pues di-
cha resolución se encuentra fundada y motivada, ya que 
utilizó la mejor información disponible, la cual consistió en 
pedimentos de importación y anexos, la cual se trata de 
operaciones reales de mercado referentes al producto su-
jeto a investigación.

Además, no debe perderse de vista que la enjuiciada 
se encuentra facultada de conformidad con los artículos 
62 y 64 de la Ley de Comercio Exterior para imponer cuo-
tas compensatorias, con base en la mejor información dis-
ponible, aunado a que dichas cuotas no representan una 
sanción por falta de cooperación en el procedimiento de 
investigación antidumping, sino que es una medida correc-
tiva para desalentar la importación de mercancías en con-
diciones de prácticas desleales de comercio internacional.

[…]

Por lo expuesto y con fundamento en los artículos 49, 
50, fracción I, 52 fracción I de la Ley Federal de Procedi-
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miento Contencioso Administrativo, esta Segunda Sección 
de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Admi-
nistrativa.

R E S U E L V E :

I.- En el presente juicio, se acreditó la existencia de la 
resolución confirmativa ficta impugnada, de conformidad 
con lo resuelto en el Considerando Segundo del presente 
fallo.

II.- La parte actora NO PROBÓ los extremos de su pre-
tensión; en consecuencia,

III.- Por los motivos y fundamentos expuestos en esta 
sentencia se RECONOCE LA VALIDEZ de las resolucio-
nes impugnada y recurrida.

IV.- NOTIFÍQUESE.

Así lo resolvió la Segunda Sección de la Sala Superior 
del Tribunal Federal de Justicia Administrativa, de con-
formidad con los artículos 11, fracciones I y II, y 93, del 
Reglamento Interior del Tribunal Federal de Justicia Admi-
nistrativa, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 
17 de julio de 2020, en sesión celebrada de manera pre-
sencial y transmitida por medios electrónicos al público en 
general el 26 de marzo de 2026, por unanimidad de cuatro 
votos a favor de los CC. Magistrados, Dra. Magda Zulema 
Mosri Gutiérrez, Mtro. Rafael Estrada Sámano, Rafael An-
zures Uribe y Mtra. Luz María Anaya Domínguez.
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Fue ponente en el presente asunto el C. Magistrado Ra-
fael Anzures Uribe, cuya ponencia se aprobó en sus térmi-
nos.

Con fundamento en el artículo 77, fracción I, inciso a) 
del Reglamento Interior del Tribunal Federal de Justicia 
Administrativa, el Licenciado Alfonso Johnas Ham Gonzá-
lez elaboró el presente engrose el 10 de abril de 2026 y 
conforme a lo dispuesto por los artículos 55, fracción III 
y 57, fracción III de la Ley Orgánica del Tribunal Federal 
de Justicia Administrativa, en relación con el diverso 27, 
fracción III del Reglamento Interior del Tribunal Federal de 
Justicia Administrativa, firman el Magistrado Rafael Anzu-
res Uribe en su carácter de Ponente y la Magistrada Mtra. 
Luz María Anaya Domínguez, en su calidad de Presidenta 
de la Segunda Sección de la Sala Superior del Tribunal 
Federal de Justicia Administrativa, ante el Licenciado Aldo 
Gómez Garduño, Secretario Adjunto de Acuerdos de la 
Segunda Sección, quien autoriza y da fe.

De conformidad con lo dispuesto por los artículos 115 de la Ley Ge-
neral de Transparencia y Acceso a la Información Pública, fueron su-
primidos de este documento la denominación o razón social o nombre 
comercial de la parte actora y de terceros, información considerada 
legalmente como confidencial, por actualizar lo señalado en dichos 
supuestos normativos.
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CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN

IX-P-2aS-683

INCIDENTE DE INCOMPETENCIA POR RAZÓN DE TE-
RRITORIO. LA COPIA CERTIFICADA DE LA CAPTURA 
DE PANTALLA DEL MODELO DE ADMINISTRACIÓN 
TRIBUTARIA (MAT) DEBE TENERSE COMO MEDIO DE 
CONVICCIÓN IDÓNEO PARA ACREDITAR EL DOMICI-
LIO FISCAL DEL ACTOR A LA FECHA DE PRESENTA-
CIÓN DE LA DEMANDA.- De conformidad con lo previsto 
en el artículo 27 del Código Fiscal de la Federación, la 
captura de pantalla del Modelo de Administración Tribu-
taria (MAT), proviene de una base de datos oficial admi-
nistrada por una autoridad hacendaria en ejercicio de sus 
atribuciones legales, misma que contiene la información 
proporcionada por los propios contribuyentes al momento 
de su inscripción o actualización en el Registro Federal de 
Contribuyentes; en consecuencia, los datos contenidos en 
dicha base de datos tienen carácter oficial y reflejan la si-
tuación fiscal declarada por el propio causante, por lo que 
si ésta es emitida con fecha posterior a la de la presenta-
ción de la demanda, por funcionario competente del Ser-
vicio de Administración Tributaria, la documental adquiere 
el valor de documento público, conforme a lo dispuesto 
en los artículos 46 de la Ley Federal de Procedimiento 
Contencioso Administrativo y 210-A del Código Federal de 
Procedimientos Civiles, de aplicación supletoria. De esta 
manera, la captura de pantalla certificada del Modelo de 
Administración Tributaria (MAT), cumple con los requisitos 
de autenticidad, certeza y vinculación directa con los he-
chos controvertidos, por lo que debe tenerse como medio 
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de convicción idóneo para acreditar el domicilio fiscal del 
actor a la fecha de presentación de la demanda.

PRECEDENTES:

IX-P-2aS-671
Incidente de Incompetencia por Razón de Territorio Núm. 
19662/25-17-01-5/150/26-S2-06-06.- Resuelto por la Se-
gunda Sección de la Sala Superior del Tribunal Federal de 
Justicia Administrativa, en sesión de 9 de abril de 2026, 
por unanimidad de 4 votos a favor.- Magistrada Ponente: 
Luz María Anaya Domínguez.- Secretaria: Mtra. Sofía Azu-
cena de Jesús Romero Ixta.
(Tesis aprobada en sesión de 30 de abril de 2026)
R.T.F.J.A. Novena Época. Año V. No. 52. Junio 2026. p. 418

IX-P-2aS-672
Incidente de Incompetencia por Razón de Territorio Núm. 
21795/25-17-06-1/197/26-S2-06-06.- Resuelto por la Se-
gunda Sección de la Sala Superior del Tribunal Federal de 
Justicia Administrativa, en sesión de 30 de abril de 2026, 
por unanimidad de 4 votos a favor.- Magistrada Ponente: 
Luz María Anaya Domínguez.- Secretaria: Mtra. Patricia 
Vázquez Salazar.
(Tesis aprobada en sesión de 30 de abril de 2026)
R.T.F.J.A. Novena Época. Año V. No. 52. Junio 2026. p. 418

REITERACIÓN QUE SE PUBLICA:

IX-P-2aS-683
Incidente de Incompetencia por Razón de Territorio Núm. 
2797/25-11-01-7/273/26-S2-09-06.- Resuelto por la Se-
gunda Sección de la Sala Superior del Tribunal Federal de 
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Justicia Administrativa, en sesión de 14 de mayo de 2026, 
por unanimidad de 4 votos a favor.- Magistrada Ponente: 
Magda Zulema Mosri Gutiérrez.- Secretario: Mtro. José 
Antonio Rivera Vargas.
(Tesis aprobada en sesión de 14 de mayo de 2026)

EN EL MISMO SENTIDO:

IX-P-2aS-684

Incidente de Incompetencia por Razón de Territorio Núm. 
25695/25-17-05-3/135/26-S2-07-06.- Resuelto por la Se-
gunda Sección de la Sala Superior del Tribunal Federal de 
Justicia Administrativa, en sesión de 21 de mayo de 2026, 
por unanimidad de 4 votos a favor.- Magistrado Ponente: 
Rafael Anzures Uribe.- Secretaria: Lic. María Angélica Pa-
dilla Bañuelos.
(Tesis aprobada en sesión de 21 de mayo de 2026)
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DECRETO POR EL QUE SE MODIFICA EL DIVERSO 
PARA EL FOMENTO DE LA INDUSTRIA 

MANUFACTURERA, MAQUILADORA 
Y DE SERVICIOS DE EXPORTACIÓN

IX-P-2aS-685

OPERACIÓN DE MAQUILA. SU EXISTENCIA REQUIERE 
QUE LA MERCANCÍA QUE SE SOMETA A UN PROCESO 
DE TRANSFORMACIÓN O REPARACIÓN SEA IMPOR-
TADA TEMPORALMENTE (INTERPRETACIÓN DE LA 
FRACCIÓN I DEL ARTÍCULO 33 DEL DECRETO POR EL 
QUE SE MODIFICA EL DIVERSO PARA EL FOMENTO 
DE LA INDUSTRIA MANUFACTURERA, MAQUILADORA 
Y DE SERVICIOS DE EXPORTACIÓN PUBLICADO EN EL 
DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN EL 24 DE DICIEM-
BRE DE 2010).- El artículo 33, fracción I del Decreto por el 
que se Modifica el Diverso para el Fomento de la Industria 
Manufacturera, Maquiladora y de Servicios de Exportación 
publicado en el Diario Oficial de la Federación el 24 de di-
ciembre de 2010, prevé las condiciones que debe de cumplir 
una operación para que sea considerada de maquila para 
los efectos del último párrafo del artículo 2 de la Ley del 
Impuesto sobre la Renta, siendo una de ellas, que las mer-
cancías que se sometan a un proceso de transformación o 
reparación sean importadas temporalmente y se retornen 
al extranjero, inclusive mediante operaciones virtuales, de 
conformidad con lo establecido en la ley o en dicho Decreto. 
Sin que sea suficiente para considerar que existe una ope-
ración de maquila, el que la empresa respectiva cuente con 
la autorización de la Secretaría de Economía para realizar 
operaciones de manufactura o, que importe temporalmente 
algunos de los materiales utilizados en el proceso de trans-
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formación o reparación; pues el Decreto es claro al indicar, 
que la mercancía que debe de ser importada temporalmen-
te y retornada al extranjero es aquella que se somete a un 
proceso de transformación o reparación; circunstancia que 
es coincidente con la fracción III del numeral 2 del mismo 
Decreto, en el que se define como operación de maquila al 
proceso industrial o de servicio destinado a la elaboración, 
transformación o reparación de mercancías de procedencia 
extranjera importadas temporalmente para su exportación.

PRECEDENTE:

IX-P-2aS-295
Juicio Contencioso Administrativo Núm. 13/22-ERF-01-2/
AC1/788/22-S2-09-02.- Resuelto por la Segunda Sección 
de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Admi-
nistrativa, en sesión de 23 de noviembre de 2023, por una-
nimidad de 4 votos a favor.- Magistrado Ponente: Alfredo 
Salgado Loyo.- Secretaria: Lic. Sofía Azucena De Jesús 
Romero Ixta.
(Tesis aprobada en sesión de 30 de noviembre de 2023)
R.T.F.J.A. Novena Época. Año III. No. 25. Enero 2024. p. 479

REITERACIÓN QUE SE PUBLICA:

IX-P-2aS-685
Juicio Contencioso Administrativo Núm. 77/23-ERF-01-7/ 
1892/23-S2-07-02.- Resuelto por la Segunda Sección de 
la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Adminis-
trativa, en sesión de 21 de mayo de 2026, por unanimidad 
de 4 votos a favor.- Magistrado Ponente: Rafael Anzures 
Uribe.- Secretaria: Lic. María Angélica Padilla Bañuelos.
(Tesis aprobada en sesión de 21 de mayo de 2026)
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CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN

IX-P-2aS-686

VERIFICACIÓN DE LA INTEGRIDAD Y AUTORÍA DE 
DOCUMENTOS DIGITALES IMPRESOS. SE PREVÉ 
ÚNICAMENTE RESPECTO DE ACTOS ADMINISTRATI-
VOS Y NO, CON RELACIÓN A CONSTANCIAS DE NO-
TIFICACIÓN POR BUZÓN TRIBUTARIO [LEGISLACIÓN 
VIGENTE EN 2020].- De los artículos 17-I y 38, tercer a 
sexto párrafos del Código Fiscal de la Federación; en re-
lación con la Regla 2.12.3 de la Resolución Miscelánea 
Fiscal vigente en 2020; se desprende que, la integridad y 
autoría de los documentos impresos que contengan actos 
administrativos será verificable mediante los métodos es-
tablecidos por el Servicio de Administración Tributaria, a 
través de la Resolución Miscelánea Fiscal aplicable. Sin 
que tales numerales o, algún otro, prevean la verificación 
de la integridad y autoría de las constancias de las notifi-
caciones efectuadas vía buzón tributario. Por lo que, si lo 
que alega el contribuyente es la ilegalidad de la notifica-
ción derivado de la imposibilidad de verificar la integridad 
y autoría de las respectivas constancias, su argumento es 
infundado, al no existir precepto legal que obligue a la au-
toridad a que dichas constancias sean verificables de la 
misma forma que lo son los actos administrativos; debien-
do considerarse que la notificación electrónica es sólo un 
instrumento por el cual se da a conocer el acto adminis-
trativo.
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PRECEDENTES:

IX-P-2aS-583
Juicio Contencioso Administrativo Núm. 59/23-29-01-
3/43/25-S2-06-04.- Resuelto por la Segunda Sección de 
la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Adminis-
trativa, en sesión de 2 de julio de 2025, por unanimidad 
de 4 votos a favor.- Magistrada Ponente: Luz María Ana-
ya Domínguez.- Secretaria: Mtra. Sofía Azucena de Jesús 
Romero Ixta.
(Tesis aprobada en sesión de 4 de septiembre de 2025)
R.T.F.J.A. Novena Época. Año IV. No. 46. Noviembre 2025. p. 77

IX-P-2aS-584
Juicio Contencioso Administrativo Núm. 4782/21-03-01-
1/772/25-S2-09-04.- Resuelto por la Segunda Sección de 
la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Adminis-
trativa, en sesión de 24 de septiembre de 2025, por una-
nimidad de 4 votos a favor.- Magistrada Ponente: Magda 
Zulema Mosri Gutiérrez.- Secretario: Lic. Galdino Orozco 
Parejas.
(Tesis aprobada en sesión de 24 de septiembre de 2025)
R.T.F.J.A. Novena Época. Año IV. No. 46. Noviembre 2025. p. 77

REITERACIÓN QUE SE PUBLICA:

IX-P-2aS-686
Juicio Contencioso Administrativo Núm. 27937/23-17-08-
6/68/26-S2-10-04[09].- Resuelto por la Segunda Sección 
de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Ad-
ministrativa, en sesión de 21 de mayo de 2026, por una-
nimidad de 4 votos a favor.- Magistrada Ponente: Magda 
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Zulema Mosri Gutiérrez.- Secretario: Lic. Heber Aram Gar-
cía Piña.
(Tesis aprobada en sesión de 21 de mayo de 2026)
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CUARTA SALA REGIONAL 
EN NUEVO LEÓN

REGLAMENTO DE LA LEY DEL SEGURO SOCIAL 
EN MATERIA DE AFILIACIÓN, CLASIFICACIÓN DE 

EMPRESAS, RECAUDACIÓN Y FISCALIZACIÓN

IX-CASR-4NL-1

RECTIFICACIÓN DE CLASIFICACIÓN EN EL SEGURO 
DE RIESGOS DE TRABAJO. EL USO DE UN “DIABLI-
TO” DE CARGA MANUAL NO SUSTENTA POR SÍ MIS-
MO LA RECLASIFICACIÓN DE LA FRACCIÓN 632 A LA 
FRACCIÓN 633, QUE CONTEMPLA EL ARTÍCULO 196 
DEL REGLAMENTO DE LA LEY DEL SEGURO SOCIAL 
EN MATERIA DE AFILIACIÓN, CLASIFICACIÓN DE 
EMPRESAS, RECAUDACIÓN Y FISCALIZACIÓN.- La 
autoridad administrativa incurre en una indebida funda-
mentación y motivación al rectificar la clasificación de una 
empresa de la fracción 632 (compraventa sin transporte) 
a la fracción 633 (compraventa con transporte y/o equipo 
de movimiento), que contempla el artículo reglamentario, 
basándose exclusivamente en la declaración del patrón 
de poseer un “diablito” de carga. Lo anterior se debe a 
que un “diablito” es un instrumento de tracción humana y 
apoyo ergonómico que no constituye “equipo para el mo-
vimiento de mercancías”, en los términos de mayor riesgo 
a que alude la fracción 633. Para que dicha reclasificación 
sea legal, deben considerarse los siguientes elementos: 
1) La naturaleza del equipo, que debe ser de tal magnitud 
que incremente el riesgo de manera considerable, como 
montacargas o camiones motorizados, 2) La logística de 
entrega, la fracción 633 implica que el patrón tiene la obli-
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gación de contar con medios de transporte para entregar 
mercancías en puntos específicos (domicilios), asumiendo 
riesgos de tránsito y maniobras en vía pública y 3) Car-
ga de la prueba, el Instituto Mexicano del Seguro Social 
debe demostrar, preferentemente mediante una visita de 
inspección, que los trabajadores operan efectivamente 
equipo motorizado como parte esencial de su jornada. 
En esa tesitura, la simple declaración de tenencia de un 
“diablito”, resulta insuficiente para motivar la rectificación 
de la clasificación para efectos de la cobertura del seguro de 
riesgos de trabajo.

Juicio Contencioso Administrativo Núm. 4999/25-06-04-8.- 
Resuelto por la Cuarta Sala Regional en Nuevo León del 
Tribunal Federal de Justicia Administrativa, el 11 de marzo 
de 2026, por unanimidad de votos.- MPML. Mario Rodrí-
guez Junco.- Secretario: Lic. Alberto Muñoz Giles.



Criterio Aislado� 137
Regionales

Tribunal Federal de Justicia Administrativa
Revista Núm. 53, Julio 2026

SALA REGIONAL EN GUANAJUATO II

LEY DE LOS IMPUESTOS GENERALES 
DE IMPORTACIÓN Y DE EXPORTACIÓN

IX-CASR-GTOII-2

REGLA GENERAL 2, INCISO A), DE LA FRACCIÓN I, 
DEL ARTÍCULO 2°, DE LA LEY DE LOS IMPUESTOS 
GENERALES DE IMPORTACIÓN Y DE EXPORTACIÓN. 
NO ES APLICABLE A LOS CASCOS O CAMPANAS 
DE FIELTRO QUE CONSTITUYEN MATERIA PRIMA O 
PRODUCTOS SEMIELABORADOS PARA LA ELABO-
RACIÓN DE SOMBREROS.- La Regla en comento, prevé 
que la referencia a un artículo en una partida arancelaria 
comprende también a aquél que se presente incompleto 
o sin terminar, siempre que conserve las características 
esenciales del artículo completo o terminado, por lo que 
la aplicación de dicha disposición exige que la mercan-
cía permita identificar de manera inequívoca el producto 
final, atendiendo a su naturaleza y función económica. En 
ese tenor, los cascos o campanas de fieltro de lana fabri-
cados sobre una forma cónica básica, cuyos bordes no 
han sido moldeados para formar alas extendidas en plano, 
aun cuando presenten un ligero redondeado en el ápice o 
un estiramiento en los bordes, no constituyen sombreros 
terminados, ni conservan sus características esenciales, 
sino que se clasifican como materia prima o productos 
semielaborados para su elaboración, lo que es acorde a 
lo contemplado en la Nota Explicativa de la partida 65.01 
de la Tarifa Arancelaria publicada en el Diario Oficial de 
la Federación el 2 de julio de 2007. Por tanto, cuando 
de las pruebas aportadas se advierte que dichas mercan-
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cías requieren procesos posteriores, tales como de endu-
recimiento, adición de químicos y perfeccionamiento de su 
forma para adquirir la configuración definitiva de un som-
brero, no resulta aplicable la Regla General 2, inciso a), de 
la fracción I, del artículo 2° de la Ley de los Impuestos Ge-
nerales de Importación y de Exportación y su clasificación 
arancelaria debe realizarse en la partida correspondiente 
a los insumos, y no en la prevista para los sombreros ter-
minados.

Juicio Contencioso Administrativo Núm. 1028/24-30-01-3-
OT.- Resuelto por la Sala Regional en Guanajuato II del 
Tribunal Federal de Justicia Administrativa, el 12 de enero 
de 2026, por unanimidad de votos.- Magistrado Instructor: 
Francisco Enrique Valdovinos Elizalde.- Secretario: Lic. 
Jesús García Andrade.
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SEGUNDA SALA REGIONAL EN PUEBLA

MANUAL PARA JUZGAR CON PERSPECTIVA
DE GÉNERO EN MATERIA ADMINISTRATIVA

IX-CASR-2PUE-2

REPARACIÓN DEL DAÑO. PARA RESOLVER DE FOR-
MA INTEGRAL EN CASO DE MUJERES CISGÉNERO, 
DEBE REALIZARSE UN ANÁLISIS COMPLETO DE 
LOS DERECHOS HUMANOS VIOLADOS POR LA AC-
TIVIDAD IRREGULAR DEL ESTADO.- De acreditarse la 
existencia de la actividad irregular imputada a la autori-
dad demandada y tratándose de daño obstétrico causado 
a una mujer cisgénero; al momento de determinar el de-
recho subjetivo a la reparación, la Sala tiene la obligación 
prevista en el artículo 1° de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, de observar los mandatos 
convencionales que forman parte del parámetro de con-
trol constitucional, en los que se advierten los deberes en 
materia de derechos humanos a cargo del Estado mexica-
no en la prevención, sanción y erradicación de la violencia 
contra las mujeres, para determinar los derechos violados 
a la promovente, y resolver desde una perspectiva de gé-
nero. En este contexto, al tratarse de una mujer cisgéne-
ro y dadas sus características biológicas al momento en 
que ocurrieron los hechos, debe tomarse en consideración 
su edad, si padece alguna patología propia de su géne-
ro, entre otros aspectos; a fin de garantizar el acceso a la 
justicia, en términos del “Manual para juzgar con perspec-
tiva de género en materia administrativa”, y realizar una 
reparación de daño integral, conforme al daño causado y 
derechos vulnerados. 
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Juicio Contencioso Administrativo Núm. 464/25-12-02-5.- 
Resuelto por la Segunda Sala Regional en Puebla del Tri-
bunal Federal de Justicia Administrativa, el 7 de noviembre 
de 2025, por unanimidad de votos.- Magistrado Instructor: 
Antonio Miranda Morales.- Secretaria: Lic. Laura Amigón 
Pelaxtla.



Criterio Aislado� 141
Regionales

Tribunal Federal de Justicia Administrativa
Revista Núm. 53, Julio 2026

SALA REGIONAL EN QUINTANA ROO 
Y AUXILIAR

LEY FEDERAL DE PROCEDIMIENTO
CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO

IX-CASR-QR-2

SOLICITUD DE INDEMNIZACIÓN POR SERVIDUM-
BRE LEGAL DE PASO. EL TRIBUNAL FEDERAL DE 
JUSTICIA ADMINISTRATIVA NO TIENE COMPETEN-
CIA MATERIAL PARA CONOCER DE LOS JUICIOS 
EN LOS QUE SE IMPUGNEN RESOLUCIONES ME-
DIANTE LAS CUALES LA COMISIÓN FEDERAL DE 
ELECTRICIDAD DETERMINA QUE NO PUEDE AC-
CEDER, POR LO QUE RESULTA IMPROCEDENTE EL 
JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO.- Del estudio 
realizado a los artículos 104, fracción II, de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos,1108 del Código 
Civil Federal, 5, 42, 71, 78 y 79, fracción I, de la Ley de la 
Industria Eléctrica; así como a los diversos 3, y 118 de la Ley 
de la Comisión Federal de Electricidad, vigentes, se des-
prende que la negativa de pago de la indemnización por 
la servidumbre de paso solicitada a la Comisión Federal 
de Electricidad, corresponde a la materia civil y no a la 
administrativa; por lo que, dicha controversia debe resol-
verse en esa vía y no en la contenciosa administrativa. 
Ahora bien, la resolución de referencia no constituye una 
resolución definitiva impugnable ante el Tribunal Federal 
de Justicia Administrativa; puesto que no se actualiza 
ninguno de los supuestos de procedencia previstos en 
el artículo 3, de la Ley Orgánica del Tribunal Federal de 
Justicia Administrativa, por tratarse de un acto en materia 
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civil. En consecuencia, al no tener este Tribunal compe-
tencia material para conocer de la resolución mencionada, 
debe decretarse la improcedencia del juicio, conforme lo 
dispone el artículo 8, fracción II, con relación al artículo 9, 
fracción II, de la Ley Federal de Procedimiento Contencio-
so Administrativo. 

Juicio Contencioso Administrativo en Línea Núm. 0060- 
2025-02-C-23-01-02-03-L.- Resuelto por la Sala Regional 
en Quintana Roo y Auxiliar del Tribunal Federal de Justicia 
Administrativa, el 2 de diciembre de 2025, por unanimi-
dad de votos.- Magistrado Instructor por Ministerio de Ley: 
Jhonny Alexander López Ramírez.- Secretaria: Lic. Martha 
Laura Salas Torres.
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SALA ESPECIALIZADA EN MATERIA 
DE PROPIEDAD INTELECTUAL

LEY FEDERAL DEL DERECHO DE AUTOR

IX-CASE-PI-18

RESERVA DE DERECHOS AL USO EXCLUSIVO. ANÁ-
LISIS DE SEMEJANZA EN GRADO DE CONFUSIÓN 
TRATÁNDOSE DE PERSONAJES HUMANOS DE CA-
RACTERIZACIÓN, FICTICIOS O SIMBÓLICOS.- De la 
interpretación de los artículos 173, fracción III y 188, frac-
ción I, inciso a), de la Ley Federal del Derecho de Autor, 
se desprende que no son materia de reserva de derechos, 
entre otros, los nombres, las características físicas o psi-
cológicas de los personajes humanos de caracterización, 
o ficticios o simbólicos, cuando por su identidad o seme-
janza gramatical, fonética, visual o conceptual puedan in-
ducir a error o confusión con respecto a otra previamente 
otorgada o en trámite; por lo tanto, será negado el registro. 
Ahora bien, debe precisarse que para realizar el análisis 
de semejanza en grado de confusión, tratándose de re-
servas de derechos al uso exclusivo, es necesario aplicar 
por analogía ciertos principios y criterios que se utilizan en 
el ámbito marcario para determinar cuándo existe simili-
tud entre signos distintivos, y por ende, no puedan coexistir; 
sin perder de vista las particularidades de la figura de 
reserva de derechos. Por lo anterior, para poder analizar 
la semejanza en grado de confusión tratándose de reser-
vas de derechos al uso exclusivo sobre personajes humanos 
de caracterización, ficticios o simbólicos, deben tomarse en 
cuenta, no solo los nombres de los personajes; es decir, no 
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basta con que los nombres de los personajes sean idénti-
cos o tengan algunas similitudes, sino que deben tomarse 
en conjunto todas las características físicas y psicológicas 
de los personajes para determinar si existe o no semejan-
za en grado de confusión.

Juicio Contencioso Administrativo Núm. 2093/25-EPI-
01-8.- Resuelto por la Sala Especializada en Materia de 
Propiedad Intelectual del Tribunal Federal de Justicia Ad-
ministrativa, el 27 de febrero de 2026, por unanimidad de 
votos.- Magistrada Instructora: Elizabeth Ortiz Guzmán.- 
Secretario: Lic. Francisco Javier Islas Hernández.
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TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA
PLENO JURISDICCIONAL DE LA SALA SUPERIOR
ACUERDO G/08/26

SE FIJA LA JURISPRUDENCIA N° IX-J-SS-164

Con fundamento en lo dispuesto por los artículos 77 
de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Ad-
ministrativo y 17, fracción II, de la Ley Orgánica del Tri-
bunal Federal de Justicia Administrativa, al haberse 
resuelto la contradicción de sentencias 212/25-18-01-2/
YOTROS9/1306/25-PL-01-01, el 29 de abril de 2026, por 
unanimidad de 9 votos a favor, se fija la jurisprudencia N° 
IX-J-SS-164, bajo el siguiente rubro y texto:

COMPETENCIA MATERIAL. ES SUFICIENTE LA 
CITA DE LAS FRACCIONES IX Y XI DEL ARTÍCULO 
49 DEL REGLAMENTO INTERIOR DEL SERVICIO 
DE ADMINISTRACIÓN TRIBUTARIA PARA TENER 
POR DEBIDAMENTE FUNDADA LA COMPETENCIA 
DE LA AUTORIDAD QUE EMITE EL OFICIO CON EL 
QUE SE DA INICIO AL PROCEDIMIENTO SANCIO-
NADOR. La Ley Federal para la Prevención e Identifi-
cación de Operaciones con Recursos de Procedencia 
Ilícita, prevé, para el cumplimiento eficaz de sus fines, 
dos procedimientos distintos: el de verificación y el san-
cionador. Si bien son independientes, guardan una con-
tinuidad teleológica, en tanto se encuentran orientados 
a garantizar los objetivos de dicha legislación, razón por 
la cual se sujetan a la Ley Federal de Procedimiento 
Administrativo. En consecuencia, al ser el inicio del Pro-
cedimiento Sancionador, el resultado del diverso de ve-
rificación en el que se detectaron conductas infractoras 
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es suficiente que, en el oficio de inicio se invoquen las 
fracciones IX y XI, del artículo 49 del Reglamento Inte-
rior del Servicio de Administración Tributaria, ya que di-
chas disposiciones otorgan a la Administración General 
de Auditoría Fiscal Federal facultades para hacer del 
conocimiento los hechos u omisiones advertidos y, en 
su caso, imponer las sanciones correspondientes.

Así lo acordó el Pleno Jurisdiccional de la Sala Supe-
rior del Tribunal Federal de Justicia Administrativa, por 
unanimidad de votos, en sesión ordinaria celebrada el 
veintinueve de abril de dos mil veintiséis, ordenándose su 
publicación en la Revista de este Órgano Jurisdiccional.- 
Firman el Magistrado José Ramón Amieva Gálvez, Presi-
dente del Tribunal Federal de Justicia Administrativa y la 
Licenciada Julia Arredondo Hernández, Secretaria Gene-
ral de Acuerdos, quien da fe.
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TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA
PLENO JURISDICCIONAL DE LA SALA SUPERIOR
ACUERDO G/09/26

SE FIJA LA JURISPRUDENCIA N° IX-J-SS-165

Con fundamento en lo dispuesto por los artículos 77 
de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Ad-
ministrativo y 17, fracción II, de la Ley Orgánica del Tri-
bunal Federal de Justicia Administrativa, al haberse 
resuelto la contradicción de sentencias 2765/24-07-03-1/
YOTRO/1259/25-PL-02-01, el 29 de abril de 2026, por ma-
yoría de 6 votos a favor y 3 votos en contra, se fija la juris-
prudencia N° IX-J-SS-165, bajo el siguiente rubro y texto:

JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO FEDERAL. 
PROCEDE LA DEVOLUCIÓN DEL PAGO RELATIVO 
A LOS SERVICIOS PRESTADOS POR UNA EMPRE-
SA PRIVADA POR CONCEPTO DE ARRASTRE, MA-
NIOBRA, SERVICIO Y DEPÓSITO DE VEHÍCULOS 
CUANDO SE DECLARA LA NULIDAD DEL ACTO 
QUE LOS ORIGINÓ. El pago por los servicios presta-
dos por concepto de arrastre, maniobra, servicio y de-
pósito vehicular tiene su origen en la ejecución de un 
acto administrativo en donde se determinó la medida 
de aseguramiento sobre el vehículo de un particular. En 
el supuesto que, dicho acto sea declarado nulo y haya 
quedado firme, se extingue la base jurídica que justificó 
esta erogación, motivo por el cual es procedente la de-
volución de las cantidades cubiertas en caso de ser so-
licitadas por el actor. Dicha determinación se mantiene 
aun cuando el pago haya sido realizado por el particular 
a una empresa privada, ya que esta actúa como auxiliar 
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en las funciones de la autoridad demandada. En con-
secuencia, la responsabilidad económica de resarcir el 
pago efectuado por el particular recae sobre la autoridad 
enjuiciada, conforme al derecho a la tutela jurisdiccional 
efectiva, reconocido en el artículo 17 constitucional, así 
como en lo dispuesto por el artículo 52, fracción V, inci-
so a) y b), de la Ley Federal de Procedimiento Conten-
cioso Administrativo, la restitución económica resulta 
necesaria para restablecer plenamente al particular el 
ejercicio de los derechos que le fueron vulnerados.

Así lo acordó el Pleno Jurisdiccional de la Sala Superior 
del Tribunal Federal de Justicia Administrativa, por mayo-
ría de votos, en sesión ordinaria celebrada el veintinueve 
de abril de dos mil veintiséis, ordenándose su publicación 
en la Revista de este Órgano Jurisdiccional.- Firman el 
Magistrado José Ramón Amieva Gálvez, Presidente del 
Tribunal Federal de Justicia Administrativa y la Licenciada 
Julia Arredondo Hernández, Secretaria General de Acuer-
dos, quien da fe.
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TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA
SALA SUPERIOR-SEGUNDA SECCIÓN.
ACUERDO G/S2/16/2026.

SE FIJA LA JURISPRUDENCIA IX-J-2aS-110.

Con fundamento en lo dispuesto por los artículos 75 y 
76 de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Admi-
nistrativo, 18, fracción VII, de la Ley Orgánica del Tribunal 
Federal de Justicia Administrativa y 76, fracción I, del Re-
glamento Interior de este Órgano Colegiado; y toda vez 
que se han resuelto en el mismo sentido cinco juicios con-
tencioso administrativos, se fija la jurisprudencia número 
IX-J-2aS-110, de la Segunda Sección de la Sala Superior 
del Tribunal Federal de Justicia Administrativa, bajo el si-
guiente rubro y texto:

FE DE HECHOS NOTARIAL.- NO ES UNA PRUEBA 
IDÓNEA PARA DEMOSTRAR LA LOCALIZACIÓN 
DEL CONTRIBUYENTE EN SU DOMICILIO FISCAL.- 
En primer término, la idoneidad de una prueba ha sido 
identificada con la suficiencia para obtener un resultado 
previamente determinado o determinable, esto es, una 
prueba será más idónea que otra en la medida de que 
aporte elementos suficientes para demostrar al juzga-
dor el hecho que se pretende demostrar. Bajo ese orden 
de ideas debe señalarse que la actividad del fedatario 
no genera actos de autoridad, pues no actúa unilateral-
mente para crear, modificar o extinguir por sí o ante sí 
situaciones jurídicas que afectan la esfera legal de los 
particulares, sino que solo da fe de los hechos que des-
cribe en sus actas. Por tales motivos, una fe de hechos 
no es una prueba idónea para demostrar la localización 
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de un contribuyente en su domicilio fiscal, dado que los 
notarios públicos no son autoridades, máxime que en 
sus funciones no está comprendida la verificación del 
domicilio fiscal. No es óbice que los notarios públicos 
estén dotados, por ley, de fe pública, y tengan la función 
de dar certeza jurídica, en virtud de que el criterio ex-
puesto no desconoce dicha fe pública, sino se refiere a 
que dentro de sus funciones no se encuentra la verifica-
ción del domicilio fiscal, puesto que ello le corresponde 
a la autoridad fiscal conforme al procedimiento previsto 
en el artículo 41-B del Código Fiscal de la Federación.

PRECEDENTES:

VIII-P-2aS-68
Juicio Contencioso Administrativo Núm. 1079/15-16-01-
5/2296/16-S2-07-04.- Resuelto por la Segunda Sección 
de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Ad-
ministrativa, en sesión de 14 de marzo de 2017, por ma-
yoría de 4 votos a favor y 1 voto en contra.- Magistrada 
Ponente: Magda Zulema Mosri Gutiérrez.- Secretario: 
Lic. Juan Carlos Perea Rodríguez.
(Tesis aprobada en sesión de 20 de abril de 2017)
R.T.F.J.A. Octava Época. Año II. No. 10. Mayo 2017. p. 237

VIII-P-2aS-646
Juicio Contencioso Administrativo Núm. 2493/18-21- 
01-2-OT/540/19-S2-10-04.- Resuelto por la Segunda 
Sección de la Sala Superior del Tribunal Federal de Jus-
ticia Administrativa, en sesión realizada a distancia el 6 
de agosto de 2020, por unanimidad de 5 votos a favor.- 
Magistrado Ponente: Carlos Mena Adame.- Secretario: 
Lic. Michael Flores Rivas.
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(Tesis aprobada en sesión a distancia de 6 de agosto 
de 2020)
R.T.F.J.A. Octava Época. Año V. No. 46. Septiembre 2020. 
p. 276

VIII-P-2aS-669
Juicio Contencioso Administrativo Núm. 6527/18-07-
01-8/280/19-S2-10-04.- Resuelto por la Segunda Sec-
ción de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia 
Administrativa, en sesión realizada a distancia el 15 de 
octubre de 2020, por unanimidad de 5 votos a favor.- 
Magistrado Ponente: Carlos Mena Adame.- Secretaria: 
Lic. Rosalía Álvarez Salazar.
(Tesis aprobada en sesión a distancia de 15 de octubre 
de 2020)
R.T.F.J.A. Octava Época. Año V. No. 48. Noviembre 2020. p. 276

IX-P-2aS-378
Juicio Contencioso Administrativo Núm. 433/18-07-01-
6/337/24-S2-06-04.- Resuelto por la Segunda Sección 
de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Ad-
ministrativa, en sesión de 20 de junio de 2024, por una-
nimidad de 4 votos a favor.- Magistrada Ponente: Luz 
María Anaya Domínguez.- Secretaria: Lic. Lilia López 
García.
(Tesis aprobada en sesión de 20 de junio de 2024)
R.T.F.J.A. Novena Época. Año III. No. 32. Agosto 2024. p. 365

IX-P-2aS-637
Juicio Contencioso Administrativo Núm. 75/24-EC2-01-
2/278/25-S2-10-04.- Resuelto por la Segunda Sección 
de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Ad-
ministrativa, en sesión de 18 de febrero de 2026, por 
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unanimidad de 4 votos a favor.- Magistrado Ponente: 
Carlos Mena Adame.- Magistrada encargada del engro-
se: Magda Zulema Mosri Gutiérrez.- Secretario: Lic. He-
ber Aram García Piña.
(Tesis aprobada en sesión de 18 de febrero de 2026)
R.T.F.J.A. Novena Época. Año V. No. 50. Abril 2026. p. 212

Así lo acordó la Segunda Sección de la Sala Superior 
del Tribunal Federal de Justicia Administrativa, en la sesión 
pública ordinaria el diez de junio de dos mil veintiséis.- Fir-
man, la Magistrada Maestra Luz María Anaya Domínguez, 
Presidenta de la Segunda Sección y el Licenciado Aldo 
Gómez Garduño, Secretario Adjunto de Acuerdos de la 
Segunda Sección, quien da fe.
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TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA
SALA SUPERIOR-SEGUNDA SECCIÓN.
ACUERDO G/S2/17/2026.

SE FIJA LA JURISPRUDENCIA IX-J-2aS-111.

Con fundamento en lo dispuesto por los artículos 75 y 
76 de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Admi-
nistrativo, 18, fracción VII, de la Ley Orgánica del Tribunal 
Federal de Justicia Administrativa y 76, fracción I, del Re-
glamento Interior de este Órgano Colegiado; y toda vez 
que se han resuelto en el mismo sentido cinco juicios con-
tencioso administrativos, se fija la jurisprudencia número 
IX-J-2aS-111, de la Segunda Sección de la Sala Superior 
del Tribunal Federal de Justicia Administrativa, bajo el si-
guiente rubro y texto:

CONFLICTO DE COMPETENCIA POR RAZÓN DE 
MATERIA. ES IMPROCEDENTE CUANDO DERI-
VA DE LA DETERMINACIÓN DE RECONDUCCIÓN 
DE VÍA REALIZADA EN TÉRMINOS DEL ARTÍCU-
LO 58-19, FRACCIÓN III, DE LA LEY FEDERAL DE 
PROCEDIMIENTO CONTENCIOSO ADMINISTRATI-
VO.- Conforme a lo previsto en el artículo 30, párrafos 
cuarto y quinto, de la Ley Federal de Procedimiento 
Contencioso Administrativo, el conflicto de competencia 
por materia entre las Salas de este Tribunal se suscita 
cuando se presenta un asunto en una Sala Regional 
que por materia corresponda a una Sala Especializa-
da. Así, el procedimiento previsto implica que la primera 
se declarará incompetente y comunicará su resolución 
a la que en su opinión corresponde conocer del juicio, 
enviándole los autos; y si esta última decide rechazar 
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el conocimiento del caso, entonces someterá el asunto al 
conocimiento de la Sección de la Sala Superior del Tri-
bunal Federal de Justicia Administrativa que por turno 
corresponda, para que se decida dicho conflicto com-
petencial. Por su parte, en la reconducción de vía de un 
juicio de resolución exclusiva de fondo, es el Magistra-
do Instructor de la Sala Especializada, quien examina 
la procedencia y, de advertir que en la demanda solo 
se plantearon conceptos de impugnación de forma o 
procedimiento, la remite a la Oficialía de Partes Común 
para que se ingrese como juicio en la vía tradicional, 
lo anterior en términos del artículo 58-19, fracción III, 
de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Admi-
nistrativo. Consecuentemente resulta improcedente el 
conflicto competencial por materia que se plantea por 
una Sala Regional cuando tiene como antecedente la 
determinación de reconducción de la vía del Magistrado 
Instructor de la Sala Especializada, porque la remisión 
del asunto que este efectúa obedece al procedimiento 
especial previsto para la reconducción de la vía; e in-
cluso, se trata de una determinación realizada solo por 
el Magistrado Instructor y no por todos los Magistrados 
integrantes del Órgano Colegiado, tal y como lo exige el 
numeral 30, cuarto párrafo, de la Ley Federal de Proce-
dimiento Contencioso Administrativo.

PRECEDENTES:

VIII-P-2aS-461
Conflicto de Competencia por Razón de Materia Núm. 
122/18-ERF-01-7/987/19-17-05-7/199/19-S2-06-06.- 
Resuelto por la Segunda Sección de la Sala Superior 
del Tribunal Federal de Justicia Administrativa, en se-
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sión de 23 de mayo de 2019, por mayoría de 4 votos 
a favor y 1 voto en contra.- Magistrado Ponente: Juan 
Manuel Jiménez Illescas.- Secretario: Lic. Aldo Blan-
quel Vega.
(Tesis aprobada en sesión de 23 de mayo de 2019)
R.T.F.J.A. Octava Época. Año IV. No. 36. Julio 2019. p. 206

VIII-P-2aS-554
Conflicto de Competencia por Razón de Materia Núm. 
14420/19-17-09-4/46/19-ERF-01-3/1266/19-S2-06-06.- 
Resuelto por la Segunda Sección de la Sala Superior 
del Tribunal Federal de Justicia Administrativa, en se-
sión de 29 de octubre de 2019, por mayoría de 4 votos 
a favor y 1 voto en contra con voto particular del Magis-
trado Alfredo Salgado Loyo.- Magistrado Ponente: Juan 
Manuel Jiménez Illescas.- Secretario: Lic. David Alejan-
dro Alpide Tovar.
(Tesis aprobada en sesión de 29 de octubre de 2019)
R.T.F.J.A. Octava Época. Año IV. No. 41. Diciembre 2019. 
p. 183

IX-P-2aS-245
Conflicto de Competencia por Razón de Materia Núm. 
3035/22-01-01-5/156/22-ERF-01-8/29654/22-17-10-
3/563/23-S2-06-06[09].- Resuelto por la Segunda Sec-
ción de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia 
Administrativa, en sesión de 17 de agosto de 2023, por 
unanimidad de 4 votos a favor.- Magistrado Ponente: 
Alfredo Salgado Loyo.- Secretario: Lic. Galdino Orozco 
Parejas.
(Tesis aprobada en sesión de 17 de agosto de 2023)
R.T.F.J.A. Novena Época. Año II. No. 22. Octubre 2023. p. 178
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IX-P-2aS-510
Conflicto de Competencia por Razón de Materia Núm. 
111/24-ERF-01-9/25085/24-17-02-4/14/25-S2-08-06.- 
Resuelto por la Segunda Sección de la Sala Superior 
del Tribunal Federal de Justicia Administrativa, en se-
sión de 13 de febrero de 2025, por unanimidad de 4 
votos a favor.- Magistrado Ponente: Rafael Estrada Sá-
mano.- Secretaria: Mtra. Elizabeth Camacho Márquez.
(Tesis aprobada en sesión de 13 de febrero de 2025)
R.T.F.J.A. Novena Época. Año IV. No. 39. Marzo 2025. p. 171

IX-P-2aS-639
Conflicto de Competencia por Razón de Materia Núm. 
116/25-ERF-01-3/19518/25-17-07-7/1435/25-S2-08- 
06.- Resuelto por la Segunda Sección de la Sala Supe-
rior del Tribunal Federal de Justicia Administrativa, en 
sesión de 18 de febrero de 2026, por unanimidad de 4 
votos a favor.- Magistrado Ponente: Rafael Estrada Sá-
mano.- Secretaria: Lic. Emma Aguilar Orihuela.
(Tesis aprobada en sesión de 18 de febrero de 2026)
R.T.F.J.A. Novena Época. Año V. No. 50. Abril 2026. p. 218

Así lo acordó la Segunda Sección de la Sala Superior 
del Tribunal Federal de Justicia Administrativa, en la sesión 
pública ordinaria el diez de junio de dos mil veintiséis.- Fir-
man, la Magistrada Maestra Luz María Anaya Domínguez, 
Presidenta de la Segunda Sección y el Licenciado Aldo 
Gómez Garduño, Secretario Adjunto de Acuerdos de la 
Segunda Sección, quien da fe.
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TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA
SALA SUPERIOR-SEGUNDA SECCIÓN.
ACUERDO G/S2/18/2026.

SE FIJA LA JURISPRUDENCIA IX-J-2aS-112.

Con fundamento en lo dispuesto por los artículos 75 y 
76 de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Admi-
nistrativo, 18, fracción VII, de la Ley Orgánica del Tribunal 
Federal de Justicia Administrativa y 76, fracción I, del Re-
glamento Interior de este Órgano Colegiado; y toda vez 
que se han resuelto en el mismo sentido cinco juicios con-
tencioso administrativos, se fija la jurisprudencia número 
IX-J-2aS-112, de la Segunda Sección de la Sala Superior 
del Tribunal Federal de Justicia Administrativa, bajo el si-
guiente rubro y texto:

IMPUESTO GENERAL DE IMPORTACIÓN. RESULTA 
ILEGAL LA DETERMINACIÓN DE SU BASE GRA-
VABLE CUANDO LA AUTORIDAD OPTA POR DE-
TERMINAR EL VALOR DE LAS MERCANCÍAS CON 
BASE EN LA CONSULTA REALIZADA A UNA PÁGI-
NA DE INTERNET Y ES OMISA EN CERTIFICAR EL 
CONTENIDO DE LA MISMA.- Conforme a lo dispues-
to por el artículo 7, punto 1, inciso c), del artículo VII 
del Acuerdo General sobre aranceles aduaneros y co-
mercio de 1994, el valor en aduana de las mercancías 
importadas puede determinarse sobre la base de los 
datos disponibles en el país de importación, tal como 
puede ser una página de internet. En esa tesitura, si la 
autoridad fiscal opta por determinar el valor de las mer-
cancías, con base en la consulta realizada a una página 
de internet, debe otorgar seguridad jurídica al particu-



Acuerdo� 159
Segunda Sección

Tribunal Federal de Justicia Administrativa
Revista Núm. 53, Julio 2026

lar, precisando los siguientes elementos: 1. La página 
de internet donde se obtuvo la información; 2. La fe-
cha de consulta; 3. El contenido de la referida página 
de internet; 4. Certificar el contenido de la misma y; 5. 
Establecer los elementos que sirvieron como base para 
valorar las mercancías. De modo tal que, la omisión de 
certificar la página de internet en la que se basó la auto-
ridad para la determinación del impuesto que nos ocu-
pa, trae como consecuencia que la información utilizada 
para tal efecto, no pueda considerarse bajo criterios ra-
zonables y compatibles con los principios y disposicio-
nes del artículo 7 del GAAT; en la medida en que no se 
acredita su existencia, veracidad ni disponibilidad para 
su posterior consulta. Lo cual torna ilegal la determina-
ción de la base gravable del impuesto general de impor-
tación, por estar insuficientemente motivada. No obsta 
el hecho de que el artículo 210 del Código Federal de 
Procedimientos Civiles (de aplicación supletoria a la Ley 
Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo), 
indique que se reconoce como prueba la información 
generada o comunicada que conste en medios electró-
nicos; ya que el párrafo segundo del mismo precepto 
legal, señala que para valorar la fuerza probatoria de 
la información obtenida de páginas de internet, se es-
timará primordialmente la fiabilidad del método en que 
haya sido generada y, en su caso, si es posible atribuir 
a las personas obligadas el contenido de la información 
relativa y ser accesible para su ulterior consulta.

PRECEDENTES:

IX-P-2aS-155
Juicio Contencioso Administrativo Núm. 2756/21-04- 
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01-7-OT/1972/21-S2-06-03.- Resuelto por la Segunda 
Sección de la Sala Superior del Tribunal Federal de Jus-
ticia Administrativa, en sesión de 12 de enero de 2023, 
por unanimidad de 4 votos a favor.- Magistrado Ponen-
te: Juan Manuel Jiménez Illescas.- Secretaria: Lic. Lour-
des Alejandra Fernández Ortega.
(Tesis aprobada en sesión de 2 de febrero de 2023)
R.T.F.J.A. Novena Época. Año II. No. 15. Marzo 2023. p. 168

IX-P-2aS-306
Juicio Contencioso Administrativo Núm. 5107/22-04-01-
1/1050/23-S2-07-03[10].- Resuelto por la Segunda Sec-
ción de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia 
Administrativa, en sesión de 18 de enero de 2024, por 
unanimidad de 4 votos a favor.- Magistrado Ponente: 
Carlos Mena Adame.- Secretaria: Lic. Gabriela Mendo-
za Flores.
(Tesis aprobada en sesión de 18 de enero de 2024)
R.T.F.J.A. Novena Época. Año III. No. 26. Febrero 2024. p. 456

IX-P-2aS-359
Juicio Contencioso Administrativo Núm. 855/23-EC1-
01-6/54/24-S2-08-04.- Resuelto por la Segunda Sec-
ción de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia 
Administrativa, en sesión de 2 de mayo de 2024, por 
unanimidad de 4 votos a favor.- Magistrado Ponente: 
Rafael Estrada Sámano.- Secretaria: Mtra. Elizabeth 
Camacho Márquez.
(Tesis aprobada en sesión de 2 de mayo de 2024)
R.T.F.J.A. Novena Época. Año III. No. 30. Junio 2024. p. 153

IX-P-2aS-642
Juicio Contencioso Administrativo Núm. 2737/24-05-02-
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5/760/25-S2-07-01[06].- Resuelto por la Segunda Sec-
ción de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia 
Administrativa, en sesión de 25 de febrero de 2026, por 
unanimidad de 4 votos a favor.- Magistrada Ponente: 
Luz María Anaya Domínguez.- Secretaria: Lic. Julia 
Arredondo Hernández.- Secretaria encargada del en-
grose: Lic. Patricia Vázquez Salazar.
(Tesis aprobada en sesión de 25 de febrero de 2026)
R.T.F.J.A. Novena Época. Año V. No. 50. Abril 2026. p. 227

IX-P-2aS-643
Juicio Contencioso Administrativo Núm. 437/25-02-01-
2/747/25-S2-08-01.- Resuelto por la Segunda Sección 
de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Ad-
ministrativa, en sesión de 25 de febrero de 2026, por 
unanimidad de 4 votos a favor.- Magistrado Ponente: 
Rafael Estrada Sámano.- Secretaria: Mtra. Elizabeth 
Camacho Márquez.
(Tesis aprobada en sesión de 25 de febrero de 2026)
R.T.F.J.A. Novena Época. Año V. No. 50. Abril 2026. p. 227

Así lo acordó la Segunda Sección de la Sala Superior 
del Tribunal Federal de Justicia Administrativa, en la sesión 
pública ordinaria el diez de junio de dos mil veintiséis.- Fir-
man, la Magistrada Maestra Luz María Anaya Domínguez, 
Presidenta de la Segunda Sección y el Licenciado Aldo 
Gómez Garduño, Secretario Adjunto de Acuerdos de la 
Segunda Sección, quien da fe.
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fracciones IX y XI del artículo 49 del Reglamento In-
terior del Servicio de Administración Tributaria para 
tener por debidamente fundada la competencia de la 
autoridad que emite el oficio con el que se da inicio al 
procedimiento sancionador. IX-J-SS-164…................� 7

CONFLICTO de competencia por razón de materia. 
Es improcedente cuando deriva de la determinación 
de reconducción de vía realizada en términos del ar-
tículo 58-19, fracción III, de la Ley Federal de Proce-
dimiento Contencioso Administrativo. IX-J-2aS-111…� 64

FE de hechos notarial.- No es una prueba idónea 
para demostrar la localización del contribuyente en 
su domicilio fiscal. IX-J-2aS-110…..............................� 61

IMPUESTO general de importación. Resulta ilegal la 
determinación de su base gravable cuando la auto-
ridad opta por determinar el valor de las mercancías 
con base en la consulta realizada a una página de 
internet y es omisa en certificar el contenido de la 
misma. IX-J-2aS-112...................................................� 68

JUICIO contencioso administrativo federal. Procede la 
devolución del pago relativo a los servicios prestados 
por una empresa privada por concepto de arrastre, ma-
niobra, servicio y depósito de vehículos cuando se de-
clara la nulidad del acto que los originó. IX-J-SS-165....� 21
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Índice Alfabético de Precedentes 
de Sala Superior

CONFLICTO de competencia por razón de materia.- 
Es improcedente el planteado con posterioridad a la 
aceptación del conocimiento del asunto, con inde-
pendencia de que no se haya decretado el cierre de 
instrucción. IX-P-1aS-252...........................................� 86

CUOTAS compensatorias. Elementos para su deter-
minación y exigencias para su imposición para cum-
plir con el principio de legalidad. IX-P-2aS-680…......� 105

CUOTAS compensatorias. Es facultad de la Secreta-
ría de Economía fijarlas en un monto inferior al mar-
gen de discriminación de precios, siempre que sea 
suficiente para eliminar el daño. IX-P-2aS-681….......� 106

CUOTAS compensatorias. Su naturaleza es correcti-
va y no punitiva. IX-P-2aS-682…................................� 107

DECRETO por el que se establece el impuesto gene-
ral de importación para la región fronteriza y la franja 
fronteriza norte. Corresponde al contribuyente acre-
ditar la enajenación de los bienes. IX-P-SS-529….....� 84

INCIDENTE de incompetencia por razón de territorio. 
La copia certificada de la captura de pantalla del Mo-
delo de Administración Tributaria (MAT) debe tenerse 
como medio de convicción idóneo para acreditar el 
domicilio fiscal del actor a la fecha de presentación 
de la demanda. IX-P-2aS-683….................................� 126
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LEY Federal de Procedimiento Administrativo. La no-
tificación de la resolución impugnada posterior al pla-
zo señalado en el artículo 39 no implica la ilegalidad 
de la misma. IX-P-2aS-677….....................................� 90

NOTIFICACIÓN por buzón tributario. Para su lega-
lidad no es necesario que se indique el nombre del 
funcionario que participa en su elaboración y, los fun-
damentos de su competencia. IX-P-SS-527…...........� 79

OPERACIÓN de maquila. Su existencia requiere 
que la mercancía que se someta a un proceso de 
transformación o reparación sea importada temporal-
mente (interpretación de la fracción I del artículo 33 
del Decreto por el que se Modifica el Diverso para el 
Fomento de la Industria Manufacturera, Maquiladora 
y de Servicios de Exportación publicado en el Diario 
Oficial de la Federación el 24 de diciembre de 2010). 
IX-P-2aS-685…...........................................................� 129

QUEJA, resulta improcedente cuando no ha transcu-
rrido el plazo legal establecido para dar cumplimiento 
a la sentencia. IX-P-SS-528…....................................� 82

REGLA 2.12.3 de la Resolución Miscelánea Fiscal 
para 2019. La información obtenida siguiendo la 
opción 2 contemplada en la misma, es idónea para 
resolver sobre la integridad y autoría de una resolu-
ción. IX-P-SS-526…....................................................� 76

REQUERIMIENTO de pruebas en el procedimiento 
para el fincamiento de responsabilidades resarcito-
rias. La Dirección General de Responsabilidades a 
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los Recursos Federales en Estados y Municipios se 
encuentra obligada a realizarlo respecto de aque-
llas pruebas que tenga por ofrecidas y admitidas. 
IX-P-SS-525…............................................................� 73

VERIFICACIÓN de la integridad y autoría de docu-
mentos digitales impresos. Se prevé únicamente res-
pecto de actos administrativos y no, con relación a 
constancias de notificación por buzón tributario [le-
gislación vigente en 2020]. IX-P-2aS-686...................� 131

VERIFICACIÓN de origen. Notificación realizada a la 
empresa exportadora y/o productora de los bienes a 
través de servicios de mensajería. IX-P-2aS-678.......� 91

VERIFICACIÓN de origen. Supuesto en que se 
convalida la notificación de las actuaciones del pro-
cedimiento cuando la empresa productora y/o expor-
tadora de los bienes contesta los requerimientos de 
la autoridad aduanera. IX-P-2aS-679…......................� 92

Índice Alfabético de Criterios Aislados 
de Salas Regionales

RECTIFICACIÓN de clasificación en el seguro de 
riesgos de trabajo. El uso de un “diablito” de carga 
manual no sustenta por sí mismo la reclasificación 
de la fracción 632 a la fracción 633, que contempla el 
artículo 196 del Reglamento de la Ley del Seguro So-
cial en Materia de Afiliación, Clasificación de Empre-
sas, Recaudación y Fiscalización. IX-CASR-4NL-1...� 135
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REGLA general 2, inciso a), de la fracción I, del ar-
tículo 2°, de la Ley de los Impuestos Generales de 
Importación y de Exportación. No es aplicable a los 
cascos o campanas de fieltro que constituyen mate-
ria prima o productos semielaborados para la elabo-
ración de sombreros. IX-CASR-GTOII-2….................� 137

REPARACIÓN del daño. Para resolver de forma 
integral en caso de mujeres cisgénero, debe reali-
zarse un análisis completo de los derechos huma-
nos violados por la actividad irregular del Estado. 
IX-CASR-2PUE-2…..................................................� 139

RESERVA de derechos al uso exclusivo. Análisis de 
semejanza en grado de confusión tratándose de per-
sonajes humanos de caracterización, ficticios o sim-
bólicos. IX-CASE-PI-18…...........................................� 143

SOLICITUD de indemnización por servidumbre legal 
de paso. El Tribunal Federal de Justicia Administra-
tiva no tiene competencia material para conocer de 
los juicios en los que se impugnen resoluciones me-
diante las cuales la Comisión Federal de Electricidad 
determina que no puede acceder, por lo que resulta 
improcedente el juicio contencioso administrativo. 
IX-CASR-QR-2............................................................� 141

Índice de Acuerdos Jurisdiccionales

SE FIJA la jurisprudencia Núm. IX-J-SS-164
G/08/26.......................................................................� 146
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SE FIJA la jurisprudencia Núm. IX-J-SS-165
G/09/26…....................................................................� 148

SE FIJA la jurisprudencia Núm. IX-J-2aS-110
G/S2/16/2026…..........................................................� 150

SE FIJA la jurisprudencia Núm. IX-J-2aS-111
G/S2/17/2026…..........................................................� 154

SE FIJA la jurisprudencia Núm. IX-J-2aS-112
G/S2/18/2026…..........................................................� 158
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